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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 7 de junio de 1988. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria mañana miércoles 8, a la hora 17, a fin de in. 
formarse de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


19) Por el que se regula la acción de amparo. 
(Carp. N? 631/86 - Rep. N? 10/88) 


2%) Por el que se prorroga el plazo para que la Inspec- 
ción General de Hacienda prosiga la liquidación del 
grupo patrimonial constituido por las empresas CEVI 
S.A., INHOSA, Fondo de Participaciones S.A. y Alfre- 
do Vidal. 


(Carp. N% 1012/88 . Rep. N* 47/88) 


39%) Por el que se modifican las actuales afectaciones de 
los Inmuebles Padrones Nos. 87.295 y 51.439. 


(Carp. N? 800/87 . Rep. N* 48/88) 


49) Por el que se designa con el nombre “Coronel An- 
drés Guacararí - Andresito” a la Escuela N9 54, Ru- 
ral de Rancheríos de Ponce, departamento de Ca- 
nelones. 


(Carp. N9 1022/87 - Rep. N? 49/88) 
5%) Por el que se designa con el nombre del pintor na. 
cional “Juan Manuel Blanes” a la Escuela N? 34 de 


Puntas de Buricayupi, ubicada en la 10% Sección 
Judicial del departamento de Paysandú. 


(Carp. N?* 1028/87 . Rep. N? 50/88) 

6%) Por el que se aprueban los Convenios Internaciona. 

les en materia de seguridad, higiene y salud en el 
trabajo, Nos. 148, 155 y 161, 

(Carp. N? 848/87 - Rep. N? 53/88) 

79%) Por el que se autoriza la colocación de un busto de 

don Isaac Ferreira en el predio del Hospital de la 


ciudad de Castillos. 


(Carp. N* 1108/83 . Rep. N% 55/88) 


89) 


99) 


10) 


11) 


12) 


2 


Por el que se eleva a la categoría de villa al pueblo 
“Mariscala”, ubicado en la 8% Sección Judicial del 
departamento de Lavalleja. 


(Carp. N9 1071/88 - Rep. N? 54/88) 


Por el que se modifican algunas disposiciones de los 
Códigos Penal, del Proceso Penal y del Niño, a los 
efectos de asegurar un mejor amparo de la sociedad 
contra la delincuencia en sus distintas modalidades. 


(Carp. N? 909/87 - Rep. N* 39/88) 


Mensaje del Poder Ejecutivo por el que solicita venia 
para designar a la Dra. Cyli Steigmann Schensvitz 
en el cargo de Fiscal Letrado suplente. 


(Carp. N* 1049/83 . Rep. N? 58/88) 


Mensaje del Poder Ejecutivo por el que solicita ve- 
nia para exonerar de su cargo a un funcionario del 
Ministerio de Relaciones Exteriores. (Plazo Constitu- 
cional vence el 15 de junio de 1988 - Carp. N* 889/87 - 
Rep. N? 43/88). 


Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con las solicitudes de venia del Poder 
Ejecutivo para exonerar de sus Cargos a: 


Un funcionario del Ministerio de Salud Pública. 
(Plazo Constitucional vence el 13 de junio de 1988 - 
Carp. N? 1043/88 - Rep. N* 42/88). 


Un funcionario del Ministerio de Educación y Cultu- 
ra, (Plazo Constitucional vence el 20 de junio de 
1988 . Carp. N* 1062/88 - Rep. N? 46/88). 


Un funcionario del Ministerio de Economía y Finan- 
zas. (Plazo Constitucional vence el 21 de junio de 
1988 . Carp. N? 1067/88 - Rep. N* 45/88). 
Un funcionario del Ministerio de Educación y Cultu- 
ra. (Plazo Constitucional vence el 22 de junio de 
1988 - Carp. N? 1068/88 . Rep. N* 44/88). 
Un funcionario del Ministerio de Educación y Cultu- 
ra. (Plazo Constitucional vence el 3 de agosto de 
1988 - Carp. N% 1097/88 - Rep. N* 52/88). 

LOS SECRETARIOS.” 
ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Aguirre, Batalla, Bat. 


lle, Capeche, Cassina, Cersósimo, Cigliuti, Fá Robaina, Fe. 
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rreira, Flores Silva, Forteza, García Costa, Gargano, Jude, 
Lacalle Herrera, Martinez Moreno, Mederos, Olazábal, Or- 
tiz, Pereyra, Posadas, Pozzolo, Ricaldoni, Rodríguez Ca. 
musso, Singer, Terra Gallinal, Tourné, Traversoni, Ubillos 
y Zumarán. 


FALTA: con licencia, el señor senador Senatore. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 17 y 15 minutos) 
-—Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 
“Montevideo, 8 de junio de 1988. 


La Presidencia de la Asamblea General remite va- 
rios Mensajes del Poder Ejecutivo por los que comunica 
haber dictado los siguientes Decretos y Resoluciones: 


por el que se autoriza el cambio en la descripción del 
Proyecto 867 “Construcción Nueva Sede Ministerio 
de Defensa Nacional” del Programa 001 “Administra- 
ción Central” por el siguiente “Compra de inmuebles, 
adecuación y refacción de los mismos. Construcciones 
complementarias de los inmuebles a adquirir”. 


por el que se autoriza al Comando General de la Ar- 
mada, a efectuar la transformación de 145 cargos de 
Marinero de lra. y 2 cargos de Aprendiz en 25 cargos 
de Sub-Oficiales de 2da.; 37 cargos de Cabo de lera. 
y 41 cargos de Cabo 2da. 


—Ténganse presentes. 


La Presidencia de la Asamblea General remite varias 
notas del Tribunal de Cuentas de la República por las 
que pone en conocimiento las observaciones interpuestas 
a los siguientes expedientes: 


De la Administración Nacional de Telecomunicaciones: 
relacionada con el arrendamiento de un sistema de 
procesamiento de datos. 


De la Universidad de la República; relacionada con la 
compra de medicamentos a las firmas Cooper Uruguay 
Ltda. y Laboratorio Dispert S.A. por parte del Hos- 
pital de Clínicas. 


Del Ministerio de Economia y Finanzas; relacionado 
con la Licitación Restringida para la adquisición de 
elementos de estructura y funcionamiento del Servi. 
cio de Comedor, 


Del Ministerio de Relaciones Exteriores: relacionada 
con la contratación del sistema internacional de co. 
municación con la firma Westec Unión International 
representada por la firma Teletipo S.A. 


Del Banco Central del Uruguay: relacionada con gas- 
tos efectuados por falta de disponibilidad presupues. 
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tal durante el periodo 19 de enero de 1987 y el 31 
de diciembre de 1987. 


Del Ministerio de Educación y Cultura: relacionada 
con las autorizaciones para gastar Nos. 10049, 10054 
y 10226. 


—A las Comisiones de Constitución y Legislación 
y de Hacienda. 


La Corte Electoral comunica trasposiciones de rubros 
efectuados entre los proyectos del Programa 0.10 que con. 
tiene asignaciones para inversiones, 


—Téngase presente. 


Los señores senadores Gonzalo Aguirre Ramírez y 
Hugo Batalla presentan con exposición de motivos un pro- 
yecto de ley por el que los afiliados a los organismos es. 
tatales y paraestatales de previsión social que, sin ser ju- 
bilados, adquirieron derechos y configuraron causal de ju- 
bilación antes de la vigencia del llamado Acto Institucio. 
nal N* 9, de 23 de octubre de 1979, podrán optar por el 
régimen legal vigente hasta entonces o por el establecido 
en el mencionado Acto. 


—A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social. 


(Carp. N? 1128/88)” 


4) PROYECTO PRESENTADO 
“EXPOSICION DE MOTIVOS 


El llamado Acto Institucional N? 9, dictado por el go- 
bierno de facto con fecha 23 de octubre de 1979, introdujo 
modificaciones sustanciales en el régimen jubilatorio has- 
ta enionces vigente en las tres Cajas que pasaron a inte- 
grar el Banco de Previsión Social (Industria y Comercio, 
Civil y Escolar y Rural y de Servicios Domésticos) y en 
los tres organismos previsionales de naturaleza paraesta- 
tal (Caja Notarial, Caja Bancaria y Caja Profesional), 
limitando gravemente derechos reconocidos en la legisla- 
ción sancionada por sucesivos gobiernos democráticos, 


Pese a introducir tales limitaciones —y sin perjuicio 
de derogar los regímenes de jubilación por despido y ma- 
ternidad en forma absoluta— el mencionado Acto, en su 
artículo 83, estableció que quienes a la fecha de su vi. 
gencia habían adquirido derecho y configurado causal ju- 
bilatoria conforme a los respectivos regímenes derogados, 
podrían optar en cualquier momento por jubilarse am. 
parándose en las disposiciones del régimen anterior o del 
nuevo. 


La norma comentada respetaba, por lo menos, los de. 
rechos adquiridos por los afiliados que tenían configurado 
su derecho jubilatorio en base al ordenamiento legal has- 
ta entonces vigente, base a la vez de las modalidades de 
actividad por ellos desarrolladas y de las contribuciones 
(aportes) oportunamente realizadas. 


Esta normativa, que en cierto modo dio seguridad a 
los afiliados activos de los organismos jubilatorios en cuan- 
to al mantenimiento de un determinado derecho jubilato. 
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rio, ya adquirido y configurado, fue sustancialmente al 
terada tres años después, por el mismo régimen, a través 
del texto del articulo 12 del llamado Acto Institucional 
NO 13, de 12 de octubre de 1982, que condicionó el reco- 
nocimiento de aquellos derechos adquiridos al cumpli 
miento efectivo de las edades de retiro previstas en el 
nuevo régimen (60 y 55 años de edad para hombres y 
mujeres, respectivamente). Con lo que se impuso la apli- 
cación retroactiva de las normas del Acto N9 9, lesio- 
nando gravemente derechos ya consolidados. 


El presente proyecto de ley no tiene otro objetivo que 
reparar esa injusticia, devolviendo a los afiliados un de- 
recho que ya habían configurado a la fecha de dictado 
el llamudo Acto 9 y que, originalmente, hasta la propia 
dictadura les reconoció. 


Gonzalo Aguirre Ramírez, Hugo Batalla. Senadores. 
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Artículo 1%, — Los afiliados a los organismos estata 
les y paraestatales de previsión social que, sin ser jubi- 
lados, adquirieron derechos y configuraron causal de ju- 
bilación antes de la vigencia del llamado Acto Institucio- 
nal N* 9, de 23 de octubre de 1979, podrán optar por el 
régimen legal vigente hasta entonces o por el estableci. 
do en el mencionado Acto. 


Derógase la disposición del artículo 12 del llamado 
Acto Institucional N 13, de 12 de octubre de 1932, en lo 
que refiere a la modificación del artículo 83 del citado 
Acto Institucional N* 9. 


Art, 29 —- Comuníquese, etc. 


Gonzalo Aguirre Ramírez, Bugo Batalla. Senadores.” 


5) JAMAHIRIYA ARABE LIBIA POPULAR 
Y SOCIALISTA. Establecimiento de 
relaciones diplomáticas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El Senado entra a la hora 
previa en la que están anotados los señores senadores Ro- 
dríguez Camusso, Gargano y Pozzolo. 


Tiene la palabra el señor senador Rodríguez Camusso. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presiden- 
te: en el día de hoy vamos a hacer un nuevo plantea- 
miento dirigido al señor Ministro de Relaciones Exteriores 
y queremos fundamentar, con cierto detenimiento, el ca- 
rácter y las razones de esta solicitud. 


Nos vamos a referir a la hoy denominada Jamahiriya 
Arabe Libia Popular Socialista, país que, como se sabe, 
se halla situado en el norte de Africa; tiene 1.760.000 ki. 
lómetros cuadrados, es decir, que por su superficie es el 
cuarto de todo el continente africano, constituido por 52 
naciones soberanas, y su población, en rápido crecimiento, 
está situada ya en torno a los 4:000.000 de individuos. 


Es bueno recordar algunos antecedentes vinculados 
con esta nación. En 1911, dio comienzo la invasión colo- 
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nial italiana que luego, bajo el gobierno fascista fue de. 
sarrollada en términos tremendos contra el pueblo árabe 
libio cuyo exterminio y aniquilamiento fue procurado a 
través de procedimientos primitivos. El Jihad contra los 
invasores le costó al pueblo libio millares de mártires, 
pero, finalmente consiguió su independencia, aunque no 
sin tribulaciones, alternativas diversas e inmensos sacri. 
ficios. pi 


Los fascistas, recién en 1933, es decir, después de 22 
años de lucha, lograron ocupar Tripolitania y Cirenaica 
las regiones más pobladas de la nación Libia. 


En 1942 la administración italiana fue sustituida por 
la británica en Tripolitania y Cirenaica y por la francesa 
en el sur del país, región ubicada en pleno Sahara, el 
Fezzan. 


Recién en el año 1951 Libia tuvo acceso a una forma 
de independencia de acuerdo a la resolución que promul. 
garan las Naciones Unidas, pero fue absolutamente nomi- 
nal porque Cayó en manos de una monarquía corrupta, 
aislada de los destinos y decisiones de su pueblo. Fue el 
19 de setiembre de 1969, hace todavía menos de dos dé- 
cadas, que el pueblo árabe libio desencadenó una revolu- 
ción bajo el mando de Moamman Kadaffi Gadhafi, que 
permitió la creación de la República Democrática Libre, 
llamada República Arabe Libia y que luego, al haberse 
implantado una forma nacional de autoridad popular se 
convirtió en la Jamahiriya Arabe Libia Popular Socialista. 


Alí, de acuerdo con los elementos que predominan en 
el país, el pueblo es la única fuente de poder y el poder 
del pueblo constituye el único instrumento de gobierno 
que se ejerce por vía de Congresos Populares de Base, 
de Comités Populares y Organizaciones Sindicales y Pro. 
fesionales. 


Cada ciudadano tiene el derecho de expresar su opi- 
nión a través de los Congresos Populares de Base y las 
Direcciones de éstos; el Poder Ejecutivo y el Poder Popu- 
lar a todas las escalas, son responsables ante los Congresos 
Populares. 


La Jamahiriya ha ciegido la fórmula de los Congresos 
y de los Comités Populares, porque ha considerado como 
camino ideal el mismo para resolver el problema de la 
democracia en el instrumento de gobierno, para realizar 
el socialismo con respecto a la propiedad privada, no im- 
pulsado por el espíritu de explotación procurando alcanzar 
justicia en la distribución y en la propiedad comunitaria 
en la vía de un desarrollo socio-económico integral que 
beneficia la totalidad de la población. 


La gran revolución del Fateh se basa en que el hom. 
bre constituye la base de la fuerza y el progreso, y en 
que es el objetivo y el medio para realizar las conclusio- 
nes cívicas y los cambios revolucionarios planteados a 
raíz de la creación de la Jamahiriya. Para ello ha sido 
preparada la estructura necesaria y se han facilitado gra. 
tuitamente a la población los servicios más modernos, A 
estos efectos, la igualdad de todos los ciudadanos está 
asegurada con el disfrute pleno de los mencionados ser. 
vicios, 


Las escuelas cubren a todos los que tienen la edad 
correspondiente al ingreso. La enseñanza, en un país que 
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hasta hace veinte años tenía casi un 95% de analfabetos, 
es obligatoria hasta ei fin de los estudios programados. El 
Estado está interesado en el campo de los ciclos de estu- 
dios, en el interior y exterior. Y el programa que procura 
poner fin al analfabetismo en el país, está ya casi cul. 
minado. 


La Jamahiriya asegura los productos alimenticios a 
los ciudadanos a precios más bajos que los del mercado 
mundial; y el Estado actúa a fin de asegurar un aloja- 
miento conveniente para cada familia. Los ciudadanos con 
ingresos limitados tienen prioridad para alojarse en las 
viviendas construidas, cuyo número se eleva a varios cen- 
tenares de millares y con la infraestructura necesaria. 


Las enfermedades epidémicas y endémicas han sido 
erradicadas de modo total. 


La protección socia] es integral y hay un gran desa- 
rrollo del deporte, con amplia protección a la juventud. 


La garantía de la alimentación y el apoyo prestado 
por el Estado a los productos de base, alcanza a más de 
145:000.000 de Dinares Libios, para fijar los precios del 
trigo, la cebada, la harina, el azúcar, el té y de los ali- 
mentos infantiles. 


Quiero asimismo referirme a algunos aspectos que 
nos ayudan a ubicarnos con respecto a los elementos que 
se manejan en este pais. Hay un informe de la FAO, que 
ya tiene algunos años, en el que se subraya que la Ja. 
mahiriya (Popular Socialista) Arabe Libia ocupa el ter- 
cer lugar en el planeta, en lo que tiene que ver con la 
mejora del nivel de la producción agricola; y se la sitúa 
en ello al frente, entre 127 países, algunos de los cuales 
son potencias importantes. A este respecto, puedo manejar 
algunas cifras, reconocidas por la FAO, como digo, que 
son elocuentes: el trigo entre 1980 y 1985, en su produc- 
ción aumentó de 140.000 a 428.000 toneladas; las legum- 
bres y verduras, de 658.000 a 779.000 toneladas; el forra- 
je, de 390.000 a 657.000 toneladas; la leche, de 110.000 
2 308.000; la carne, de 58.000 a 130.000 toneladas. 


La autosuficiencia del país, señor Presidente, avanza 
en sólo un quinquenio, en trigo. del 31% al 75%; en leche, 
del 44% al 94%; en carne, del 42% al 75%. Este desa. 
rrollo no es sólo cuantitativo, también ticne por objetivo 
la mejora y la finalización de las superficies cultivadas. 
Es decir, 66.040 y iracción hectáreas de tierra de regadio, 
el aumento de rendimiento de pastos de una superíicie, a 
fin de asegurar las cantidades de forrajes necesarios para 
la alimentación animal y organizar la cría de ganado con 
vistas a aumentar la producción de carnes, 


Hemos manejado, señor Presidente, una serie de ele- 
mentos importantes que ayudan a ubicar a un país real, a 
un país extenso, poblado y que practica una forma nacio- 
nal y profundamente respetable de democracia, con plena 
participación de tados los sectores del pueblo; a un país que 
ha sufrido una larga historia de explotación colonial, que 
ha sido víctima del colonialismo de diversas potencias eu- 
ropeas y que últimamente ha emergido a una vida activa, 
desarrollada y plena. Además, en el campo internacional 
tiene una presencia singular y significativa, que es objeto 
del reconocimiento y la amistad de casi todas las nacio- 
nes del planeta. 
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Nosotros consideramos, señor Presidente, que en la 
política plural, amplia, que practica nuestro Gobierno, 
debe haber un lugar para la Jamahiriya Arabe Libia y 
debe examinarse la posibilidad del pleno establecimiento 
de relaciones diplomáticas, culturales y económicas con 
esta nación, a la cual, por otra parte —según se me ha 
informado en las últimas semanas-— el Uruguay periódi. 
camente efectúa ventas de gran significación, Tenemos 
la certeza de que, a través del establecimiento de canales 
diplomáticos regulares, estas ventas podrán intensificarse, 
dando con ello un nuevo estímulo y posibilidades a la 
colocación de los saldos exportables uruguayos, para lo 
que la Jamahiriya Libia es indudablemente una oportu- 
nidad de gran significación. 


Por todas estas razones, señor Presidente, formulo 
moción para que la versión taquigráfica de mis palabras 
sea puesta en conocimiento y consideración del Ministe- 
rio de Relaciones Exteriores. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 


—19 en 19. Afirmativa, UNANIMIDAD. 


6) LEY DE FONDO NACIONAL DE TEATRO 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. — Señor Presidente: en el día 
de hoy, queremos ocuparnos de la necesidad de que en 
el Uruguay se sancione una ley de protección al teatro, 
que concretamente cree un fondo destinado a la promo- 
ción teatral. 


El ex senador Manuel Flores Mora decía, en ocasión 
de una de las tantas iniciativas frustradas con relación 
al apoyo al teatro nacional, que: “En el Uruguay no se 
trata de crear el teatro, sino de reconocer su existencia, 
su riqueza, su variedad y el elevado grado de experiencia 
y ta:ento que lo traduce, y que la labor del legislador no 
debe hacer sino facilitar su desarrollo, contribuyendo a 
remover los obstáculos que la realidad presenta y poniendo 
a su alcance los medios materiales que hagan posible el 
mismo”. 


Sería redundante insistir en la importancia del teatro 
uruguayo como manifestación cultural, y recordar lo que 
éste padeció durante el régimen de facto, las confiscacio. 
nes de que fue objeto, las censuras, y el papel resistente, 
en el plano cultural, desempeñado por el teatro indepen- 
diente nacional. Como sabemos, este es un país sin produc. 
ción cinematográfica —recién ahora existe una incipiente 
e interesante producción de video independiente— y con 
una televisión que se ocupa, normalmente, no de manifes.. 
taciones culturales, sino de traducción al escenario nacio- 
nal de producciones enlatadas provenientes del exterior. 


El teatro, como instrumento creativo de inmensas po- 
sibilidades de desarrollo y con una larga tradición, es la 
principal manifestación de cultura auténticamente nacio. 
nal, en el plano de las artes, y en consecuencia debería 
ser estimulado. 
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A la salida democrática, y en el marco de la Concer- 
tación Nacional Programática, por todos los partidos se 
acordó una iniciativa tendiente a la aprobación de los 
lineamientos de una ley que sintetizara una política sobre 
el teatro y el apoyo o'el estímulo a su actividad. Instalado 
el Gobierno democrático se procedió, en el ámbito del 
Ministerio de Educación y Cultura, a la constitución de 
una Comisión Especial para la redacción de esta iniciativa. 
La integraron Angel Curotto, Andrés Castillo, Alberto 
Candeau, Nelly Goitiño por el Sindicato Uruguayo de 
Actores, Santiago Introini por la Federación Uruguaya de 
Teatros Independientes y Gloria Levy por los críticos de 
teatro. Esta Comisión debía encargarse de estudiar y pro- 
yectar una ley con referencia al teatro. Su trabajo fue 
excelente, y en poco más de cuatro o cinco semanas logró 
producir un anteproyecto de ley de Fondo Nacional de 
Teatro, por medio del cual se crea este Instituto, y elevó 
sus antecedentes al Ministerio de Educación y Cultura, 
En el Ministerio no se opusieron reparos a esta iniciativa, 
a tal punto, que los antecedentes que nosotros manejamos 
son, fundamentalmete, distribuidos del propio Ministerio, 
que se hicieron para difundir esta iniciativa que contaba 
con el apoyo colectivo de todas las fuerzas políticas y de 
estas personalidades que fueron las encargadas de la re- 
dacción del anteproyecto. 


Dicho anteproyecto, señor Presidente, es preciso, muy 
concreto, consta de 119 artículos, y está tundamentado en 
una exposición de motivos que, en lo sustancial, dice que 
el teatro de arte popular no empresarial y no oficial, desde 
hace 50 años viene desarrollando una actividad perma- 
nente, por lo que se ha constituido en uno de los fenóme- 
nos culturales más importantes de este siglo, para la 
vida nacional, con su consecuente prestigio internacional, 
realizando una experiencia de alto nivel artístico que en 
su peculiaridad y dimensión ha sido y es excepcional no 
sólo en el marco latinoamericano sino también en el mun- 
dial. 


Esta actividad realizada por miles de hombres y mu- 
jeres de probada vocación y capacidad teatral, a la que 
entregaron su tiempo libre y su descanso durante décadas, 
luego de ganarse el. sustento diario en otra profesión, en 
este período dieron al país no sólo el estreno de más de 
2.000 títulos de las más altas expresiones de la literatura 
gramática universal, latinoamericana y nacional, por lo 
que realizaron más de 1.500 funciones anuales, sino que 
además, aportaron la infraestructura de decenas de salas 
teatrales y de las escuelas de arte escénico donde se han 
formado centenares de sus actores, directores y técnicos. 


Esta labor no ha sido sólo un aporte de talento, sino 
también de trabajo e infraestructura que es preciso Cva. 
luar como entrega material a la sociedad uruguaya. 


=> Se dice que si a los casi 500 hombres y mujeres que 
son necesarios para mantener esta actividad, le asignamos 
el modesto salario de N$ 8.0006 mensuales durante 50 años, 
vemos que se ha entregado al país la cifra de nuevos pe- 
sos 2,400:000.000. Si a cada puesta en escena Je asigna- 
mos un valor promedio de N$ 200.000, en los 2.000 estre- 
nos realizados se invirtieron más de N$ 400:000.000; si 
además estimamos que los gastos de escuela, publicacio- 
nes, festivales, etcétera, se sobrepasa los N$ 100:000.000. 
Si calculamos que las salas teatrales y los equipamientos 
sobrepasan los N$ 1.000:000.000, se revela que el movi. 
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miento teatral, no empresarial ni oficial, en cerca de 50 
años le ha entregado al país más de N$ 3.000:000,000 en 
esta empresa cultural. 


Esta realidad del teatro uruguayo le ha permitido in. 
crementar su público, un público que era casi inexistente 
en su origen, constituido hoy por cientos de miles de per. 
sonas entre las que decenas de miles son estudiantes que 
complementan con este teatro la latitud del sistema edu- 
cativo. Pero el teatro uruguayo condicionado por las pro. 
pias limitaciones productivas que se han mencionado se 
ve en serias dificultades para trasponer el marco urbano, 
predominantemente montevideano, para acceder a todos 
los habitantes del país. La actual reafirmación y recu- 
peración democrática exige, por lo tanto, no sólo el acceso 
de todos los uruguayos a la cultura y al teatro, sino ade. 
más dotar a éste de las posibilidades productivas, que a 
la vez que implican un acto de justicia para una activi. 
dad que tanto ha entregado y entrega a la sociedad uru- 
guaya, lo ponga al servicio de toda la población del país 
en la perspectiva de un verdadero teatro nacional y po- 
pular. 


El proyecto que fue elevado al Ministerio de Educa- 
ción y Cultura por la Comisión designada, quiere crear 
una Comisión Nacional del Teatro para administrar el 
Fondo y, asimismo, un Registro Nacional de Instituciones 
Teatrales y Culturales dentro de dicha Comisión Nacio- 
nal del Teatro, la que sin abrir margen de exclusión en 
la distribución de fondos para espectáculos, racionalice 
el apoyo en otros aspectos a las instituciones que desarro. 
llan labor cultural permanente, a la vez que permita 
instrumentar la aplicación del artículo 69 de la Consti- 
tución de la República a las instituciones teatrales cultu- 
rales privadas, lo que es de estricta justicia. 


El proyecto de ley, en lo sustancial, crea a través de 
su artículo 1% un Fondo Nacional del Teatro, destinado 
al apoyo y difusión del arte teatral en todo el territorio 
nacional. A la vez, propone para instrumentar ese apoyo 
un plan de inversiones semestral administrado por la Co- 
misión Nacional de Teatro que se crea en el mismo pro- 
yecto. La constitución del Fondo parte de un aporte de 
Rentas Generales de N$ 100:000.000, a estimaciones de 
1985. A esta suma se agregarían los proventos que pro. 
duzca el propio teatro nacional, 


Hemos llegado a junio de 1988 y a pesar de que esta 
iniciativa contó con el apoyo de todos los sectores, hasta 
el momento el Ministerio de Educación y Cultura no ha 
elevado este anteproyecto de ley a Acuerdo con el Pre- 
sidente de la República. Creemos que esta es una inicia. 
tiva modesta, pero justa y necesaria para un sector fun. 
damental de la cultura uruguaya. Dicho sector ha dado 
pruebas, últimamente, de un gran empuje y uno de ellos, 
precisamente, lo constituyó la III Muestra Internacionai 
de Teatro en Montevideo, llevada a cabo entre el 18 y el 
24 de abril próximo pasado, organizada por la Federa. 
ción de Críticos, siendo un caso único en el mundo. El 
Poder Ejecutivo declaró a esta Muestra de interés nacio. 
mal, pero indicó simultáneamente que lo hacía sin que 
ello significara gasto alguno para el Erario. Al respecto, 
creemos que debemos acabar con esto de que el Estado 
no participe en la gestión de un evento cultural de tanta 
Importancia. En esta Muestra participaron 11 paises, se 
presentaron 15 espectáculos y se realizaron más de 160 
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funciones y hubo talleres y conferencias de gran nivel 
internacional. 


En este momento la Federación Uruguaya de Teatros 
Independientes ha elaborado un proyecto de teatro para 
todos los uruguayos que procura la participación de la co- 
munidad y pretende acercar el teatro a los barrios, a 
través de una red de extensión cultural independiente, 
tratando de que las representaciones lleguen al público, 
al 50% del valor de lo que deben pagar en las salas cen- 
trales. 


Esperamos que a tres años de haberse elaborado el 
proyecto de ley, éste sea enviado al Parlamento, dado 
que cuenta con el apoyo de todos. Además, queremos dejar 
en claro que si en un plazo prudencial este proyecto no 
llega, es necesario que desde el punto legislativo nos ha- 
gamos cargo de que no finalice esta Legislatura sin que 
al menos ingrese al tratamiento legislativo esta iniciativa 
acordada en la Concertación Nacional Programática. 


Pedimos, señor Presidente, que la versión taquigráfica 
de nuestras palabras sea enviada al Ministerio de Edu- 
cación y Cultura y al Sindicato Uruguayo de Actores. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la moción presentada por el señor 
Senador. 


(Se vota:) 


—19 en 20. Afirmativa. 


7 LICEO DEPARTAMENTAL JOSE MARIA 
CAMPOS DE MERCEDES. Su situación actual. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Pozzolo. 


SEÑOR POZZOLO. — En apenas pocos minutos, tra. 
taré de resumir ei motivo ue la inquietud que tenemos en 
el día de hoy, relativa a las condiciones en que está fun- 
cionando actualmente el Liceo Departamental “José Ma. 
ría Campos” de la ciudad de Mercedes. 


A principios de mayo, la Asociación de Padres y Ami- 
gos del instituto Campos, convocó a una conferencia de 
prensa, invitando a hombres vinculados al Gobierno, a 
efectos de exponer la situación actual de este Liceo. 


Dicho liceo es relativamente nuevo, dado que la fina. 
lización de su construcción data de 1963 y, sin embargo, 
fundamentalmente a lo largo de los últimos años ha te- 
nido una serie de inconvenientes, derivados de la cons- 
trucción defectuosa del techo, lo que ha provocado filtra- 
ciones que han sido consideradas como peligrosas. No po- 
demos decir que las autoridades de la enseñanza se han 
desinteresado del tema, sino que por el contrario han ha- 
bido dos o tres tentativas de solucionar el problema que, 
lamentablemente, no dieron resultado, por lo que éste 
subsiste. 


En la conferencia de prensa a que he hecho referen- 
cia, realizada como ya expresé a iniciativa de los padres 
y amigos del Liceo, se nos informó que estaba en trámite 
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un convenio con el Ministerio de Transporte y Obras Pú. 
blicas, a efectos de subvencionar el problema. Posterior- 
mente, en un medio de prensa de reciente aparición, leí. 
mos que se había hecho una consulta a la dirección de 
aquél instituto, lo que nos alarmó realmente debido a las 
dificuitades con la instalación eléctrica y otras, los asi. 
duos concurrentes están expuestos dia a día a un riesgo 
de vida. Reiteramos, señor Presidente, que esto nos alar. 
mó ya que a raíz de la conferencia de prensa y de la 
noticia publicada —un poco tremendista en el buen sen. 
tido de la palabra— decidimos dirigirnos al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas donde nos enteramos que 
desde noviembre del año pasado está en trámite un con- 
venlo y que, además, éste fue dejado de lado por el desin. 
terés expreso de la propia dirección del instituto “José 
María Campos”, de la ciudad de Mercedes, 


Todo esto ha tenido repercusiones en la ciudad y de 
ello se han ocupado los diarios y las radios. Parecería 
que todos tienen la culpa menos aquéllos que en deter- 
minado momento se desinteresaron virtualmente de en- 
contrar o apoyar una solución. Tanto es así que, a través 
del Ministerio, hemos podido constatar que para Solucio- 
nar este problema por intermedio de un nuevo Convenio, 
prácticamente hay que iniciar nuevamente los trámites. 


Más allá de saber quién tiene la culpa, quién se in. 
teresa y quién no y a quién le importa encontrar solu. 
<lones, existe un hecho cierto en el sentido de que pue- 
den haber problemas muy serios que estén comprome. 
tiendo la integridad física de quienes asisten a ese Liceo. 


En consecuencia, voy a solicitar —si bien realizare- 
mos directamente otro tipo de gestiones— que la versió” 
taquigráfica de estas palabras pase al Ministerio de Euau- 
cación y Cultura y, a través de él —aunque no sé si esto 
corresponde— a la autoridad máxima de la Enseñanza, 
haciendo hincapié en la inmensa preocupación que existe 
a nivel de la Comisión de Padres y la población toda del 
departamento de Soriano —especialmente en la ciudad de 
Mercedes-— porque se resuelva con el mayor celo y bre- 
vedad posibles el problema que tiene este edificio relati. 
vamente nuevo, que alberga a cientos de alumnos. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va + votar la moción formulada. 


(Se vota:) 


—19 en 19. Afirmativa, UNANIMIDAD. 


8) ACCION DE AMPARO. Su regulación, 


SEÑOR PRESIDENTE. — El Senado entra al orden 
del día con la consideración del asunto que figura en pri. 
mer lugar: “Proyecto de ley por el que se regula la ac- 
ción de amparo. (Carp. N? 631/86 - Rep. N? 10/88)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N? 631/86. 
Rep. N* 10/88, 
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La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente: 
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Artículo 1% — Cualquier persona pública o privada 
podrá deducir la acción de amparo contra todo acto u omi. 
sión de las autoridades o de particulares que en forma 
actual o inminente lesione, restrinja o altere con ilegitimi- 
dad manifiesta cualquiera de los derechos y libertades re- 
conocidos por la Constitución, con excepción de los casos 
en que proceda la interposición del recurso de “habeas 
corpus”, 


Art. 29, — La acción de amparo sólo procederá cuan- 
do no existan otros medios judiciales o administrativos que 
permitan obtener el mismo efecto o cuando, si existieren, 
resultaren por las circunstancias claramente ineficaces p2. 
ra la protección del derecho. Si la acción fuera manifies- 
tamente improcedente el Juez la rechazará sin sustanciarla 
disponiendo el archivo de las actuaciones. 


Art. 3% — Serán competentes los Jueces Letrados de 
Primera Instancia de la materia que corresponda al acto 
u omisión lesivo y del lugar en que éste produzca sus 
efectos. El turno lo determinará la fecha de presentación 
de la demanda. 


Art, 4%, —. La acción de amparo deberá ser deducida 
por el titular del derecho lesionado o amenazado, pero si 
éste estuviere imposibilitado de ejercerla podrá en su nom. 
bre deducirla un tercero, sin perjuicio de la responsabill. 
dad de éste si hubiere actuado con malicia. 


Art. 5%, — La demanda se presentará con las forma- 
lidades prescriptas en el artículo 284 del Código de Pro. 
cedimiento Civil, en cuanto corresponda, indicándose, ade- 
más, los medios de prueba a ulilizarse. 


Art. 6% — Tanto en el caso de que —siendo admisibie 
la acción— se trate de un acto u omisión de la autoridad 
como de un particular, el Juez convocará a las partes a 
una audiencia pública dentro del plazo perentorio de tres 
días a partir de la fecha de la presentación de la demanda. 


En dicha audiencia se oirán las explicaciones del de- 
mandado, se recibirán las pruebas y se producirán los ale- 
gatos. El Juez presidirá la audiencia so pena de nulidad e 
interrogará a los testigos y a las partes, sin perjuicio de 
que aquéllos sean, a su vez, repreguntados por los abo- 
gados. Gozará de los más amplios poderes de policía y de 
dirección de la audiencia. En cualauler momento podrá 
ordenar diligencias para mejor proveer, La sentencia se 
dictará en la audiencia o a más tardar dentro de las vein- 
ticuatro horas. Sólo en casos excepcionales podrá prorro. 
garse la audiencia por veinticuatro horas. 


Art. 7%. — Si del mismo escrito de la demanda o si 
en cualquier otro momento del proceso resultare a juicio 
del Juez la necesidad de su inmediata actuación, dispondrá 
con carácter provisional lo que corresponda en amparo del 
derecho presuntamente violado. 


La circunstancia de no conocerse al responsable del 
acto u omisión lesivo no obstará a que el Juez adopte las 
medidas a que se refiere el inciso anterior. 


Art. 8%. — La sentencia que haga lugar al amparo 
deberá contener: 
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A) La expresión concreta de la autoridad o el particular 
a quien se dirija y contra cuya acción u omisión se 
concede el amparo. 


B) La determinación precisa de lo que debe o no hacerse. 


C) El plazo para el cumplimiento de lo dispuesto que no 
podrá exceder de veinticuatro horas, a contar del mo- 
mento de la notificación. 


Art, 99, — En el proceso de amparo sólo son apelables 
la sentencia definitiva y la que rechaza la acción por ser 
manifiestamente improcedente. 


El recurso de apelación deberá interponerse en escrito 
fundado dentro del plazo perentorio de tres días. El “a 
quo” lo elevará con los autos sin más trámite al Superior 
cuando hubiere desestimado la acción por improcedencia 
manifiesta y lo sustanciará con un traslado a la contra- 
parte por tres días perentorios cuando la sentencia ape. 
lada fuese la definitiva. 


El Tribunal resolverá dentro de los cuatro días si. 
guientes a la recepción de los autos. La interposición del 
recurso no suspenderá las medidas de amparo decretadas, 
Dichas medidas serán tomadas inmediatamente después 
de dictada la sentencia sin necesidad de tener que esperar 
el transcurso del plazo para su impugnación. 


Art. 10. — La sentencia ejecutoriada hace eosa juz- 
gada sobre su objeto, pero deja subsistente el ejercicio de 
las acciones que pudieran corresponder a cualquiera de 
las partes con independencia del amparo. 


Art, 11, — En los juicios de amparo no podrán dedu- 
cirse cuestiones previas, reconvenciones ni incidentes. El 
Juez, a petición de parte o de oficio, subsanará los vicios 
de procedimiento, asegurando dentro de la naturaleza su. 
maria del proceso la vigencia del principio contradictorio. 
Las normas procesales vigentes tendrán el carácter de su- 
pletorias en los casos de oscuridad o insuficiencia de las 
precedentes, 


Art, 12. — Comuníquese, etc. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 17 de setiembre de 1986, 


Luis Ituño. Presidente 
Héctor S. Clavijo. Secretario 


CAMARA DE SENADORES 
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Constitución y Legislación 


INFORME 
Al Senado: 


1) La acción de amparo ha constituido siempre un 
instrumento legal de indudable eficacia para la salvaguar- 
da de ciertos derechos fundamentales en todas aquellas le. 
gislaciones que, desde vieja data, lo han reconocido; y ello, 
al margen de las diversas denominaciones que ha recibido 
pero que, en lo sustancial, apuntan al mismo propósito de 
inmediata y efectiva protección de aquellos derechos. 
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En nuestro país, hasta el año 1984, el instituto, de es- 
casa receptividad por parte de nuestros tribunales, se ins. 
piró sustancialmente en el modelo argentino, también de 
origen jurisprudencial. Sin embargo —y ello es importan. 
te señalarlo— la aplicación que del instituto se efectuó 
en el país hermano significó una destacable innovación con 
respecto a los precedentes del derecho comparado, en cuan- 
to éstos funcionaron como medios de defensa contra la 
arbitrariedad estatal, en tanto, los jueces argentinos inclu. 
yeron, también, entre los legitimados pasivamente, a los 
particulares con lo cual el campo de acción del instituto 
se amplió en dia considerable, 


Se entendió que ni la letra ni el espíritu de la Consti- 
tución permiten afirmar que la protección de los derechos 
humanos esté cireunscripta a los ataques que provengan 
sólo de la autoridad. Nada hay, tampoco, que autorice la 
afirmación de que el ataque jlegítimo y grave contra cua- 
lesquiera de los derechos que integran la libertad, carezca 
de protección constitucional adecuada por la sola circuns- 
tancia de que la agresión emane de particulares. 


Entre nosotros, el instituto recién aparece legalmente 
reconocido en el año 1984, según se señaló, en ocasión de 
dictarse el llamado Acto Institucional N% 19 y, posterior- 
mente, en el Decreto-Ley N? 15.672, bien que referido ex- 
¿lusivamente, en este caso, a los medios de comunicación, 


> 2) No obstante su parca explicitación, nuestros tribu- 
nales —especialmente el Tribunal de lo Contencioso Ad. 
ministrativo— han efectuado una seria y fundada elabo- 
ración del instituto, fundándose en lo sustancial, en las 
conclusiones de la doctrina y jurisprudencia argentinas. 


Pese a elio, un importante sector de nuestra doctrina 
ha entendido que la acción de amparo no está supeditada 
a su eventual disciplina legal dado que, con sujeción a lo 
dispuesto por los artículos 7%, 72 y 332 de la Carta, a más 
de algunas convenciones internacionales de las que el pais 
es signatario, el instituto es de entera recepción en nuestro 
derecho positivo sin que sea menester el dictado de otras 
normas expresas. Mas aún, algunos autores entienden in- 
conveniente la delimitación del amparo a través de una 
formulación legal; su propia naturaleza aconseja dejar 
librado a los jueces su aplicación, a través de una amplia 
libertad para moverse dentro del marco que autoriza el 
orden institucional! en cuanto reconoce la existencia de 
derechos fundamentales inherentes a la persona humana. 


3) La acción de amparo, según admite la doctrina 
especializada, opera como defensa de la supralegalidad 
constitucional, pero con la salvedad que no es, al menos 
en nuestro derecho, el único medio existente a tales efec. 
tos, como ocurre en otros ordenamientos. En tal sentido, 
la declaración de inconstitucionalidad de las leyes y la 
anulación de ciertos actos por el Tribunal de lo Contencio- 
so Administrativo son, entre nosotros, garantías análogas 
que convergen a la misma finalidad. De esa manera, la 
acción de amparo presenta dos vertientes: por un lado, la 
referida defensa de la constitucionalidad; por otro, la sal- 
vaguarda de los derechos y libertades inmanentes al in. 
dividuo. 


La aplicación y el funcionamiento del instituto están 
signados, ante todo, por la noción de urgencia; además, es 
menester que el damnificado no disponga legalmente de 
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otros medios pará proteger sus derechos avasallados o que, 
los proporcionados por el ordenamiento jurídico, no resul- 
ten eficaces para evitar un daño grave e irreparable, No 
obstante, existe un sector doctrinario que postula la viabi. 
lidad del amparo no sólo ante la inexistencia o ineficacia 
de otros medios previstos por el derecho positivo, sino tam. 
bién cuando los existentes se revelan carentes de aptitud 
o idoneidad para actuar con la inmediatez requerida, la 
defensa del derecho o libertad conculcados. 


4) Se trata, en puridad, de una verdadera medida 
cautelar, en cuanto tiene por objeto facilitar otro proceso 
piincipal garantizando la «ficacia de sus resultados y, es" 
puecialmente asegurando el cumplimiento de obligaciones 
por parte de la administración o los particulares, cuya 
inobservancia puede frustrar definitivamente el derecho 
de las personas involucradas. Por tal razón, la cosa juz. 
gada que se forma en estos procedimientos, no refiere más 
que al contenido especifico del amparo, quedando a salvo, 
en definitiva, el ejercicio de cualquier otra acción. 


Resulta dudoso, asimismo, que el amparo proceda cón. 
tra resoluciones dictadas por órganos jurisdiccionales en 
procedimientos reglados por la ley y en los que el derecho 
provee a los litigantes de los recursos procesales del caso, 
No obstante, calificada doctriná entiende que aún en ta- 
les hipótesis debe recibirse el amparo siempre que tales 
recursos se revelen ineficaces -—por la lentitud de su tra- 
mitación u otra circunstancia anóloga— para la defensa 
del derecho. Pero, como fácil es advertirlo, tal tempera. 
mento no supone que pueda movilizarse la acción contra 
una decisión judicial sino que, en determinadas situacio- 
nes, el amparo y los recursos legales especificos apuntan al 
mismo propósito, actuando aquélla como típica medida 
cautelar que, por urgencia, debe ser resuelta antes de in. 
gresar al mérito del asunto. 


5) De todo lo expuesto pudiera inferirse un cierto 
parentesco entre el amparo y el habeas corpus en cuanto 
ambos institutos están dirigidos a la defensa de derechos 
consustanciales a la persona humana. Sin embargo, la si- 
militud no va más allá de la referida circunstancia. Las 
diferencias, en cambio, son sustantivas: el habeas corpus 
tiende a la protección de la libertad física y la integridad 
personal; el amparo, en cambio, posee un alcance más am- 
plio y comprende una extensa gama de derechos. El ha. 
beas corpus, además, se refiere a una violación cierta y 
efectiva, ya consumada; el amparo, por su parte, actúa ge. 
neralmente a fin de prevenir la lesión alcanzando, tam- 
bién, situaciones en las que sólo existe el peligro de la 
violación sin que ésta se haya aún materializado. 


En algunas legislaciones, el distingo precedente ha si. 
do efectuado en forma expresa. 


Estos son, en grandes lineamientos, los principios o 
características más salientes de la acción de amparo con. 
forme estatuyen algunos derechos positivos y ha sido per- 
filada por la doctrina. 


6) La Comisión ha entendido del caso introducir mo. 
dificaciones al texto sancionado por la Cámara de Repre- 
sentantes, aun advirtiendo que la adopción de tal tempe- 
ramento, seguramente dilatará la aprobación definitiva del 
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proyecto. Y ello como consecuencia del convencimiento- 
unánime de sus miembros, desde el comienzo del estudio 
del tema, de la necesidad de efectuar enmiendas sin las 
cuales se comprometería la real eficacia de la iniciativa, 
en virtud de que algunos aspectos de importancia, a su en- 
tender, habían sido soslayados por el proyecto 0, en su 
caso, resueltos en forma que la Comisión no comparte. 


Y no fue ajena a tal coyuntura la opinión vertida en 
el seno de la misma por los integrantes del Instituto Uru- 
guayo de Derecho Procesal quienes también propiciaron, 
decididamente, algunas de las modificaciones efectuadas. 


7) Los articulos 1? y 2% son los que, en sustancia, de- 
linean las caracteristicas del instituto. Y es precisamente el 
artículo 12 uno de los que la Comisión ha entendido de- 
bían sufrir las mayores alteraciones. 


Ante todo debe precisarse en lo que refiere a la legiti. 
mación activa, que la acción puede ser deducida tanto por 
personas físicas como jurídicas y, entre éstas, por personas 
de derecho público o privado. El textu originario, en cuan- 
to se refería a personas públicas o privadas, podía crear 
dudas con relación a la legitimación de las personas físi. 
cas que son, en definitiva, las directas beneficiarias del 
instituto. 


Asimismo, la Comisión ha introducido la referencia a 
los hechos como posibles causantes de la lesión de los de- 
rechos, a la par de las acciones u omisiones; además, se- 
rán ciertamente aquéllos, las más de las veces, los causan- 
tes de la lesión cuya reparación se procura. 


AA. En cuanto a los legitimados pasivos, se ha preferido 
puntualizar expresamente que se trata de autoridades es. 
tatales o paraestatales, así como también los particulares; 
la amplitud del tratamiento asegura, sin duda, la mejor 
efectividad en la defensa de los derechos avasallados. 


Finalmente, los actos jurisdiccionales están excluidos 
del amparo, siguiendo así la solución recogida mayorita- 
riamente por el derecho comparado. 


El acto, hecho u omisión que se procesa mediante la 
acción de amparo debe ser actual o inminente y con ma- 
nifiesta ilegalidad ha de lesionar, restringir o alterar al. 
gún derecho o libertad fundamentales. La ilegalidad debe 
ser manifiesta, esto es, violación grosera y ostensible de 
la norma constitucional. El modo de esa violación no al- 
tera su esencia; no obstante, tal circunstancia no debe ser, 
.bampoco, objeto de controversia, dado que el proceso de 
amparo no es la ocasión para dilucidar tal clase de plan- 
teamicntos. 


El artículo 292 recoge principios ya elaborados por la 
doctrina en cuanto a que se trata de un recurso excepcio. 
nal y que funciona en ausencia de otro remedio que brin- 
de el ordenamiento positivo, con las salvedades que el 
texto señala. 


Finalmente y conforme a principios que inspiran la 
más reciente doctrina procesal, se consagra lo que se de- 
nomina la “manifiesta improponibilidad de la pretensión”, 
es decir, situaciones en las que desde el comienzo se ex- 
terioriza, de manera clara y evidente, la absoluta imposi- 
bilidad jurídica de que, al final del proceso, pueda recaer 
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una decisión en el sentido pretendido por el accionante. En 
estos casos se autoriza al Tribunal a repeler de plano la 
demanda, sin sustanciarla. Como contrapartida, el artículo 
92 declara expresamente apelable tal género de resolucio- 
nes. 


8) El punto referente a la magistratura competente 
que consagra el artículo 32 suscitó vivas controversias en. 
tre los miembros de la Comisión, así como también entre 
los técnicos que la asesoraron y ha recibido disímiles so- 
luciones a nivel de derecho comparado. El proyecto con. 
sagra una solución análoga a la prevista en normas ante. 
riores y que, además, aconsejaron los administrativistas, 
esto es, asignar competencia en primera instancia al tri- 
bunal “de la materia que corresponda al acto, hecho u 
omisión impugnados y del lugar en que éstos produzcan 
sus efectos”. La connotación de urgencia que caracteriza 
estas situaciones, hace preferible que entiendan de ellas, 
al menos en primera instancia, órganos unipersonales. 


Se adopta, pues, una solución radicalmente distinta a 
la imperante en la actualidad, que otorga competencia al 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, solución ésta 
cuya constitucionalidad ha sido cuestionada por la doctrina. 


El artículo 4% prevé la eventualidad de que el titular 
del derecho o libertad lesionados no pueda deducir el ac- 
cionamiento, En tal supuesto, la Comisión ha optado por 
asignar legitimación, en nombre de aquél, a “cualquier 
persona” entendiendo que ello es preferible, por su ampli. 
tud, a la del “tercero” a que se refería el texto originario. 


9) El aspecto relativo a si debe o no establecerse un 
plazo de caducidad para deducir la pretensión de amparo, 
fue, también, objeto de controversias en el seno de la Co- 
misión. Frente a quienes propician el irrestricto derecho a 
acelonar sin plazo, en atención a la naturaleza de los de- 
rechos cuya protección se pretende, se alzan quienes en. 
tienden que la urgencia, nota dominante del instituto, im- 
pone el establecimiento de plazos breves. Lo contrario im- 
plica desvirtuar el verdadero concepto del amparo. 


La Comisión participa del criterio expuesto en último 
término. En consecuencia ha modificado el texto sancio. 
nado por la Cámara de Representantes, que suprimió el 
plazo originariamente establecido, pero amplió éste a trein- 
ta días, solución que se entiende razonable, contempla ade- 
cuadamente el interés protegido y cuyo decurso se inte. 
rrumpe al “impedido por justa causa” (artículo 49). 


10) En cuanto al procedimiento, la Comisión siguien- 
do en general los lineamientos del proyecto sancionado por 
la Cámara de Representantes, ha previsto un tracto pro- 
cesal sumario, en audiencia y con plazos abreviados para 
sentenciar en ambas instancias, destacándose que en se. 
£undo grado el Tribuna! decidirá en acuerdo (artículos 59, 
62, 8%, 92 y 10). Se han asignado al Tribunal de Primera 
Instancia amplios poderes de conducción y saneamiento 
del proceso, asegurando, así, la rápida defensa del derecho 
lesionado. Ello, claro está, sin mengua del principio del 
contradictorio y las debidas garantías procesales del caso. 


11) Finalmente caben señalar dos aspectos del pro- 
yecto que la Comisión entiende relevantes. En primer lu- 
gar, el artículo 7% habilita al Tribunal, dentro de la se- 
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cuela procesal del amparo y en casos de necesidad, para 
adoptar, con carácter provisional, medidas tendientes a 
salvaguardar el derecho agredido y cuya tutela puede ver- 
se frustrada si hubiera de aguardarse el dictado de la sen. 
tencia definitiva. Se trata de una suerte de medida caute- 
lar inserta dentro del proceso de amparo y que no impor- 
ta pronunciamiento sobre e1 mérito de éste, El fundamento 
de la norma no requiere mayores comentarios a la luz de 
la claridad de su texto. 


En segundo lugar, prescribe el artículo 10 gue la sen- 
tencia que se dicte en estos procedimientos “deja subsis. 
tente el ejercicio de las acciones que pudieran correspon- 
der...”; ello significa que la decisión judicial no ingresa 
a la consideración del mérito del asunto, limitándose, tan 
sólo, a pronunciarse sobre el amparo requerido. 


En virtud de las razones sucintamente expuestas, se 
aconseja al Cuerpo la aprobación del presente proyecto 
de ley, 


Sala de la Comisión, 12 de abril de 1988. 


Hugo Batalla, Miembro Informante, Juan C. Fá Ro- 
baina, Miembro Informante, Dardo Ortiz, Miembro 
Informante, Gonzalo Aguirre Ramirez, Pedro W. Cer- 
sósimo. Senadores. 


PROYECTO SUSTITUTIVO DE LA COMISION 


Artículo 19 — Cualquier persona, física o jurídica, 
pública o privada podrá deducir la acción de amparo 
contra todo acto, omisión o hecho de las autoridades es- 
tatales o paraestatales así como de particulares que en 
forma actual o inminente, a su juicio, lesione, restrinja 
o altere con ilegitimidad manifiesta, cualauiera de los 
derechos y libertades reconocidos por la Constitución, con 
excepción de los casos en que proceda la interposición 
del recurso de “habeas corpus”. 


La acción de amparo no procederá en ningún caso 
contra los actos jurisdiccionales, cualquiera sea su natu- 
raleza. 


Art. 29 — La acción de amparo sólo procederá cuan. 
do no existan otros medios judiciales o administrativos 
que permitan obtener el mismo resultado previsto en el 
artículo 82 o cuando, si existieren, fueren por las circuns- 
tancias claramente ineficaces para la protección del de- 
recho. Si la acción fuera manifiestamente improcedente, 
el Juez la rechazará sin sustanciaria y disporidrá el ar- 
chivo de las actuaciones. 


Art. 3% — Serán competentes los Jueces Letrados de 
Primera Instancia de la materia que corresponda al acto, 
hecho u omisión impugnados y del lugar en que éstos 
produzcan sus efectos. El turno lo determinará la fecha 
de presentación de la demanda. Todo ello de acuerdo 
con las disposiciones de la Ley N* 15.750, de 24 de ju- 
nio de 1985. 


Art, 49, — La acción de amparo deberá ser deducida 
por el titular del derecho o libertad lesionados o amena- 
zados, pero si éste estuviera imposibilitado de ejercerla 
podrá, en su nombre, deducirla cualquier persona, sin per- 
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juicio de la responsabilidad de ésta si hubiere actuado 
con malicia o con culpable ligereza. 


En todos los casos deberá int:rponérsela. dentro de 
los treinta días a partir de la fecha en que se produjo el 
acto, hecho u omisión caracterizados en el artículo 10. 
No le correrá el término al titular del derecho o libertad 
lesionados si estuviere impedido por justa causa. 


Art. 5% — La demanda se presentará con las forma. 
lidades prescriptas en el Código de Procedimiento Civil, 
en cuanto corresponda, indicándose, además, los medios 
de prueba a utilizarse, La prueba documental se acom- 
pañará necesariamente a la demanda. 


Art. 6% — Salvo en el caso previsto en la oración 
final del artículo 29, el Juez convocará a las partes a 
una audiencia pública dentro del plazo de tres días a 
partir de la fecha de la presentación de la demanda. 


En dicha audiencia se oirán las explicaciones del de- 
mandado, se recibirán las pruebas y se producirán los 
alegatos. El Juez, que podrá rechazar las pruebas mani. 
fiestamente impertinentes o innecesarias, presidirá la au. 
diencia so pena de nulidad e interrogará a los testigos y 
a las partes, sin perjuicio de que aquéllos sean, a su vez, 
repreguntados por los abogados. Gozará de los más am- 
plios poderes de policia y de dirección de la audiencia. 
En cualquier momento podrá ordenar diligencias para me- 


jor proveer. 


La sentencia se dictará en la audiencia o, a más tar. 
dar, dentro de las veinticuatro horas de su celebración. 


Sólo en casos excepcionales podrá prorrogarse la audien- 


cia por hasta tres días. Las notificaciones podrán realizar- 
se te:efónicamente o por intermedio de la autoridad po. 
licial. A los efectos de lo dispuesto por el literal c) del 
artículo 8% se dejará constancia de la hora en que se 
efectuó la notificación. 


Art. 7% — Si de la demanda o en cualquier otro 
momento del proceso resultare, a juicio del Juez, la ne- 
cesidad de su inmediata actuación, éste dispondrá, con ca. 
rácter provisional, las medidas que correspondieren en 
amparo del derecho o libertad presuntamente violado. 


Las circunstancias de no conocerse al responsable del 
acto, hecho u omisión impugnado, no obstará a que el 
Juez adopte las medidas a que se refiere el inciso anterior. 


Art, 8% — La sentencia que haga lugar al amparo 
deberá contener: 


A) La expresión concreta de la autoridad o el particu- 
lar a quien se dirija y contra cuya acción, hecho u 
omisión se conceda el amparo. 


B) La determinación precisa de lo que deba o no ha. 
cerse, 


C) El plazo para el cumplimiento de lo dispuesto, que 
no podrá exceder de veinticuatro horas continuas a 
partir de la notificación. 


Art. 92 — En el proceso de amparo sólo serán ape- 
lables la sentencia definitiva y la que rechaza la acción 


- por ser manifiestamente improcedente. 
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. El recurso de apelación deberá interponerse en es- 
crito fundado dentro del plazo perentorio de tres días. 
E: Juez elevará sin más trámite los autos al superior 
cuando hubiere desestimado la acción por improcedencia 
manifiesta, y lo sustanciará con un traslado a la contra: 
parte, por tres días perentorios, cuando la sentencia ape- 
lada fuese la definitiva. 


El Tribunal resolverá en acuerdo dentro de los cua: 
tro días siguientes a la recepción de los autos. La inter- 
posición del recurso no suspenderá las medidas de ampa. 
ro decretadas, las cuales serán cumplidas inmediatamen 
te después de notificada la sentencia, sin necesidad de 
tener que esperar el transcurso del plazo para su impug- 
nación. 


Art. 10. — La sentencia ejecutoriada hace cosa juz-. 
gada sobre su objeto, pero deja subsistente el ejercicio 
de las acciones que pudieren corresponder a cualquiera 
de las partes con independencia del amparo. 


Art. 11. — En los juicios de amparo no podrán de- 
ducirse cuestiones previas, reconvenciones ni incidentes. 
El Juez, a petición de parte o de oficio, subsanará los vi- 
cios de procedimiento, asegurando, dentro de la natura. 
leza sumaria del proceso, la vigencia del principio con- 
tradictorio. Las normas procesales vigentes tendrán el 
carácter de supletorias en los casos de oscuridad o insu- 
ficiencia de las precedentes. 


Sala de la Comisión, 12 de abril de 1988. 


Hago Batalla, Miembro Informante, Juan C. Fá Ro. 
baina, Miembro Informante, Dardo Ortiz, Miembro 
Informante, Genzalo Aguirre Ramirez, Pedro W. Cer. 
sósimo. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. — Léase el proyecto. 
- (Se lee) 

—En consideración. 

SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR BATALLA. — Deseo señalar que el informe de 
la Comisión es amplio y exhaustivo en cuanto se refiere 
al tema. Por otro lado, las modificaciones que se han 
planteado con respecto al proyecto de ley aprobado por 
la Cámara dc Representantes son pequeñas y están debi- 
damente explicitedas en dicho informe. 


Pienso que si los señores senadores no tienen pregun- 
tas que formular al respecto, correspondería pasar a la 
discusión particular del proyecto de ley. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido la palabra. 


IÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. -- Señor Presidente: en pri- 
mer lugar, declaro que vay a votar afirmativamente el 
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proyecto de ¡ey y, en tal sentido, pienso que debe haber 
unanimidad no sólo por parte de este Cuerpo, sino tam- 
bién de la Cámara de Representantes y del Poder Eje. 
cutivo. 


Indudablemente, el país necesita este proyecto como 
un paso adelante en lo que hace a la protección de los 
derechos de todos los ciudadanos. Si bien desde hace mu- 
cho tiempo esta necesidad fue sustituida en forma prag- 
mática, eficaz —aungue de forma compleja por parte de 
las autoridades jurisdiccionales— creemos que ahora se 
cumple un ubjetivo definido porque es el propio Parla- 
mento el que procede, de forma conexa, a legislar sobre 
una acción que tiene tanta importancia para la vida de 
los ciudadanos, de sus bienes, de su honor y, en general, 
de todos los derechos señalados por el artículo 7% de la 
Constitución de la República. 


Por otra parte, señor Presidente, nos adelantamos a 
decir que si bien el proyecto está bien redactado, existen 
algunas carencias o necesarias especificaciones en temas 
que, a nuestro juicio, merecen ser incorporados al texto 
de este proyecto de ley, cosa que iremos proponiendo en 
su oportunidad. 


Ya que el miembro informante, señor senador Bata- 
lía, hizo referencia al informe, desearía formular una 
precisión. En el cuarto párrafo de la primera página dice: 
“Entre nosotros, el instituto recién aparece legalmente re- 
conocido en el año 1984,”. En realidad, esto es lo for- 
mal, pero, en el fondo, fue ilegalmente reconocido por el 
Acto Institucional N* 19. Descuento que todos los seño- 
res senadores firmantes del informe estarán de acuerdo 
conmigo, pero como se lo ha mencionado especificamen- 
te, simplemente hago esta observación lateral. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Coincido con lo que el señor 
senador Batalla manifestaba hace unos instantes, en el 
sentido de que el informe es Jo suficientemente explícito 
como para que nos podamos extender en profundidad en 
la consideración general del proyecto de ley. 


Es indudable que se trata de un instituto de una enor. 
me importancia. Por su parte, el señor senador García 
Costa nos señaló un pequeño error en el informe en 
cuanto a que se hace nacer a aquél legalmente en 1984 
ecmo consecuencia del Acto Institucional N% 19. En reali- 
dad, me inscribo entre quienes piensan que el instituto 
es necesario y, en ese sentido, decimos que con este pro. 
yecto de ley, de aprobarse, ei Uruguay está cumpliendo 
un compromiso internacional. No obstante, me inclino a 
pensar que sustancialmente, en puridad, de los textos de 
los artículos 7%, 72 y 332 de la Constitución resulta claro 
que en nuestro Derecho también pueda funcionar el ins. 
tituto de amparo, sin que lo recogiera expresamente el 
texto legal. 


El origen de este proyecto de ley —remitido inicial- 
mente por el Poder Ejecutivo— data del 1% de marzo de 
1985. En su Mensaje, dicho Poder dice que “desea dejar 
constancia de que en su opinión, no era imprescindible 
el texto del Acto N? 19 para que el amparo fuera recibi. 
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do por el derecho patrio: Jos artículos 7%, 72 y 332 de la 
Constitución lo demuestran. Sin embargo, las dudas teó- 
ricas y jurisprudenciales que, hasta el momento, obsta- 
ron a que el instituto tuviera amplio acogimiento entre 
nosotros inclinan la balanza a favor de la solución expre- 
sa contenida en el referido Acto Institucional, La acción 
de amparo es un instrumento que asegura una protec- 
ción judicial rápida e inmediata conira todo acio u omi- 
sión de las autoridades o de los particulares que en forma 
actual o inminente lesione —o amenace lesionar— Cual. 
quiera de los derechos humanos reconocidos por la Cons. 
titución con excepción de la libertad física o corporal (pa- 
ra este caso existe el recurso de habeas corpus). Para 
comprender cabalmente la importancia del amparo como 
garantía y defensa de los derechos del hombre debe te- 
nerse en cuenta que tanto el Estado como los particulares 
puedan tomar decisiones o realizar acciones que configu» 
ren la violación de un derecho o la posibilidad de que 
esa violación se produzca en un futuro inmediato, en ho- 
ras o días. Frente a estas realidades cotidianas —el país 
conoció muchas durante el régimen de facto— no es ra- 
cional ni justo que se obligue a poner en movimiento toda 
la maquinaria administrativa y ¿udicial que se pronun- 
ciará al cabo de varios meses a años, cuando el daño ex- 
perimentado se ha vuelto seguramente irreparable. Quien 
ha sufrido la violación de su derecho o puede probar 
razonablemente que éste va a ser violado en forma in- 
minente necesita de un instrumento jurídico eficaz que 
restablezca la legalidad en poco tiempo o que impida su 
eventual desconocimiento: ese instrumento es el amparo”. 


Por lo demás, señor Presidente, en la legislación com- 
parada--- principalmente la americana— prácticamente no 
hay país que no lo haya acogido en sus textos positivos; 
es el caso de Brasil, Chile, Bolivia, Costa Rica, Argen- 
tina, Guatemala, México, etcétera. 


Con esta ley —en caso de que sea aprobada por el 
Parlamento— nuestro país cumpliría una obligación in- 
ternacional que se remonta al año 1969, cuando suscribió 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que 
ratificó luego por la Ley. N% 13.751. Más recientemente 
aún, ese compromiso es ratificado por el Uruguay al apro- 
barse el Pacto de San José de Costa Rica. A esto hay que 
agregar que tanto la doctrina como la jurisprudencia ex- 
tranjera acogen este instituto. 


En el caso concreto de este texto y de lo que ha ocu= 
rrido en nuestro país antes de poder tener una ley en la 
materia, la elaboración ha sido —al margen de lo que en 
la doctrina se ha escrito sobre el punto— de origen juris- 
prudoncial, particularmente del Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo. Hay sentencias de este organismo 
muy elaboradas, que recogen el instituto y que, funda- 
mentalmente, se inspiran en lo que fue la trayectoria ar- 
gentina a este rcspecto. La criginalidad a subrayar en la 
jurisprudencia argentina es que admite como sujeto de 
la acción, no solamente a los institutos públicos sino, tam. 
bién, a. los particulares, cosa que es muy importante y 
que el proyecto que la Comisión de Constitución y Legis. 
lación del Senado trae a consideración del Cuerpo tam- 
bién recoge, 


En suma —no quiero insumir más tiempo de la dis. 
cusión general— ereo que en última instancia, al aprobar 
este proyecto o uno similar, mejorado, si es posible, es. 
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taríamos reglamentando los artículos constitucionales a 
que hacía referencia al comienzo de mis palabras: ar- 
tículos 79, 72 y 332 de la Constitución de la República. 


Pienso que en un trabajo práctico y efectivo el Par- 
lamento podría dar rápida aprobación a este proyecto de 
ley que ya fue objeto de sanción en la Cámara de Re- 
presentantes, pero que sufrió algunas modificaciones en 
la Comisión de Constitución y Legislación, lo cual deter. 
minó que, cuando llegó el momento de optar entre intro- 
ducir al proyecto las modificaciones que se estimaran del 
caso, sobre todo habida cuenta de los asesoramientos muy 
calificados que la Comisión recibió, y aprobarlo como es- 
taba, se optó por el primer camino, a pesar de que por 
ello pudiera demorar algo más la aprobación definitiva de 
este proyecto de ley. 


Por tanto cuando tenga lugar la discusión particular 
será el momento de esclarecer aqueilos puntos que pue. 
dan merecer alguna duda, como ha sido insinuado por el 
señor senador García Costa. 


En lo que respecta a la discusión general del pro- 
yecto, no deseo agregar nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley sus. 
titutivo. 


(Se vota:) 

—209 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se pasa a la discusión particular. 

Léase el artículo 19. 

(Se lee) 

-——En consideración. 

SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Señor Presidente: hay 
algunos puntos de este artículo que podrían dar mérito a 
una simple información de parte del señor miembro in- 
formante o, eventualmente, a alguna corrección o agre- 
gado al texto que se nos propone. Los voy a enumerar, 
aunque son de diverso alcance, porque creo que ello pue- 
de ayudar a que se lleve a cabo un análisis más com- 
pleto de este articulo 19. 


En primer término, la disposición dice: “autoridades 
estatales o paraestatales”. ¿Comprende ello al Poder Ju- 
dicial? Esta es mi primera pregunta y me permito seña- 
lar que si dicho organismo no estuviera incluido en el 
texto, considero que deberia estarlo. De compartirse ese 
criterio bastará con una interpretación amplia y au 
tántica como la que podemos realizar en este debate. Pero 
mi pregunta obedece a que ha habido vacilaciones en el 
Derecho Comparado respecto a si es posible o no incluir 
entre las autoridades sujetas a la Acción de Amparo, a 
aquéllas investidas con carácter jurisdiccional. Considero 
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que así debe ser, porque el Juez debe estar sometido a 
esta acción de amparo para su accionar, como cualquier 
otra autoridad estatal, y quizás, en algún sentido, más que 
en otros. 


Me permito recordar, señor Presidente, que todo Juez 
tiene el imperio mediante el cual emite órdenes, a las que 
la autoridad pública se allana sin discusión, o debe alla- 
narse sin discusión. Ello, ciertamente, hace mucho más 
necesaria la posibilidad de la acción de amparo contra 
estas autoridades. 


Por otra parte, no hay límites para la autoridad ju- 
dicial, señor Presidente, en el buen sentido que esta ex. 
presión quiere indicar. En la práctica judicial se emiten 
órdenes por parte de los Jueces, que son llevadas adelante 
por la autoridad pública; y a ésta no le incumbe discutir 
dichas órdenes. Aunque ahora no tenemos por qué entrar 
en una casuística de laboratorio al respecto, señalo que 
puede ser muy amplio el espectro de esas órdenes o acti- 
tudes judiciales, por lo cual estimo que el Poder Judicial 
debe estar incluido en este texto. 


Esa sería una de las primeras aclaraciones que me 
merece este artículo, señor Presidente. Y repito que, si 
el Poder Judicial no está incluido en él, a mi juicio de- 
bería estarlo. Más concretamente: si en la expresión “au- 
toridades estatales o paraestatales” están incluidas las 
autoridades judiciales, presumo que alcanzará con esta 
expresión... 


SEÑOR BATALLA. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 


SEÑOR BATALLA. — Aclaro que, naturalmente, con 
mi interpretación no pretendo comprometer al resto de los 
señores miembros informantes, y mucho menos a la Co. 
misión de Constitución y Legislación. Simpiemente, señalo 
cuál es mi opinión al respecto, 


Creo, señor Presidente, que la expresión “autorida- 
des estatales y paraestatales” comprende, naturalmente, 
al Poder Judicial. Lo único que está excluido expresa. 
mente de la eventualidad de una acción de amparo son 
los actos jurisdiccionales cumplidos por este organismo. 
En todo lo demás, el Poder Judicial estaría comprendido 
en esta disposición, por lo que considero que la preocu- 
pación del señor senador García Costa también lo estaria. 
Ei Poder Judicial podría solicitar el amparo para que el 
resto de las autoridades estatales cumplieran sus mandatos. 


Me parece que esa es una interpretación acorde con 
el criterio sustentado en la Comisión, por cuanto una de 
las modificaciones que presenta el proyecto que está ac. 
tualmente en discusión en el Senado, con respecto al que 
fue aprobado por la Cámara de Representantes, es justa. 
mente la inclusión de un segundo párrafo en el artículo 
19, que excluye expresamente a los actos jurisdiccionales 
de la posibilidad de una acción de amparo. No sé si hs 
sido claro o si los señores miembros informantes compar- 
ten esta interpretación, Pensé que mis palabras podían 
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Clarificar, en algún aspecto, la duda del señor senador 
García Costa. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Según la opinión del 
señor miembro informante, señor senador Batalla, se com. 
prenden por los actos, omisiones o hechos de las autori. 
dades del Poder Judicial. La distinción que quizá debié. 
ramos hacer ahora con mayor precisión se relaciona: con 
el inciso segundo, que deja fuera de la acción de amparo 
los “actos jurisdiccionales”. Me refiero a cuáles serian 
las categorías diversas y la manera de distinguirlas en el 
caso del inciso primero, y los excluidos en el inciso se. 
gundo. Esto lo dejaré para más adelante y ya tendremos 
oportunidad de clarificar los conceptos. 


Debo formular otra pregunta con respecto a la acti- 
vidad de la Corte Electoral. Todos conocemos —no es 
preciso ser muy experto en el tema— cuál es, de acuerdo 
con la Constitución de la República y sus disposiciones 
sobre elecciones y garantías de los derechos políticos de 
los ciudadanos, la competencia de la Corte Electoral. Es 
del caso preguntarnos: ¿es posible deducir acción de am- 
paro contra los actos, omisiones o hechos dictados por la 
Corte Electoral? ¿Es posible deducir acción de amparo 
contra la nulidad de un voto, o contra la adjudicación de 
una banca en una elección nacional? 


(No apoyado) 


—Descuento la importancia del tema. Como lo dije al 
principio, estimo que la Corte Electoral no debe estar in. 
cluida, pero de acuerdo al texto que analizamos sí lo es. 
tá, porque la redacción refiere a “cualquier autoridad es- 
tatal o paraestatal” y la Corte Electoral lo es. Está pues 
incluida, a menos que la eximamos expresamente, El tex- 
to es de tal modo genérico que, a mi juicio, refiere a la 
actividad que la Corte Electoral realiza de acuerdo con 
la Constitución de la República, lo que no considero im. 
procedente y peligroso por razones en las que no es ne- 
cesario abundar. 


Todos estamos de acuerdo con que los actos de la 
Corte Electoral no pueden estar sometidos a la acción de 
amparo, porque entonces la justicia electoral quedaría en 
manos de los jueces. Si lo autorizáramos se podría, por 
ejemplo, detener un escrutinio, y la marcha normal de 
los derechos políticos en el país, porque un juez, en el 
acierto o en el error, aplica las normas de la acción de 
amparo. 


SEÑOR FA ROBAINA. — ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


EÑOR FA ROBAINA. — Señor Presidente: no pode- 
mos perder de vista que hay que partir del supuesto de 
que la acción de amparo existe cuando en la organización 
jurídica no hay instrumentos aptos para proteger un de. 
recho que puede estar lesionado. En otros términos, en el 
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caso de un pronunciamiento de la Corte Electoral, la le- 
gislación en la materia prevé los procedimientos y recur- 
sos a plantearse cuando hay actos que puedan lesionar a 
alguien. Consecuentemente, no podemos concebir la hi- 
pótesis de que alguien pueda interponer un recurso o la 
acción de amparo contra el pronunciamiento de la Corte 
Electoral. En todo caso, ya tiene el instrumento previsto; 
es lo que se da por valor entendido. Cuando hay meca- 
nismos legales que amparan el derecho, no existe la po- 
sibilidad de utilizar recursos o la acción de amparo, 


En este caso, en la Corte Electoral existen normas 
previstas para acudir al superior cuando se entiende que 
su pronunciamiento lesiona el derecho de alguien. 

SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. -— Señor Presidente: siento 
¿mucho respeto por la tesis del señor senador Fá Robaina, 
pero no la comparto. En todas las circunstancias de apli- 
cación de la. acción de amparo hay una posibilidad jurí- 
dica de reclamo. Lo que existe es una urgencia ante la 
lesión inminente y difícilmente reparable del derecho. 
Esta situación se puede plantear con respecto a las potes- 
tades que tiene la Corte Electoral en relación a los dere- 
chos políticos. Naturalmente que puede eventualmente 
discutirse la procedencia de lo actuado por la Corte a pos- 
teriori. Lo que planteo es por ejemplo, qué ocurre si, cuan. 
do se hace la adjudicación de bancas para este Senado 
—1990— un interesado presenta una acción de amparo 
contra lo resuelto por la Corte Electoral y un juez decide 
que la banca número treinta está mal adjudicada y que, 
por tanto, debe detenerse el proceso electoral. Sucedería 
que la Corte Electoral, custodia de todo el sistema políti. 
eo y de los derechos ciudadanos y de su aplicación prác- 
tica, quedaría supeditada a este sistema de acción de am- 
paro. 


SEÑOR BATLLE. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR GARCIA COSTA. -—— Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR BATLLE. — Señor Presidente: considero que 
la apreciación del señor senador García Costa sobre el te- 
ma del artículo 1? es correcta, 


Cuando se habla de cualquier persona física o juri- 
dica, pública o privada, se hace referencia a personas de 
carácter público. Cuando en el proyecto se dice que las 
implica a todas en todos los casos —ya sea en el caso del 
Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, en el de la 
Corte Electoral, o en el de la Administración Pública--- 
hay reglas de procedimiento para oponer recursos a las 
resoluciones, reglas que en todo los casos están estable. 
cidas de antemano. 


El instituto de la acción de amparo sobre el que es- 
tamos discutiendo supone la existencia de una ¡legitimidad 
manifiesta. Si se da la ilegitimidad manifiesta que habi- 
lita la presentación de una acción de amparo, ante una 
situación actual o inminente que lesiona, restringe o al. 
tera con ilegitimidad manifiesta cualquier derecho o li. 
bertad, se dará tanto ante la Corte Electoral, como ante 
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el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, ante la Ad. 
ministración Central, la Administración autónoma o las 
Intendencias Municipales. Por lo tanto, si no se exceptúa 
a texto expreso, está incorporada implícitamente, tanto la 
Corte Electoral como cualquier otra institución del Estado. 


Creo que no habría inconvenientes —para evitar con- 
fusiones— en expresar las excepciones, si es que el legis. 
lador desea que las haya. Si de esta discusión surge que 
no se incorporarán excepciones, implícitamente quedarán 
incluidas estas situaciones, que van a estar protegidas por 
una acción de amparo. Habría que discutir, pues, en qué 
casos procedería esta acción de amparo y en qué grado, 
si se diera la posibilidad de una restricción, con ilegiti- 
midad manifiesta, a derechos esenciales y libertades am- 
parados por la Constitución de la República. 


No creo que en este momento sea oportuno afirmar 
que están incorporadas las disposiciones que surjan de 
situaciones creadas amte la Corte Electoral, o que están 
exceptuadas. No creo que sea fácil. La ilegitimidad mani. 
fiesta tiene que ver con las lesiones, restricciones o alte- 
raciones de cualquiera de los derechos y libertades. Me 
pregunto a qué libertades nos estamos refiriendo. ¿Cuáles 
son las libertades iundamentales que protege la Constitu- 
ción de la República, que pueden estar incluidas dentro de 
esta definición y dentro de las circunstancias que esta- 
blece el artículo 19? 


Creo que éste es un asunto que merece un análisis 
más profundo. Podría darse el caso de que alguien con- 
siderara la posibilidad de presentar una acción de am- 
-paro porque no se le permite votar dentro de una orga- 
nización particular como, por ejemplo, la de Conaprole. 
Puede estimar, quizás, que esto supone una lesión a Sus 
libertades. 


Me parece que se trata de una cuestión un tanto Va- 
ga y compleja, que puede conducir a extremos no desta- 
dos por el legislador. Como muy bien señaló el señor se- 
'nador García Costa, entiendo que es imprescindible que el 
punto quede debidamente aclarado. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador García Costa. 


SEÑOR BATALLA. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador, 


SEÑOR BATALLA. — Con las limitaciones que señalé 
anteriormente, en el sentido de que estoy expresando mi 
opinión personal como miembro informante —lo cual no 
compromete la de los demás integrantes de la Comisión— 
debo decir que de acuerdo con nuestro sistema institucio- 
nal, de separación de Poderes, ninguno de estos tiene el 
ejercicio exclusivo de una de las funciones. 


La función jurisdiccional está en manos del Poder 
Judicial; sin embargo, existen funciones jurisdiccionales 
fuera de su ámbito. 


Creo que el problema planteado con respecto a la 
Corte Electoral se resuelve de acuerdo con lo que esta- 
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blece el inciso segundo del artículo 1% del proyecto. Los 
actos jurisdiccionales emanados de la Corte Electoral 
«—en su función de Juez de la elección— evidentemente, 
están exceptuados de una eventual acción de amparo. 


Es muy lindo el comienzo de la exposición de moti. 
vos del Proyecto remitido por el Poder Ejecutivo con fe- 
cha 1% de marzo de 1985. Dice así: “De esta manera se 
da cumplimiento a lo aprobado por la Mesa Ejecutiva de 
la Concertación Nacional Programática el 26 de octubre 
de 1984, y se concreta un antiguo anhelo de los juristas 
demócratas”. 


El texto del artículo 12 es bastante similar, tanto en 
el proyecto del Poder Ejecutivo, como en el aprobado por 
la Cámara de Representantes y en el que elevó la Comi- 
sión respectiva del Senado. Simplemente, se han hecho 
algunas modificaciones que, a mi criterio, intentan, en 
el acierto o en el error, clarificar el texto, pero que no 
alteran el sentido de lo establecido en el proyecto del 
Poder Ejecutivo ni de lo previsto en el aprobado por la 
Cámara de Representantes. 


Entiendo que es clarísimo que los actos emanados de 
la Corte Electoral en. su función de Juez de la elección, 
no están comprendidos en una eventual acción de amparo. 


Observen los señores senadores que la referencia no 
es al Poder Judicial, sino a actos jurisdiccionales. De acuer- 
do con lo que establece el literal C) del artículo 322 de 
la. Constitución de la República, que dice “Decidir en 
última instancia sobre todas las apelaciones y reclamos 
que se produzcan, y ser juez de las eiecciones de todos 
los cargos electivos, de los actos de plebiscito y referén- 
dum.”, creo que es clarísimo que, en ejercicio de esa fa. 
cultad, la Corte Electoral actúa como Juez y, obviamente, 
mediantes actos jurisdiccionales. 


En mi concepto, los. actos emanados en virtud de esa 
función son, sin duda alguna, ajenos a lo que podría ser 
una acción de amparo. 


Por consiguiente, creo que no es necesario modificar 
el texto del artículo. Si el Senado la comparte, nuestra 
opinión podría tomarse como una interpretación, no digo 
auténtica, pero sí aceptada unánimemente por el Cuerpo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador García Costa. 


SEÑOR RICALDONI. -— ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: cuando 
la Comisión de Constitución y Legislación elaboró este 
proyecto sustitutivo, el que habla se encontraba en el 
exterior. 


A] igual que el resto de los señores senadores, le he 
dado mi voto favorable en la discusión general. Entiendo 
que no se discute la importancia de establecer, por vía 
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legal, una consagración. de este instituto. De cualquier 
manera, creo que los tres primeros artículos del proyecto 
son los más relevantes porque hacen a la materialidad 
del instituto del derecho de amparo. 


Debo señalar que me asaltan ciertas dudas; algunas 
son, quizás, coincidentes con las que planteaba el señor 
senador García Costa y algún otro” señor senador y, las 
Otras, son complementarias. Entre estas últimas, existe 
una vinculada con el hecho de que las materias compren- 
didas por el derecho de amparo en este proyecto de ley, 
se refieren, prácticamente a todas las actividades, con 
excepción de las de naturaleza jurisdiccional. 


Hay otros sistemas legislativos dentro del Derecho 
Comparado, en los cuales el recurso de amparo —quizás 
con más prudencia— se circunscribe a los actos adminis. 
trativos y a las leyes. Frente a ellos, sí, se pone de mani- 
fiesto el recurso de amparo cuando determinada ley o 
acto administrativo coloca a una persona en las situacio- 
nes que aquí también se prevén. 


En este proyecto, en cambio, cualquier acto de un 
particular es susceptible de dar lugar a que quien se con- 
sidere afectado por ese acto u omisión ejerza el derecho 
de amparo. ante el Tribunal correspondiente, 


Tengo dudas en cuanto a si realmente, al establecer 


«por vía legislativa —por primera vez en el país-—— el de- 


recho de amparo, no estamos dándole demasiada exten- 
sión, sin aguardar las experiencias de la reglamentación 
legal del instituto. 


Por lo tanto, no sé si no sería más prudente —y me 
agradaría conocer la opinión de los señores miembros in. 
formantes al respecto— limitarlo, en esta primera expe- 
riencia legislativa, a los casos en los cuales una ley o un 
acto administrativo afecte los derechos de algún habi- 
tante de la República. 


Por otro lado, quiero señalar —corroborando, en al. 
guna medida, lo que expresaron hace un momento los se- 
ñores senadores García Costa y Batlle— que el tema no 
se agota con esta referencia al inciso segundo del artículo 
19, que está excluyendo los actos jurisdiccionales, cual. 
quiera sea su naturaleza. Creo que esta frase puede dar 
lugar a ciertas dudas interpretativas. 


En la actividad parlamentaria —que conocemos con 
mayor profundidad— hay una serie de actos acerca de 
los cuales resulta difícil determinar si son de naturaleza 
legislativa, administrativa o jurisdiccional. 


Recuerdo un caso que vivimos en el Senado —lo trai- 
go a colación porque me viene a la memoria — respecto 
de un ex.integrante de este Cuerpo. Naturalmente, hay 
distintas formas de interpretar la naturaleza del acto por 
el cual un cuerpo parlamentario sanciona a uno de sus 
miembros. Ese acto, ¿es administrativo o jurisdiccional? 
No entro en el terreno de determinar si es un acto de GO. 
bierno y, menos aún, en el de si los actos de Gobierno, 
en caso de existir, son recurribles o no. Pero hay otros 
actos de la vida parlamentaria, como la aprobación del 
Presupuesto de cada una de las Cámaras. ¿Cuál es la na- 
turaleza de ese acto? 
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SEÑOR AGUIRRE. — Administrativa. 


SEÑOR RICALDONI -— Si tiene naturaleza admi. 
nistrativa, me pregunto si estamos de acuerdo con que al- 
guien, por vía del derecho de amparo, interfiera en la la. 
bor de una Cámara cuando ésta aprueba su presupuesto. 
Lo mismo puedo plantear para el caso del otorgamiento 
de una pensión graciable, para la concesión de una venia 
para un determinado nombramiento o para el otorgamiento 
de una venia de destitución; y así, sucesivamente, en lo 
que hace a una serie de actos que realiza el Parlamento 
y que no son leyes. 


Me pregunto si por este camino no estamos colocando 
en manos de los Jueces muchas de las tareas que son 
inherentes a la rutina diaria de ambas Cámaras y de la 
Asamblea General. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa advierte que ha 
finalizado el término de que disponía el señor senador 
García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — ¿Me permite, señor Pre- 
sidente? 


Quizás cometí un error, pero creo que no tengo otro 
sistema de trabajo. Los cuatro o cinco temas que quiero 
mencionar con respecto al artículo 1% los tengo que plan- 
tear en el único momento disponible; aún así tuve que 
conceder varias interrupciones, que finalmente resultaron 
muy útiles, 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 
SEÑOR BATLLE. — ¿Me permite, señor Presidente? 


Quiero consultar a la Mesa si puedo anotarme para 
hacer uso de la palabra sobre el artículo 1% a pesar de 
que ya intervine por vía de una interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Sí, señor senador, pero es. 
taba anotado en primer término el señor senador Aguirre. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Señor Presidente: de- 
searía se me concedieran unos minutos a efectos de re- 
dondear mi pensamiento sobre este artículo 19. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA, — Adelanto que no voy a 
conceder más interrupciones, a pesar de que ellas resul. 
taran tan útiles para establecer erlterios sobre temas tras. 
cendentes de este texto que tenemos a estudio. 


Voy a realizar una sugerencia que los miembros de 
la Comisión estimarán si resulta conveniente agregarla al 
artículo. 


En el artículo 1% se dice que cualquier persona podrá 
deducir la acción de amparo contra todo acto, omisión o 
hecho que en-forma actual o inminente, lesione, restrinja 
o altere cualquiera de los derechos y libertades recono. 
cidos por la Constitución. Creo que hay una cualidad -o 
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aspecto que es absolutamente necesario incluir en el texto; 
y no se trata, simplemente, de un sinónimo, Me reflero 
a la amenaza, que no es asimilable obviamente a una le- 
sión, una restricción, o a una alteración. No creo necesario 
explicitar en que medida una amenaza puede afectar 
derechos y libertades. 


En consecuencia, creo que a los términos “lesione, res- 
trinja y altere” debe agregarse la palabra “amenace”. Esa 
sería una de las propuestas que quiero formular, 


En otro aspecto. Mas adelanic el artículo 19 expresa: 
“cualquiera de los derechos y libertades reconocidos por 
la Constitución”. A pesar de que pueda resultar reiterati- 
vo, creo que debería decirse: “cualquiera de los derechos 
y libertades reconocidos implícita o explícitamente”, agre: 
zando luego entre paréntesis la referencia a los artículos 
“2 y 332 de la Constitución de la República. 


Comprendo que pueda aducirse que el establecer que 
se trata de los derechos y libertades reconocidos implicita 
o explícitamente por la Constitución, resulta reiterativo, 
teniendo en cuenta que esa es la intención de la ley, por 
lo que surge con claridad del informe. De todas maneras, 
en estos temas parece importante la mención, sobre todo, 
al artículo 72 de la Constitución, que expresa que la enu- 
meración de derechos, deberes y garantías hecha por la 
Carta Magna, no excluye los otros que son inherentes a 
la personalidad humana o se derivan de la forma repu- 
blicana de gobierno. 


Reitero que, a mi juicio, no estaría de más incluir es. 
ta referencia a efectos de evitar ulteriores dificultades en 
la aplicación de esta norma. Entiendo que en este Caso 
como en pocos, se aplica el adagio de lo que abunda, no 
daña. 


Aparte, pues, de los temas que mencioné en mi inter- 
vención anterior, esos son los dos puntos relativos al ar- 
tículo 1% en estudio que quería agregar. Por un lado la 
amenaza, como un elemento más que posibilita la acción 
de amparo —aparte de la lesión, restricción o alieración— 
y, por otro, la referencia, en cuanto a los derechos y li- 
bertades implicita o explícitamente por la Constitución de 
la República, haciendo la remisión entre paréntesis a los 
artículos 72 y 332 de ese texto. Soy consciente de que esto 
último resuita un abundamiento extremo, pero me parece 
que es realmente válido establecerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: me partcen 
muy útiles las dudas que han planteado el señor senador 
García Costa y algún otro integrante del Cuerpo. 


Ante todo, creo que hay que tener en cuenta que esta 
disposición del artículo 1%, si bien puede generar algunas 
dudas, constituye un enorme adelanto en el campo de la 
aplicación práctica de este medio de defensa de los de- 
rechos individuales y de las libertades públicas. Si puede 
plantear dudas este texto que vamos a aprobar, ¡imagíne- 
mos cuál no será la situación actual, en la que, en base 
a una elaboración doctrinaria y jurisprudencial y a una 
interpretación de la Constitución que comparto, se está 
utilizando un instrumento procesal para lograr la vigencia 
de esos derechos y su respeto por las autoridades estata- 
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les, en el marco de una total inexistencia de normast 
Quiere decir que todas estas dudas que podemos plantear 
ahora, en la práctica actual se ven multiplicadas de ma- 
nera muy acentuada. 


Por consiguiente, plenso que, antes que nada, debe- 
mos ser indulgentes con quienes proyectaron el texto, con 
el Poder Ejecutivo, con ia Cámara de Representantes 
—que lo mejoró— y con la Comisión de Constitución y 
Legislación del Senado que tiene la pretensión -——quizás 
ilusoria— de haberlo mejorado algo más y haberlo hecho 
-un poco más preciso. 


Me voy a referir ahora a las observaciones formula- 
das por el señor senador García Costa, comenzando, en 
orden inverso, por las dos últimas, porque me parecen 
más sencillas. 


Tratando de dar la mayor efectividad y amplitud al 
amparo, el señor senador García Costa expresa, con ra- 
zón, que cuando se definen o tipifican las conductas lesi- 
vas de los derechos que se quieren tutelar, se emplean los 
verbos “lesionar”, “restringir” y “alterar”, y no se habla 
de “amenazar”, que es una hipótesis evidentemente facti- 
ble de producirse en la práctica. Creo que, en puridad, ello 
no es así, porque previamente se habla de “forma actual 
o inminente”, es decir, actos, omisiones o hechos que en 
forma actual o inminente lesionen, restrinían o alteren 
los derechos y libertades reconocidos por la Constitución. 
Entonces, cuando la lesión es inminente es porque aún no 
se ha consumado; en realidad, se trata de una amenaza. 
Sin embargo, pienso que en este caso, lo que abunda no 
daña. Todo lo que signifique lograr una protección más 
clara y efectiva de los derechos que se quieren tutelar, 
no está de más. Por lo tanto, si los compañeros de la 
Comisión están de acuerdo, acepto la sugerencia del señor 
senador García Costa en el sentido de agregar la voz del 
verbo “amenazar” en el tiempo en que él la ha conjugado. 


En cuanto a los derechos y libertades reconocidos por 
la Constitución, tal como está redactada la norma, podría 
sostenerse que se trata de aquéllos que le Carta Magna 
enuncia en forma expresa y no los reconocidos implicita- 
mente de acuerdo con el famoso artículo 72, que fue in- 
corporado en 1918 por iniciativa del doctor Alfredo Vás- 
quez Acevedo y que el constitucionalista argentino, Artu- 
ro Enrique Sampay, llamaba la “regla de oro” de la Cons- 
titución uruguaya. 


Creo que el señor senador García Costa tiene razón; 
sería correcto establecer allí que se trata de los derechos 
y libertades reconocidos implícita o explícitamente por la 
Constitución, citando a continuación, entre paréntesis, los 
artículos 72 y 332 del texto constitucional. 


Las otras dos observaciones se refieren a temas más 
difíciles de resolver, De todos modos, en general, compar- 
to las aclaraciones que ha realizado el miembro infor- 
mante, señor senador Batalla. 


Pienso que el tema del Poder Judicial está claramen- 
te resuelto cuando se excluyen los actos jurisdiccionales. 
En la primera oración del artículo se habla de autorida- 
des estatales, sin excluir a ninguna. Por lo tanto, en fun- 
ción del principio hermenéutico según el cual cuando no 
distingue la norma, no puede distinguir el intérprete, el 
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Poder Judicial está comprendido en esta disposición, por 
ser una autoridad estatal, y sola están excluidos sus At- 
tos jurisdiccionales. ¿Por qué? Porque, naturalmente, el 
recurso de amparo no puede transformarse en una via 
procesal irregular o sustitutiva para impugnar las provi. 
dencias judiciales que, dentro de un proceso, no sean sus- 
ceptibles de impugnación, de acuerdo con los recursos exis. 
tentes en la legislación procesal.  - 


Como estas dudas pueden plantearse, creo que no ha. 
ce mal el señor senador García Costa al exponer su in- 
quietud sobre el alcance de lo que debe entenderse por 
“autoridades estatales”. 


Lo que en definitiva hace este artículo 1% es determi. 
nar el campo de la legitimación activa y de la legitima. 
ción pasiva en que Opera el recurso de amparo; es decir, 
quiénes pueden ser titulares de una acción de amparo y 
quiénes demandados. Cuando aqui hacemos referencia a 
los actos, omisiones o hechos de las autoridades estatales 
o paraestatales, estamos en el campo de la legitimación 
pasiva. 


Este problema no se plantea sólo en el Derecho uru- 
guayo; ha tenido que resolverse en todas las legislaciones 
que han establecido este medio de protección de los dere- 
chos individuales y de las libertades públicas. 


En España, este recurso existe desde la instauración 
del Tribunal Constitucional, en 1978. Los profesores José 
L. Cascajo Castro y Vicente Gimeno Sendra, que han €s- 
tudiado a fondo este problema respecto de la Constitu- 
ción española, en su obra “El recurso de amparo” tratan 
el problema del artículo 42, parágrafo segundo, de la le- 
gislación vigente en esta materia en aquel país. Ese ar- 
tículo establece que quienes están legitimados para inter- 
poner el recurso úe amparo pueden hacerlo “contra dis- 
posiciones, actos jurídicos o simple vía de hecho de los 
poderes públicos del Estado, las Comunidades Autónomas 
y demás entes públicos de carácter territorial, corporativo 
o institucional, así como de sus funcionarios o agentes”. 


Allí se trata el problema de qué se entiende por po- 
deres públicos; qué significa ese concepto. Estos dos auto- 
res dicen. “Por poderes públicos hay que entender los del 
Estado español. En consecuencia, quedan fuera del ámbito 
del amparo las lesiones que puedan producir a súbditos 
españoles poderes públicos extranjeros o supranacionales. 
Dentro del concepto de poder público hay que incluir, co- 
mo afirma la sentencia número “tal” de mayo del Tribu- 
nal Constitucional, a todos aquellos entes que ejercen un 
poder de imperio derivado de la soberanía del Estado y 
procedente, en consecuencia, a través de una mediación 
más o menos larga del propio pueblo. Son portadores, 
pues, de los poderes públicos, el Poder Ejecutivo, el Legis- 
lativo y.el Judicial, entendiéndose comprendido dentro 
de aquellos tantos los Poderes Ejecutivo y Legislativo del 
Estado Central como los de las Comunidades Autónomas.” 


Haciendo un paralelismo, podríamos decir que en 
nuestro Derecho positivo, en nuestro orden constitucional, 
también están comprendidos los actos de nuestros Gobier- 
nos Departamentales, tanto los de los Intendentes como 
los de las Juntas Departamentales, 


Es claro que los actos del Poder Judicial, cuando no 
tienen naturaleza jurisdiccional, están comprendidos. Aqui 
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caemos en el problema de qué se entiende por actos juris- 
diccionales, de los cuales no podemos dar una definición 
en el texto úel proyecto; además, es un concepto larga- 
mente elaborado en la doctrina. En principio, podemos 
decir que todas las sentencias, sean definitivas o interlo. 
cutorias, son actos jurisdiccionales, asi como todos los ac- 
tos que dictan los Jueces dentro de un proceso, es decir, 
aquellos de mero impulso procesal. Todo eso está excluido 
del campo de la aplicación del recurso de amparo. 


Entramos, ahora, en el problema de los actos de la 
Corte Electoral. Creo, a] igual que el señor senador Bata- 
la, que la Corte Electoral tiene una función jurisdiccio- 
nal atribuida por la propia Constitución de la República. 
Por lo tanto, al dejar fuera de la procedencia del recur. 
so de amparo los actos jurisdiccionales, también quedan 
excluidos aquellos actos que preocupan al señor senador 
García Costa. 


Hay que reconocer que en la actuación de la Corte 
Electoral existe una ancha zona gris, en la que es muy 
dificil determinar si se trata de actos jurisdiccionales O 
administrativos. Este problema también puede plantearse 
—como sucede en el Derecho positivo actual— a raiz de 
la ampliación de la competencia del Tribunal de lo Con- 
tencioso-Administrativo que se produjo en la Constitución 
de 1967 al incluir en su jurisdicción “todos los actos ad- 
ministrativos definitivos emanados de los demás órganos 
del Estado”, es decir, no sólo los de la Administración, que 
eran los que le competian originariamente, según la Car- 
ta de 1952. De modo que quedaron incluidos en la compe- 
tencia del Tribuna] de lo Contenzioso.Administrativo los 
actos administrativos de la Corte Electoral y, a veces, 
resulta muy dificil determinar si un acto dictado por di- 
cha Corte es jurisdiccional o administrativo. Porque ello 
es así, creo que aquí puede presentarse el riesgo que se- 
ñalaba el señor senador García Costa. 


No creo que, ante un acto de proclamación de un 
senador o de un representante nacional o del resultado 
de las elecciones, alguien interponga un recurso de ampa. 
ro, porque en ese caso cs muy claro que se trata de un 
acto de la Corte de naturaleza jurisdiccional, de una sen- 
tencia. Pero hay muchísimos otros casos en que puede 
discutirse si el acto es de una u otra naturaleza. 


En virtud de que no ha sido intención de los redac- 
tores del proyecto ni de la Comisión lo que quedó de. 
mostrado desde el momento en que lo presentó el Poder 
Ejecutivo hasta que lo aprobó la Cámara de Representan. 
tes, así como en esta última instancia en el Senado— 
interferir en ningún aspecto de la actuación de la Corte 
Electoral, la que es tan delicada y tan importante para el 
funcionamiento de nuestra democracia, con la interposi. 
ción del recurso de amparo —es decir, con un remedio 
que no es necesario para subsanar los errores que pueda 
cometer la Corte Electoral aun en los procedimientos y 
actos electorales— creo que hay que decir de manera 
clara y enfática que todos sus actos están excluidos del 
ámbito del recurso de amparo. 


Me parece que si establecemos eso claramente en 
el texto de la ley, nos vamos a curar en salud. No había 
pensado en ello, pero tiene razón el señor senador García 
Costa. No es imposible que, una vez sancionada la ley 
que consagra el recurso de amparo, algún ciudadano, agru- 
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pación política o candidato, se le ocurra que una decisión 
de la Corte o de una Junta Electoral lesiona sus dere- 
chos y entonces interponga un recurso de amparo, Tam- 


“poco es imposible que a algún Juez se le ocurra que tiene 


competencia. Por más que el artículo 2% es preciso en 
cuanto a delimitar el campo en que podrá operar el re. 
curso de amparo, en esta materia es mejor prevenir que 
curar. Pienso que nada perdemos y mucho ganamos si en 
el inciso segundo del artículo 1% agregamos, a renglón se- 
guido, lo siguiente: “Tampoco procederá la acción de am- 
paro contra los actos de la Corte Electoral, cualquiera sea 
su naturaleza”. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — ¿Me permite una in. 
terrupción, señor senador? 


SEÑOR AGUIRRE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — En su momento planteé 
la duda en cuanto al alcance que podía tener el concepto 
de acto jurisdiccional. La aclaración quedó pendiente, aun. 
que el señor senador Aguirre se refirió al tema dándole 
un alcance muy vasto, 


El señor senador daba por comprendidas en la ex. 
presión las sentencias definitivas, las interlocutorias y tam- 
bién toda otra disposición judicial adoptada por el magis- 
trado tendiente al impulso del proceso. Planteo mis dudas 
al respecto, porque si se considera que eso es acto juris. 
diccional, entonces, en la primera parte de este artículo 
no está incluido el Poder Judicial. Aparte de la actividad 
administrativa del Poder Judicial como Suprema Corte 
en relación a sus funcionarios, etcétera, ¿cuál es la hipó- 
tesis que se puede dar y qué mérito al amparo? 


Reparemos en esta hipótesis: en un litigio de divorcio, 
el Juez, sorprendentemente, ordena que se proceda a la 
entrega de los hijos menores a una de las partes. Tal 
medida es totalmente ajena al litigio, pero igualmente se 
dicta el auto correspondiente, se libra el oficio, este llega 
a manos de la parte, se entregan los menores, incluso si 
cabe con protección policial y luego puede producirse el 
hecho irrevocable de que los menores son llevados fuera 
del país. 


Ese Juez extralimitó sus facultades, lo que es evi. 
dente, ya que lo que se estaba discutiendo era un divor- 
cio, pero poco puede hacerse para remediar el daño cau. 
sado. Lo que estamos tratando por esta ley es, precisa. 
mente, la posibilidad de detener esas extralimitaciones de 
facultades. 


Sin embargo, esa actividad errónea del magistrado 
puede reputarse meramente un impulso del proceso y por 
tanto en la definición amplia de actividad jurisdiccional 
quedaría comprendida la excepción del inciso segundo de 
este artículo 1% 


No es del caso ejemplificar con todas las hipótesis que 
se pueden dar en el Derecho Penal, en el que lo planteado 
es mucho más delicado ya que está en juego la libertad 
de las personas. 


SCS. 


Un concepto tan amplio como el que señalaba el se- 
ñor senador Aguirre, por lo menos debería lleyarnos a un 
análisis un poco más cuidadoso, porque en ese criterio, 
acto jurisdiccional sería prácticamente toda actividad del 
Juez en todo proceso, de cualquier tipo que fuere, y pien- 
so que debe haber acción de amparo contra algunas de 
esas actitudes. Por supuesto, en el propio proyecto están 
contenidas todas las condicionantes: el peligro inminente, 
que no haya posibilidad de corregirlo, que no existan otras 
vías procesales aptas, etcétera. Por lo tanto, no se debe 
pensar que las hipótesis se van a producir con mucha fa- 
cilidad porque hay varios elementos que hacen imposible 
una utilización recurrida; y por ello mismo estimo que de- 
bemos analizar cuidadosamente si damos un alcance tan 
vasto al concepto de acto jurisdiccional. 


De todas maneras, si es una expresión de alcance du- 
doso, y si se está de acuerdo en que acción jurisdicciona! 
es de compleja definición, quizás sea bueno optar por una 
—no importa cuál— definición que precise el concepto y 
establecerla en el proyecto, quedando así clarificado el 
punto. De esa forma evitamos que después se hagan in- 
“terpretaciones diversas sobre un tema que puede afectar 
en mucho la aplicación de la acción de amparo y, por 
consiguiente, a la defensa de los derechos que estamos 
tratando de hacer. 


Muchas gracias, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en el uso de la 
palabra el señor senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pienso que la intención de la 
Comisión fue impedir que el recurso de amparo se trans- 
formara en un pretexto para interferir en la normal rea- 
lización y desarrollo de los procesos ante las sedes judicia- 
les. En principio, ese recurso es un medio de impedir que 
la Administración, que es la que normalmente se excede 
en sus facultades —al margen de los gobiernos de que se 
trate, aquí y en todas partes del mundo— pueda lesionar 
los derechos de los particulares. 


Considero que es mucho más riesgoso —y esta es una 
opinión personal— permitir que el recurso de amparo pro- 
ceda contra providencias dictadas por los Jueces durante 
los procesos, que permitir que algún acto excepcionalmente 
arbitrario de un Juez, con motivo del desarrollo de un 
proceso, no sea pasible del recurso de amparo. 


La situación actual es que si un Juez comete una ar- 
bibrariedad no existe el recurso de amparo; habrá un re- 
curso de apelación, previamente uno de reposición, u otra 
medida procesal por uno de los medios de impugnación 
previstos por el Código de Procedimiento Civil. Creo que 
eso es, lo que normalmente se puede hacer cuando un 
Juez se exceda en sus facultades. 


Si el concepto de acto jurisdiccional resulta poco pre- 
ciso, creo que podríamos decir que la acción de amparo no 
procederá en ningún caso contra los actos jurisdicciona- 
les ni contra los actos procesales, si así se les quiere lla- 
mar. Pero rcitero que me parece mucho más riesgoso 
permitir que funcione el recurso de amparo contra actos 
dictados por los Jueces durante la sustanciación de un 
proceso, que el riesgo eventual —que ha existido siempre 
en este país, desde que la Nación es tal— de que un Juez 
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se exceda en sus facultades durante la sustanciación de 
un proceso. 


Nada más, señor Presidente. 
SEÑOR BATLLE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATLLE. — Señor Presidente: no he partici. 
pado en el estudio de este proyecto porque, como se sabe, 
no soy miembro de la Comisión de Constitución y Legis- 
lación y, además -—aunque parecería un contrasentido-— 
porque también es notorio que no es un tema de mi es- 
pecialidad. Asimismo, como en este Cuerpo hay muy bue- 
nos expertos en asuntos de carácter jurídico, cuando se 
tratan estos temas me descanso en ellos, máxime cuando 
se consideran aspectos relacionados al carácter procesal 
debido a que nuestro Presidente es el máximo experto en 
el Senado. 


De todas maneras, deseo formular dos o tres refle- 
xiones sobre este tema, que van dirigidas a acompañar las 
que realizó el señor senador García Costa, algunas de las 
cules han sido aceptadas de pleno por la Comisión y otras 
puestas en duda por algunos de sus miembros. Deseo re- 
ferirme a las cuestiones de carácter jurisdiccional o a las 
de carácter meramente procesal cuando ellas determinan 
movimientos, alteraciones, creación de situaciones o cir- 
eunstancias que producen efectos que puedan estar com. 
prendidos en el articulo 1%, por las disposiciones y los ac- 
tos judiciales correspondientes, 


A propósito de este artículo 19, el señor senador Ri- 
caldoni manifestaba recién que en la legislación urugua- 
ya no existían antecedentes de este Instituto sobre el que 
vamos a legislar ahora. Por ello, debido a que no se sabía 
Cuál sería su efecto cuando entrara en funcionamiento, 
convenía ser cautelosos en cuanto al ámbito de su apli. 
cación, y que en vez de operar en una forma Irrestricta 
con las limitaciones del artículo 19 quizás fuera más con- 
veniente que actuara de la manera inversa, o sea, en for- 
ma más limitada para luego extenderlo, con el correr del 
tiempo y con la debida reglamentación, luego de apre- 
ciar cómo funciona este Instituto. 


Tengo alguna experiencia y conocimientos sobre có- 
mo funciona esto en la legislación y en el sistema jurí- 
dico argentino. El derecho de amparo —que me parece que 
en la Argentina se llama la resolución de no innovar por 
parte de los Jueces— es utilizado de tal forma por los 
abogados, en aquellas áreas que tienen que ver con reso- 
Iuciones administrativas o con cuestiones privadas, que se 
transforma en un instrumento y un mecanismo que pa- 
raliza, prácticamente, la acción de la Justicia, 


Sin duda alguna, considero que se deben establecer 
determinadas limitaciones. Una de ellas puede ser la que 
sugirió el señor senador García Costa, en el sentido de 
establecer con más precisión los límites referidos a la na- 
turaleza de los derechos y libertades que se pretenden 
amparar, y otra, la que mencionó el señor senador Rical- 
doni. Sin embargo, me parece que no estamos analizando 
cuidadosamente cuáles pueden ser las repercusiones prác- 
ticas que van a incidir en el funcionamiento de este re. 
curso en la multiplicidad de cuestiones administrativas 
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que se pueden plantear, o imelusive entre particulares, que 
van a ser objeto de la interposición de recursos de esta 
naturaleza. 


El señor senador Aguirre ha expresado que se trata 
de proteger a los particulares de la Administración. Si hay 
algo que existe en este país es que los particulares están 
protegidos de la Administracion; en todo caso, habría que 
proteger a la Administración de los particulares, que es- 
tán permanentemente, por una y mil vías, apelando con- 
tra todo acto y recurso emanado de la Administración o 
interponiendo acciones. Todo eso conlleva a que la Ad- 
ministración de este país, sobre todo el Tribunal de Cuen- 
tas, viva dentro de un corsé que la paraliza, por más 
que alguien se empeñe en hacer algo. Eso la lleva a un 
grado de inmovilidad que prácticamente hace que tenga 
una paralización total y que esté inmersa dentro de un 
congelador. 


Si aprobamos este artículo 19% no sólo se va a ampa. 
rar la imaginación de los curiales, que a través de los 
años encontraron una vía frondosa para evitar ejecucio- 
nes y otras formas de acciones y tendieron a proteger los 
derechos de los acreedores, sino que también se va a 
abrir un camino que va a llevar a que se interpongan todo 
tipo de acciones y de recursos para paralizar a la Justi- 
cia, tanto en las cuestiones en que está actuando la Ad- 
ministración estatal como en aquellas en que están ac- 
tuando las partes. 


Me parece que con esto no aseguramos los derechos 
que pretendemos proteger. No creo que en el Uruguay 
esos derechos estén tan desprotegidos que merezcan una 
acción excepcional. A la luz de lo que sucede en la Repú- 
blica en esta materia, no veo la necesidad o la' urgencia 
de sancionar un ínstituto de esta naturaleza y menos con 
la amplitud con que se le insorpora de acuerdo al ar- 
tículo 1% Creo que la limitación que proponía el señor 
senador Ricaldoni y las aclaraciones formuladas por el 
señor senador García Costa que fueron aceptadas por la 
Comisión, nos habilitan a ir incorporando este imstituto 
al régimen vigente a fin de ver cómo funciona y cuáles 
son sus consecuencias. 


Redactamos una ley creando una nueva situación, 
prácticamente sin límites —aunque el artículo 19 parece 
quererlo expresar— y vamos a dar lugar a lo que sucede 
en otras legislaciones en las que esto ya existe y está 
en funcionamiento —como ocurre, por ejemplo, con la le- 
gislación argentina— y en donde lo que se obtiene como 
beneficio de esta acción que ampara no es la protección 
a los desamparados en lo que respecta a la violación de 
los derechos y libertades esenciales, sino solamente un 
mecanismo lateral, una especie de burla de lo jurídico, 


interponiendo una y otra vez recursos para evitar el fun- 


cionamiento adecuado y ágil de la justicia. 


Sin perjuicio, pues, de haber votado en general este 
proyecto, pienso que sería más adecuado a la naturaleza 
del mismo, a la experienca que no tenemos y a lo que 
Observamos en los lugares en que se aplica, considerar el 
tema desde otro punto de vista, no creyendo que toda 
acción de amparo es posible ante toda otra acción sino al 
revés. Es decir, debemos darle un marco limitado para ver 
cómo funciona y luego decidir si lo ampliamos o lo co- 
rregimos, Luego de establecerlo, será muy difícil remover 
la situación, porque se creará una serie de intereses en 
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virtud de los cuales luego se reclamará y protestará por 
el mantenimiento de cosas que se dictaron en un sentido 
y terminaron siendo utilizadas con el opuesto. Esto ya ha 
ocurrido en el ámbito penal, en que el legislador propició 
la sanción de determinado instituto legal con un propósi- 
to totalmente distinto a aquél con que finalmente fue 
utilizado. : 


SEÑOR GARCIA COSTA. — ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR BATLLE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. --—- Señor Presidente: mu- 
chas de las consideraciones que ha formulado el señor 
senador Batlle, son singularmente oportunas; no obstan- 
te, creo que debemos mirar el instituto, cuya reglamenta. 
ción estamos procurando, sobre la base de que el mismo 
ya está vigente en nuestro Derecho Positivo. Este proyec- 
to de ley intenta reglamentarlo. El señor senador Batalla, 
como miembro informante, ya lo había dicho y, también, 
lo expresa el informe de la Comisión y el Mensaje del 
Poder Ejecutivo, pero considero que no es ocioso repetirlo. 
Aun cuando no haya una ley que reglamente la acción de 
amparo, ésta existe en todo su alcance, aunque cierta. 
mente su aplicación es mucho más compleja. Frente a 
esta circunstancia, que ya ha sido aceptada por todos 
nuestros organismos jurisdiccionales y se aplica sin héesi- 
tar —sin duda ya se ha abierto camino— y a pesar de 
todas las dificultades, dudas y problemas que podamos 
tener para llegar al me or texte posible, creo que debemos 
reglamentar ese instituto, que ya existe en una forma 
“salvaje” —dicho entre comillas— sin una fórmula pro- 
cesal que lo identifique, que lo habilite o que le ponga 
límites, porque, de lo contrario, puede adoptar una fór- 
mula más peligrosa, que, precisamente, quedaría conteni- 
da por este proyecto de ley. 


Termino planteando una reflexión. Hasta ahora no 
se ha dado la posición inversa, porque la acción de am. 
paro, que ya está abierta para todos los ciudadanos, se 
solicita muy poco; sin embargo, podía comenzar a utili. 
zarse en gran cantidad y no estando reglado podría usar- 
se, quizás más que nunca, para los fines espúreos que al- 
gunas personas pueden tener en mente, y que, tal como 
lo señalaba el señor senador Batlle, sería contraprodu. 
cente para el ejercicio correcto de la propia acción. Creo 
que corremos ese peligro si no reglamentamos la acción 
de amparo. 


Queria formular esta reflexión a fin de ayudar a la 
dilucidación de hasta dónde podemos llegar y porqué de- 
bemos hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Batlle. 


SEÑOR BATLLE. — Termino mis palabras señalando 
que lo que acaba de manifestar el señor senador Garcia 
Costa —más ilustrado y conocedor que yo en lo que res- 
pecta a estos temas— ratifica mis preocupaciones. Legis- 
lamos con una voluntad y una vocación ideal y la rea- 
lidad y la práctica hacen que esos instrumentos muchas 
veces no se usen con el propósito deseado. Este camino 


346—C.S. 


facilita ía chicana, más que proteger eventuales situacio- 
nes de derechos y libertades esenciales que, aparentemen- 
te, necesitan con urgencia ser amparados. Esta situación 
en realidad no se da. Por lo tanto, pregunto si la Comi- 
sión no está en condiciones de rever el texto, partiendo 
de un enfoque distinto de aquél en que se basa el arti- 
culado, a fin de llegar a establecer el área primera en 
que el mismo se va a mover y en que estas disposiciones 
serán aplicadas, para evitar todo otro uso de una norma 
que, queriendo proteger, puede desproteger. 


En la vecina orilla, por ejemplo, este instituto se ha 
transformado en un instrumento de uso, aún sabiendo 
que no será de recibo del juez ante el que se plantea. Se 
utiliza como un mecanismo para crear una instancia per- 
manente de interrupción o suspensión del procedimiento. 
Fuera del ámbito jurisdiccional también se usa en situa- 
ciones que pueden ser consideradas de violación o que 
ameritan la posibilidad de recurrir a esta acción instau- 
rada por el artículo 1%. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR BATLLE. -— Con mucho gusto le concederia 
la interrupción, pero realmente no sé si aún tengo tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El señor senador aún está 
dentro del término reglamentario. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — El que ya no tiene tiem- 
po es quien habia. 


SEÑOR BATLLE. — Por eso le concedo las interrup- 
ciones, en este acuerdo jurídico que tenemos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Señor Presidente: ten- 
go presente que el Reglamento no puede contemplar cir- 
cunstancias especiales y es por eso que recurro a la ge- 
nerosidad del señor senador Batlle para que me permita 
esta interrupción, ya que, reitero, no me queda del mar- 
gen de tiempo que me acuerda el Reglamento. 


Este punto no guarda relación con las palabras del 
señor senador, pero deseo volver a un aspecto que había 
mencionado el señor senador Aguirre y que motivó al. 
guna intervención de quien habla. Me refiero al inciso 2% 
de este artículo que establece: “La acción de amparo no 
procederá en ningún caso contra los actos jurisdiccionales” 
y se planteaba el alcance de la expresión. Tengo delante 
el diccionario titulado “Vocabulario Jurídico”, redactado 
bajo la dirección del profesor Flenri Capitant y por co- 
laboradores de la más alta alcurnia de jurisconsultos fran- 
ceses, Se define en el mismo el concepto de “acto juris.- 
diccional”. 


La definición en cuestión es más restringida en cuanto 
a que como se verá, no alcanza a los meros actos de im- 
pulso procesal que el Juez pronuncia en los juicios, sino 
a alguna definición más vasta, más omnicomprensiva, que 
se ha hecho en Sala. 


Me voy a permitir pues leer la definición gue se 
contiene en este documento que tengo adelante. 
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“Acto jurisdiccional. El acto jurisdiccional se define 
“por la reunión de los tres caracteres siguientes: uno, por 
“su contenido. El acto jurisdiccional es la solución defi 
*“nitiva, salvo los recursos legalmente establecidos, de un 
“proceso por aplicación de las reglas del Derecho y de la 
“equidad. El carácter definitivo del acto jurisdiccional lle- 
“ya el nombre de la autoridad de cosa juzgada. En cuan. 
“to a la palabra proceso que contiene la definición, los 
“autores de Derecho Privado la entienden diferente que 
“la de los de Derecho Público. 


“Segundo carácter que define el acto jurisdiccional 
“por su autor. El acto jurisdiccional es la obra de un 
“agente independiente, es decir, que goza de garantías que 
“aseguran su imparcialidad, la más característica de las 
“cuales es la inamovilidad, pasivo, es decir que no puede 
“intervenir de oficio y obligado a resolver. 


“Tercer carácter del acto jurisdiccional por su proce. 
“dimiento. El acto jurisdiccional es el que se dicta des. 
“pués de un debate en el curso del cual son expuestas y 
“defendidas las posibles soluciones del asunto”. 


Como se podrá apreciar, señor Presidente, en esta 
definición —que ciertamente debe ser una de las múlti. 
ples que se pueden utilizar— no se considerariían como 
acto jurisdiccional todos los que son producto de la ac- 
tividad de los jueces, incluyendo los de impulso del pro- 
ceso, sino que para serlo tendrian que tener los tres ca. 
racteres, sobre todo el primero, que es la sentencia sea 
interlocutoria, sea definitiva. 


Señalo, además, que la definición amplia del acto 
jurisdiccional significaria contradicción entre el primer 
inciso, en el que establecimos que podría ser objeto de 
acción de amparo las decisiones de los jueces, y este se- 
gundo, que si tiene este vasto alcance, no dejar ninguna 
decisión judicial sujeta a amparo, puesto que toda la ac. 
tividad de los jueces estaría comprendida en la acción. 


SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI, — Señor Presidente: confieso 
que me estoy entrando a preocupar y creo aque la misma 
sensación le está sucediendo a algunos otros señores se- 
nadores. 


Repito que creo en la necesidad de legislar sobre este 
recurso o juicio de amparo. No tengo claro cuál es la 
tesis a la que está afiliado el proyecto, si es al amparo 
como recurso o como juicio, pero no es lo que me inte. 
resa en este momento, : 


Lo que sí quiero señalar en este momento es lo que 
manifesté hace un rato cuando el señor senador García 
Costa tuvo la amabilidad de concederme una interrupción. 


Hay una serie de actos cuya naturaleza, con un cri. 
terio lato, puede tener índole jurisdiccional aun cuando 
no emane del Poder Judicial o del Tribunal de lo Conten. 
cioso Administrativo. Señalaba lo que tiene que ver con 
medidas disciplinarias que tome cualquiera de las Cáma- 
ras respecto de sus integrantes. Y agrego otra, señor Pre. 


8 de Junio de 1988 


sidente: el pronunciamiento del Parlamento sobre un jui. 
cio político ¿tiene o no naturaleza jurisdiccional? 


SEÑOR AGUIRRE. — Tiene naturaleza jurisdiccional, 
señor senador. 


SEÑOR RICALDONI. — El señor senador Aguirre me 
dice que la tiene, pero admita que vista la falta de de- 
finición concreta del texto, puede sostenerse —como sue. 
le suceder— una tesis opuesta. 


Por ejemplo, la destitución de un Director equis de 
un Ente Autónomo, que forma parte de las competencias 
parlamentarias ¿es o no un acto jurisdiccional? Hay otras 
actos, señor Presidente, emanados del Poder Legislativo, 
que, seguramente, para todos nosotros no tienen natura- 
leza jurisdiccional. En el sistema institucional del país, 
en la relación armoniosa de poderes, estos actos del Po- 
der Legislativo que no son de índole legislativa ni de na. 
turaleza jurisdiccional, pero, quizá, sean de naturaleza 
administrativa -—y repito los ejemplos que citaba— como 
el otorgamiento de una pensión graciabie, otorgamiento 
o denegatoria de una venia, aprobación del presupuesto 
de cualquiera de las Cámaras, designación de Presidente 
y vicepresidentes de la Cámara de Representantes, desig- 
nación de Vicepresidentes del Senado, nombramiento de 
integrantes de las Comisiones de cualquiera de las Cá. 
maras, ¿qué cosa son? 


Teóricamente es posible admitir que todos ellos den 
lugar al recurso de amparo; pero si ésa no es la intención 
—como estoy seguro que no es la de los autores del pro- 
yecto— ¿no convendria establecer una fórmula que en 
lugar de tratar de no definir determinadas situaciones O 
en vez de hacerlo a través de formulaciones teóricas di. 
jera expresameste que no están incluidos —como acep- 
taba el señor senador Aguirre respecto a la Corte Electo- 
ral— en el recurso de amparo ninguno de los actos rela- 
cionados con la actividad del Parlamento? Expreso esto 
a los efectos de que quede claro que todo lo que se haga 
dentro del Parlamento no va a estar sujeto a la compe- 
tencia del Juez Letrado, como establece el artículo 3%. 
Pongo este ejemplo —y seguramente hay otros— porque 
somos legisladores y me parece que debemos tener el cui- 
dado suficiente como para delimitar con toda precisión 
cuáles son aquellos casos en los que queremos que esté 
franqueada la posibilidad de iniciar o interponer un jui. 
cio de amparo. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR RICALDONI. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE, -—— Puede interrumpir el se. 
ñor senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Le solicité la interrupción al 
señor senador Ricaldoni al solo efecto de aclarar por qué 
sostuve de modo categórico que cuando el Senado decide 
un juicio político ejerce función jurisdiccional. Elío es así 
por la elemental razón de que la terminología usada por 
la Constitución de la República es inequívoca. Su articu- 
lo 102 establece: “A la Cámara de Senadores corresponde 
abrir juicio público a los acusados por la Cámara de Re- 
presentantes o a la Junta Departamental, en su caso, y 
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pronunciar sentencia al solo efecto de separarlos de sus 
cargos, por dos tercios de votos del total de sus componen. 
tes”. Si la Constitución dice que dictamos sentencia y 
abrimos juicio público, no podemos manifestar que es un 
acto administrativo, porque para algo existe la Carta 
Fundamental. Cuando ella se expresa en términos juríidi.- 
cos de connotación inequívoca, no podemos tener dudas. 


También dije, de manera categórica, que la destitu. 
ción de un Director de un Ente Autónomo, que no la dis- 
pone el Senado sino el Poder Ejecutivo, es un acto de 
naturaleza administrativa, como lo son todas las destitu. 
ciones, que son actos administrativos típicos. 


En la exposición que está haciendo el señor senador 
Ricaldoni —como en la que anteriormente efectuó el se. 
fñor senador Batlle— advierto una suerte de temor ante 
algo que parecería que hemos estado pergeñando en al. 
gún lado del Parlamento para maniatar a la administra. 
ción o a nosotros mismos —al Poder Legislativo— y que- 
dar así sujetos a una paralización de actividades, porque 
van a llover los recursos de amparo. Ante ello, cabe se. 
ñalar, primero -—como decía el señor senador García Cos. 
ta— que el recurso de amparo es un derecho de los que 
implícitamente están reconocidos en la Constitución de 
la República, en su artículo 72, y todos los tribunales de 
la República admiten su procedencia. Lo que ahora ocu- 
rre en la práctica es que cualquiera puede interponer un 
recurso de amparo por cierta causa y ante determinada 
autoridad judicial. Si se admite o no, depende del criterio 
del Juez. Con esta ley lo que queremos es establecer lí- 
mites al criterio del Juez y decir cuándo procede o No, 


En segundo lugar, ésta no ha sido una iniciativa de 
la Cámara de Senadores ni de la de Representantes, sino 
del Poder Ejecutivo. Si se considera que este proyecto 
de ley puede crear dificultades al buen funcionamiento 
de la Administración, aclaro que esto no ha de ser así, 
porque fue el propio Poder Ejecutivo quien remitió al 
Parlamento el 19 de marzo de 1985 este proyecto, con las 
firmas de los señores Julio María Sanguinetti, Jorge San- 
guinetti, Carlos Manini Ríos, Carlos Pirán, Hugo Fernán- 
dez Faingold, Ricardo Zerbino, Enrique Iglesias, Roberto 
Vázquez Platero, Raúl Ugarte, Juan Vicente Chiarino y 
la señora Adcia Reta, quienes según parece, no advirtic. 
ron los riesgos que aquí se están señalando. 


El hecho es que nos remitieron un proyecto de ley, 
cuyo articulo 1% era mucho más amplio que el que esta- 
mos considerando ahora. En el seno de la Comisión de 
Constitución y Legislación, sus integrantes pensamos que 
había que deslindar ciertas situaciones puesto que el texto 
no podía tener la generalidad que le había dado el Po. 
der Ejecutivo. Este decía: “Cualquier persona pública o 
privada podrá deducir la acción de amparo contra todo 
acto u omisión de las autoridades o de particulares”, y 
seguia con la misma redacción que el actual artículo 
que estamos considerando. 


Es decir, que cualquier acto tu omisión de las autori- 
dades —y esto implica a todo órgano del Estado— era 
susceptible de la acción de amparo. Por lo tanto, allí no 
estaban excluidos ni los actos jurisdiccionales mi los del 
Poder Legislativo, mi los de mero impulso procesal que 
dictan los jueces. Tampoco quedaban excluidos los actos 
de la Corte Electoral, ni aquellos. sobre los cuales aqui 
se ha expresado preocupación. 
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Entonces, si bien lo que piensa el Poder Ejecutivo, no 
nos inhibe de corregir un proyecto de ley, pienso que no 
debemos ser más realistas que el rey porque, en definitiva, 
fue el Poder Ejecutivo quien nos remitió este proyecto 
con una amplitud enorme, la cual acabamos de explicar. 


Pienso que, con prudencia, hemos excluido a los ac. 
tos jurisdiccionales. Si existen dudas con respecto a estos 
actos, entonces digamos que aquellos que se pronuncian 
dentro de los procesos, o sea, los de mero impulso proce- 
sal, también están comprendidos. 


En cuanto a los actos que corresponden al Poder Le- 
gislativo, creo que no podemos alarmarnos ante el hecho 
de que se pueda interponer un recurso de amparo contra 
un acto de dicho Poder que no sea una ley. Me pregunto 
por qué un funcionario de este Poder, o cualquier persona 
que se considere lesionada por algún acto suyo, no va a 
poder interponer un recurso de amparo. Si mañana se nos 
ocurre destituir en forma arbitraria a un funcionario, sin 
brindarle ninguna de las garantías que establecen las 
normas del debido proceso, sin respetar lo que establece 
el artículo 66 de la Constitución, sin instruirle sumario, 
o sea que lo expulsamos de esta Casa sin que tenga de. 
recho a cobrar su sueldo, ¿por qué este funcionario no 
puede interponer un recurso de amparo? ¿Porque se trata 
de un acto emanado del Poder Legislativo? 'Todos sabe- 
mos que los actos administrativos de dicho Poder son 
impugnables ante el Tribunal de lo Contencioso, al igual 
que cualquier acto de otra autoridad administrativa del 
país. Entonces, si los actos emanados del Poder Ejecutivo 
y los del Poder Judicial yan a ser susceptibles del recurso 
de amparo, no veo por qué razón, cuando se trate de ac. 
tos del Poder Legislativo, tenga que existir una especie 
de “coronita”, de fuero especial, por el cual los excluiría. 
mos de este mecanismo de defensa de todos los derechos 
individuales. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Ricaldoni. 


SEÑOR BATLLE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR RICALDONI. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 


SEÑOR BATLLE. —- En ningún momento he creído 
que los integrantes de la Comisión se hayan reunido para 
pergeñar algo contra la Administración; tampoco me veo 
obligado a tomar una posición en determinado sentido por 
tratarse de un proyecto remitido por el Poder Ejecutivo 
y sancionado por la Cámara de Representantes. Simple. 
mente estoy tratando de recoger no solamente las opinio- 
nes que comparto, en términos generales, vertidas por los 
señores senadores García Costa y Ricaldoni, sino que de- 
seo manifestar lo que sé que ocurre con esta legislación 
en países donde existe este instituto y, fundamentalmente, 
cómo se utiliza. 


En nuestro país, afortunadamente, esas arbitrarieda.- 
des mencionadas no ocurren, sin tener la necesidad de 
que exista una ley que lo reglamente. 
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En consecuencia, en ningún momento pensé que el 
texto propuesto por la Comisión estableciera algo contra 
la Administración o en perjuicio de los ciudadanos. Creo 
que no solamente debemos considerar los asuntos perti 
nentes a particulares con la Administración, sino también 
los que éstos tengan con otros particulares. 


Me gustaría saber si se ha tenido en cuenta la me- 
cánica y la forma en que este instituto se utiliza en las 
legislaciones vigentes —fundamentalmente en la vecina 
orllla— y si vamos a reglamentar una disposición que 
hoy está en condiciones de ser utilizada por cualquier 
persona que reclame. Pienso que sería mejor comenzar 
por un ámbito restrictivo y no en uno tan amplio y ge- 
neralizado. 


Aunque parezca un asunto de poca importancia, es 
suficiente para que estemos discutiendo el artículo 1%, 
en forma prolongada. Sin duda, hay personas que cono. 
cen más que yo sobre este tema, que inclusive ha deter. 
minado que el señor senador Aguirre, en nombre de la 
Comisión, haya aceptado alguna de las sugerencias €x- 
puestas por el señor senador García Costa, que segura. 
mente comparte el señor senador Batalla. Así lo ha ma: 
nifestado en forma indirecta el señor senador Aguirre 
que aunque arguye como miembro informante, todavía 
dlo conocemos bien si está de acuerdo con alguna de las 
posiciones planteadas. 


Lo que intento explicar es que este instituto se uti 
liza cn otros paises con un sentido distinto al que nosotros 
le queremos dar. Me pregunto si vamos a proteger o no 
al país ante esta situación. ¿Vamos a instrumentar algún 
mecanismo de defensa frente a una situación que real. 
mente no existe en el país? ¿No estaremos tratando de 
protegernos de algo que quizás tenga una consecuencia 
distinta a la situación ideal que queremos salvaguardar? 
Además, pienso que no existe tal desprotección, porque 
si fuera así, aunque no tuviera el derecho a una recla- 
mación, de todas formas las habrían a fin de apelar al 
recurso existente. 


Esta es la única preocupación que hemos tenido, se. 
ñor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Ricaldoni, 


SEÑOR RICALDONI. — Luego realizaré algún co- 
mentario sobre las expresiones del señor senador Aguirre. 


Pienso que no se trata de traer a colación ejemplos 
fantasiosos pero, con respecto a este artículo 1%, ¿incluye 
la posibilidad de que un Ministro, cesado por el Poder 
Ejecutivo, interponga el recurso de amparo? ¿O puede ocu= 
rrir que alguien considere que tiene el derecho de plan- 
tear sus expectativas ante un juzgado determinado? De- 
jemos de lado lo relacionado con las potestades de los po- 
deres Legislativo y Ejecutivo y pensemos qué sucede con 
el caso de un enfermo infecto contagioso que debe ser 
aislado de la sociedad por el peligro que significa la pro- 
pagación de su infección, ¿Se interpone allí un recurso 
de amparo para que no sea llevado a un centro asistencial 
aislado de la sociedad, si ocurre que éste se niega a ser 
sometido a una intervención quirúrgica? 
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Considero que esto debe tener una solución pero, és. 
tas no están delineadas en el proyecto presentado. 


Por otra parte, es cierto que el recurso de amparo 
tiene —como bien lo expresaba el señor senador García 
Costa-— recepción, conforme a lo establecido por parte de 
la jurisprudencia del Tribunal de lo Contencioso Admi. 
nistrativo. 


En este momento, estamos por aprobar —espero que 
sin modificaciones por parte de la Cámara de Represen. 
tantes o con los eventuales cambios que motivaron su 
devolución al Senado— un nuevo Código de Procedimiento 
Civil que apunta, esencialmente, a agilizar la administra- 
ción de justicia. 


¿No le estamos creando potencialmente a esa propia 
administración de justicia una vocación por entender en 
una cantidad de asuntos que, en estos momentos, no es 
realmente aconsejable que así suceda? 


Por otra parte, señor Presidente -——aunque eso viene 
dispuesto en el artículo 32— se atribuye la competencia 
al Juzgado Letrado de Primera Instancia de la materia 
que corresponda. Y todavía más, porque agrega: “y del 
lugar en que el acto produzca sus efectos”. 


Creo que va a crear problemas de competencia en 
los cuales, o bien se podrá reclamar competencia simul- 
táneamente por más de un juez o, por el contrario, podrá 
producirse el rechazo de esa competencia también por más 
de un juez. 


Pregunto si un acto del Poder Ejecutivo, o del Poder 
Legislativo o de algunos otros órganos jurisdiccionales van 
a quedar en manos de Jueces Letrados de Primera Ins. 
tancia. De ser así puede estar afectando la autonomía de 
estos Poderes porque, en definitiva, cualquier Juez Le- 
trado de Primera Instancia puede bloquear el funciona. 
miento de alguno de estos Poderes del Estado incluso, de 
la Corte Electoral. 


Entiendo que debería agregarse una norma en la que 
se dijera -——como en algunas otras legislaciones— que el 
derecho de amparo no puede recibir acogida por parte 
del Tribunal correspondiente cuando la adopción de una 
determinada medida, a consecuencia de su ejercicio, apa. 
reje un daño maycr que el hecho de no intervenir en esa 
materia, puesto que frente al interés particular —por más 
respetable que sea— pueden existir intereses generales de 
una mayor relevancia jurídica. 


Hace un rato el señor senador Batlle planteaba la 
posibilidad de que repensáramos los alcances de este ar- 
tículo 1% y creo que los argumentos son aplicables, tam- 
bién, para el artículo 2? y, quizás, para el 3% 


Termino, señor Presidente, diciendo que quisiera sa. 
ber el parecer de los miembros de la Comisión que han 
trabajado en este proyecto en cuanto a la posibilidad de 
que estos tres primeros artículos vuelvan a su seno, por- 
que entiendo que son ellos los que contienen la sustancia 
y la parte fundamental de la iniciativa, para que se ten. 
gan en cuenta las preocupaciones y objeciones planteadas 
en Sala. 


Nada más, señor Presidente. 
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SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. — Tengo que rectificarme de un 
concepto emitido en la sesión anterior en el sentido de 
que este proyecto no iba a dar lugar a discusión y que 
en pocos minutos se aprobaría. Evidentemente, el mundo 
está empedrado de buenas intenciones y, en esta oportu- 
nidad, me equivoqué. y 


Detrás del recurso o de la acción de amparo lo que 
en realidad existen, son distintas concepciones de la de- 
mocracia. Esto es clarísimo y lo que busca este proyecto 
es, simplemente, hacer respetar un orden jurídico, lo que 
significa una garantía contra la arbitrariedad. Eso po. 
drá funcionar a favor o en contra de la administración y 
contra un administrado o en su favor. 


Digo, también, con absoluta precisión que en todo 
este proceso me importa rescatar al individuo. 


Sebastián Soler, insospechado de coincidir con nuestra 
concepción filosófica en un hermoso libro llamado “Ba. 
ses Ideológicas para una Reforma del Código Penal” dice 
algunas cosas que me quedaron grabadas, en el sentido 
de que en el curso del proceso de la década del 30 en 
adelante, el Estado había ido de tal manera exorbitando 
su función dentro de la sociedad que, prácticamente, ha. 
bía ido desapareciendo el individuo como tal Entonces 
aprecian todas esas figuras que prácticamente transfor- 
maban al Estado no solamente a través de concepciones 
totalitarias sino, también, en las propias estructuras de. 
mocráticas, colocándolo arriba del individuo. 


Digo que el recurso de amparo, en alguna medida, 
busca regular la relación de la administración con el in. 
dividuo, de los individuos entre sí, de las distintas perso- 
nas físicas y jurídicas en un orden de respeto del Derecho. 


Esto es lo que busca este proyecto de ley. De todos los 
que están en danza, el remitido por el Poder Ejecutivo, 
el aprobado por la Cámara de Representantes y este que 
estamos debatiendo en el Senado, el que tiene mayores 
restricciones es éste... 


SEÑOR AGUIRRE, —. Apoyado. 


SEÑOR BATALLA. — ...fundamentalmente en dos 
aspectos: en primer término, en cuanto elimina la acción 
de amparo frente a los actos jurisdiccionales y, en se- 
gundo lugar, porque atento a la urgencia, a la inmediatez 
de la protección del Derecho, establece un plazo determi. 
nado que no venía en el proyecto aprobado por la Cámara 
de Representantes. 


Declaro que no veo porqué ahora se tiene tanto te. 
mor en aprobar un proyecto que, exclusivamente, tiende 
a defender la jurisdicidad y porqué se pretende que los 
miembros informantes contestemos todas las preguntas 
que puedan formularse de aquí a 1990, incluso, el resul. 
tado de la elezción. Naturalmente, no podemos hacerlo. 
¿Por qué? Porque se trata de un instituto nuevo y como 
tal, tendrá que ser objeto de una construcción doctrinaria 
y jurisprudencial, 
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Lo peor que puede ocurrir es que el recurso de am- 
paro siga siendo regulado por las normas establecidas 
hasta hoy con la aplicación de un procedimiento judicial 
a través de las referencias a los artículos 7%, 72 y 332 de 
la Constitución. 


Este recurso nunca fue objeto de cuestionamiento en 
la Constitución. Más; creímos hasta la tarde de ayer que 
iba a ser de una pacífica aceptación de parte del Senado. 
Sin embargo, se está objetando no solamente en cuestio- 
nes de detalle sino en la propia filosofía en relación a 
lo que contiene esta iniciativa. 


Entiendo que las cosas debemos ponerlas en sus jus. 
tos términos. Este proyecto es una garantía" de jurisdi- 
cidad, nada más. Si integramos una administración, y te- 
nemos la seguridad de que actuamos de acuerdo a las 
normas de derecho, sin duda que no tendremos ninguna 
posibilidad de que la chicana detenga el procedimiento. 


Los señores senadores recordarán que cuando se dis- 
cutió en Sala el procedimiento a seguir con respecto al 
recurso presentado por el señor senador Araújo en rela- 
ción a la aplicación del artículo 115, de la Constitución, 
sostuvimos en minoría —a través de una brillante expo- 
sición del señor senador Aguirre que fue compartida por 
otros integrantes del Cuerpo y a la que también aporta- 
mos algunos otros argumentos— que a quien correspon. 
día determinar si cabía competencia o no a su respecto, 
era al Tribunal de lo Contencioso Administrativo y que 
el Senado de la República, por más investidura política 
que tuviera no podía establecer que no le cabía asumir 
jurisdicción. El Tribunal asumió jurisdicción y lo hizo 
en ejercicio de un legitimo derecho. 


Con respecto al recurso de amparo digo que tenemos 
uno ya funcionando sin reglamentación legal, a través de 
normas constitucionales. Lo que pretende este proyecto 
es, simplemente, darle una regulación legal, . 


Todos los integrantes del Instituto de Derecho Públi- 
co, todos los miembros del Instituto de Derecho Procesal 
que visitaron la Comisión y que discreparon en cuanto al 
esquema de reglamentación del proyecto de ley, enten- 
dían que el recurso de amparo funcionaba sin reglamen- 
tación legal. Es por eso que buscamos a través de esta 
iniciativa darle un sustento legal, que podrá ser defectuoso 
y que admitimos puede ser mejorado a través de la dis. 
cusión en el Senado. Sin embargo, muy modestamente, 
decimos que no puede cuestionarse la filosofía del pro- 
yecto diciendo que no puede funcionar porque pueden ve- 
nir malos ciudadanos a detener la administración, a mo- 
lestar permanentemente y a impedir que el Derecho rija, 
Esto, de ninguna manera, puede ser fundamento para un 
planteo en serio. 


SEÑOR BATLLE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR BATALLA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE, -— Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR BATLLE. — Señor Presidente: el Cuerpo está 
discutiendo un tema de carácter legal y no me parece que 
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sea pertinente hacer una defensa tan encendida de una 
supuesta filosofía que aparentemente nosotros pretende- 
mos abortar. 


Por otra parte, es notorio, admitámoslo, que la Co- 
misión ha mejorado el texto que ha venido con media 
sanción de la Cámara de Representantes y que ésta, a 3u 
vez, ha hecho lo propio con el enviado por el Poder Eje- 
cutivo. Comprendo, y me parece muy bien, que el señor 
senador Batalla haya recurrido a los textos del doctor 
Sebastián Soler, persona con la cual en su momento no 
compartimos sus puntos de vista. filosóficos y muchas ve. 
ces jurídicos, sobre los que decíamos que se referían a 
una realidad que no era la nuestra. Entonces, indepen- 
dientemente de que podamos compartir todas las filoso- 
fías adecuadas o necesarias para el amparo de las situa- 
ciones, digamos que a las que se refería el doctor Sebas- 
tián Soler, nada tienen que ver con las que tradicional. 
mente ha tenido el país y con la forma cómo en el Uru- 
guay se protegen y reglamentan los derechos. Algunos se- 
ñores especialistas en estas cosas, de institutos dedicados 
a estos análisis, han señalado que no se precisa una re- 
glamentación porque el Instituto está vigente aunque no 
tenga una reglamentación adecuada. Al respecto, debo de- 
cir que no comparto este punto de vista. Creo que por el 
contrario, el país, el Poder Ejecutivo o el Legislativo, en 
su caso, hacen bien en reglamentar este instituto. 


Lo que estamos discutiendo, señor Presidente, no €s 
la filosofía del instituto, sino su reglamentación. Noso- 
tros, como legisladores, nos estamos poniendo no en la 
situación ideal, necesaria, de contemplar a aquellos que 
puedan estar legítimamente desamparados, en forma vio- 
lenta y expresamente contraria al respeto de las liberta- 
des esenciales en la protección de sus derechos, sino que 
estamos viendo qué es lo que va a ocurrir en la realidad. 
Es decir, si conviene que esta reglamentación tenga esta 
otra amplitud. 


Los legisladores que integran la Comisión de Consti- 
tución y Legislación de este Cuerpo, han reglamentado 
—mejorando, limitando— las disposiciones que venían en 
el texto inicial, No creemos que esto lo hayan hecho, se- 
ñor Presidente, porque no compartan la filosofia del pro- 
yecto, sino, precisamente, porque compartiéndola, han en- 
tendido que era más adecuado reglamentarlo de una ma- 
nera distinta con respecto a la amplitud que le había 
dado inicialmente el Poder Ejecutivo. Así que, en reali. 
dad, nadie discute su filosofía. 


El señor senador Batalla ha hecho un encendido dis- 
curso en defensa de la filosofia del proyecto. El señor 
senador siempre ha sido entusiasta al exponer sus puntos 
de vista; conozco su conducta vital en todos los Casos; 
pero esa no es la cuestión. El señor senador lo ha limi. 
tado al Poder E;ecutivo y no por eso está en contra de la 
filosofía del tema. Tampoco los señores senadores Rical- 
doni, García Costa y el que habla; ni el señor senador 
Aguirre, que ha aceptado ciertas limitaciones planteadas 
por el señor senador García Costa. Lo que hay que ver, 
señor Presidente, es si en lugar de dejarlo así como está 
—que parecería que tiene toda la amplitud del mundo, 
pero que por no reglamentarlo nadie accede a él— lo re. 
glamentamos y provocamos la posibilidad de su uso, para 
que sea en protección de los derechos reales y de las ma- 
Jas intenciones. 
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Hemos visto, señor Presidente, con respecto a otras 
disposiciones legales en materia procesal, que nosotros las 
hemos votado con la mejor, sana y sabia intención, y 
luego han tenido una aplicación absolutamente opuesta. 
De modo que la única razón de nuestras dudas y cuestio- 
namientos es —el señor senador Batalla sabe que actual- 
mente no ejerzo la profesión como él lo hace y por tanto 
sabrá disculpar mi desconocimiento— cómo se ha utili. 
zado este instituto en otras naciones y, simplemente, paso 
la noticia. El doctor Sebastián Soler habló de un régimen 
que no es el nuestro, pero a través de ese mismo texto 
no le contó al señor senador cómo se aplica este institu- 
to, que ojalá no se aplique asi aquí porque en vez de 
proteger a los buenos servirá solamente para ayudar 2 
los malos. 


.. SEÑOR RICALDONI. — ¿Me concede una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR BATALLA. —— Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: buena par- 
te de lo que iba a decir ya lo ha manifestado el señor 
senador Batlle. Sin embargo, quiero dejar sentado lo síi- 
guiente: luego de escuchar las expresiones de los seño. 
res senadores Batalla y Aguirre, da la impresión de que 
quienes estamos haciendo estas observaciones y forma. 
mos parte de la bancada del Partido Colorado, tendria- 
mos una especie de atadura política para respaldar este 
proyecto, por el hecho, primero, de que el texto inicial lo 
envió el Poder Ejecutivo y luego, porque éste es menos 
amplio que el anterior. Es decir, como si nuestras obje- 
ciones se debieran a que nos parece demasiado amplio y 
quisiéramos que fuera limitado. 


En lo que me es personal, señor Presidente, creo que 
debería ser menos amplio, pero esto lo entiendo no por 
una consideración vinculada con una presunta defensa de 
la discrecionalidad del Poder Ejecutivo, del Poder Legis- 
lativo, de la Corte Electoral o de un gobierno departa- 
mental, sino, simplemente, por otro tipo de razones. Me 
parece que si en el pais no hay experiencia de textos le- 
gales relativos al recurso de amparo —ya lo dije en mi 
primera intervención— tenemos gue actuar con cierta do- 
sis de prudencia a los efectos de proteger al instituto y 
no a despresligiarlo por la vía de una extensión poco 
precisa del derecno que se consagra, que va a dar lugar 
a una jurisprudencia absolutamente contradictoria, por- 
que ya no va a emanar solamente del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, sino de todos y cada uno de 
los Jueces de Primera Instancia del país, sea en lo penal, 
civil, laboral, etcétera. 


En consecuencia, si el proyecio de ley del Poder Eje. 
cutivo contiene una solución parecida o más amplia, yo 
no me sienio alado por ello. Creo que más que mi dere- 
cho es mi deber —si diserepo con algunas de las solucio. 
nes que el mismo contiene— dar en Sala mis puntos de 
vista. No me mueven motivacicnes políticas ni para apo- 
yarlo ni para plantear estas observaciones. Durante todo 
este debate he tratado, en el acierto o en el error, de 
mantenerme —y lo voy a seguir haciendo, porque es lo 
gue corresponde— dentro del marco, exclusivamente, de la 
consideración técnico-jurídica. 
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Yo creo que tengo razón, asi como la tienen los se- 
ñores senadores Batlle y García Costa. Pero más allá de 
eso, lo que me interesa aclararle al señor senador Batalla 
€s que en mi actitud no se ocultan consideraciones de 
tipo- político. Además, creo que no recuerda que cuando 
el tema fue considerado por la Comisión de Constitución 
y Legislación, de la cual también formo parte, yo me en. 
contraba en Estados Unidos integrando la delegación uru- 
guaya ante las Naciones Unidas. De modo que no reservé 
para el Plenario dudas u objeciones que pude haber ex- 
puesto en la Comisión. Y si privadamente no las adelan- 
té, antes de hoy, a ninguno de mis compañeros de Comi- 
sión es porque, lo digo francamente -——esto es algo que 4 
todos nos ha sucedido o puede suceder— recién hoy tuve 
oportunidad de detenerme en la lectura del proyecto. En- 
tuentro, señor Presidente, que el proyecto es bueno y es 
por eso que lo he votado en general. Pero creo que €s 
perfectible —se me va a decir que como toda obra huma- 
na— porque con un poco de reflexión, quizás en la propia 
Comisión, se estaría en condiciones de traer al Cuerpo 
un texto que evitara toda estas vacilaciones y dudas que 
ya el artículo 1%, por sí solo, está planteando. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador. 


SENOR BATALLA. — Yo ya habia dicho todo lo que 
quería decir, sin embargo ahora voy a agregar lo siguien- 
te: no señalé ningún tipo de atadura política, pero creo 
Que, evidentemente, hay una contradicción entre lo que 
envía cl Poder Ejecutivo y lo que aquí se sostiene, Creo 
Gue es lógico y natural que pueda no compartirse lg po- 
sición de dicho Poder. 


Lo que digo —y creo que eso surge claramente— es 
Gue hay una diferencia y discrepancia fundamenta] en 
cuanto a la concepción de los mecanismos con que se 
defiende toda una estructura, en la que el orden jurídico 
es el centro de los derechos y las obligaciones de los in- 
dividuos como administrados, como seres privados, y tam. 
bién de las propias autoridades públicas. 


Nada más. 
SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. -- Se me ocurre que logra- 
ríamos adelantar en el tema si siguiéramos un determi. 
nado procedimiento de trabajo. 


Sobre el artículo 1? se han vertido opiniones que, Se- 
ría de interés que la Comisión procediera a un análisis 
ciertamente más cuidadoso que el que se pudiera hacer 
en este ámbito. Si así se comparte ello implicaría la 
devolución del proyecto de ley a la Comisión, Además 
podriamos señalar, al igual que otros señores senadores, 
algunas objeciones, agregados, cuestionamientos o interro- 
gantes que podrían ser de utilidad, sobre otros aspectos 
del articulado restante del proyecto. s 


En consecuencia, sugeriría dejar el artículo 12 de la- 
do —con la intención de devolverlo a Comisión— pero 
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no detener el trámite de este proyecto, simo, por el con- 
trario, continuar considerándolo a los solos efectos de ir 
señalando, como dije, objeciones o agregados. De esta ma- 
hera, evitaríamos que el proyecto fuera a Comisión más 
de una vez, porque es dable pensar que podrá suscitarse 
una circunstancia similar, en los demás artículos. 


De aceptarse este criterio, seguramente la Comisión 
traerá a Sala un artículo 1% depurado —de acuerdo a lo 
aquí conversado o siguiendo los lineamientos que original. 
mente inspiraba al proyecto de ley— y además con simi. 
lar tarea cumplida en los demás puntos que resultare de 
la continuación del estudio del proyecto. 


No sé si desde el punto de vista reglamentario lo que 

manifiesto es pertinente. Personalmente, tengo algunos 
agregados y cuestionamientos, como los que expresara y 
que dicen relación con el artículo 1% Naturalmente que 
mi intención ha sido sólo el de mejorarlo -—creo que quie- 
nes han reparado en mis palabras estarán de acuerdo en 
ello— a efectos de que tenga un mejor alcance. 


Nada más. 
SEÑOR AGUIRRE. -—— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Naturalmente que el señor se- 
nádor García Costa tiene todo el derecho de considerar 
Que en esta instancia y en plena sesión es difícil, en te- 
mas de cierto tecnicismo, introducir modificaciones o Co- 
rrecciones. Al respecto, debo reconocer que a veces me 
ocurre algo similar, cuando llegan proyectos complejos 
de otras Comisiones, pero nunca solicito que vuelvan a 
éstas, porque parto de la premisa de que allí han sido 
estudiados exhaustivamente, Es decir, que cuando veo que 
un artículo puede ser mejorado, por vía de moción pro- 
pongo una redacción sustitutiva; de lo contrario, el ar- 
tículo se vota tal cual viene y prevalece el criterio de la 
mayoría. 


Por otro lado, quiero señalar que esta costumbre de 
devolver los proyectos a Comisión es engorrosa y dificulta 
todo el trabajo legislativo. Por ejemplo, la Comisión de 
Constitución y Legislación tiene mucho trabajo y prácti- 
camente creo que ha sido o es la única que desde el prin- 
cipio de la Legislatura se ha reunido en régimen de dos 
sesiones semanales. Así fue que pudo sacar el Código de 
Procedimiento; de lo contrario, hubiera sido imposible. 
Asimismo, actualmente está considerando una compleji- 
sima Ley Orgánica de los Gobiernos Departamentales, que 
es reclamada por los ediles de todo el país, como así tam- 
bién un difícil proyecto de ley sobre arrendamientos, que 
le remitió el Poder Ejecutivo. Por otro lado, simultánea- 
mente, éste pide a la Comisión de Constitución y Legis- 
lación que trate el referente a la discriminación racial, 
que crea nuevas figuras delictivas; y, a su vez, también 
el Ministerio de Educación y Cultura solicita que consi- 
deremos el proyecto de ley sobre fundaciones. Como se 
imaginarán, es una tarea casi imposible de realizar, 


Ahora bien, si tenemos un proyecto de ley estudiado 
hasta el cansancio, donde hemos requerido toda clase de 
asesoramientos y, a la primera dificultad, se nos dice que 
es necesario devolverlo a Comisión -—-—para recién allí 
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plantear todas las dudas. —es más que obvio que todo esto 
detiene el trabajo legislativo. En ese sentido, reitero que 
la Comisión de Constitución y Legislación tiene decenas 
de proyectos a tratar. 


Si bien he admitido alguna de las sugerencias del se- 
for senador García Costa, en este caso me inclino a, pen- 
sar que sería mejor redactar una fórmula sustitutiva y 
luego votarla. Eso no tiene mayor complejidad; lo hemos 
hecho con otros proyectos de ley. Si cada vez que se susci. 
tan discrepancias sobre un artículo hay que devolver los 
proyectos a Comisión, va a ser difícil que tengamos cierta 
ejecutividad en el trabajo legislativo que se supone se 
realiza de esta manera. se estudia exhaustivamente el pun- 
to en Comisión y luego se lo trae a Sala. Por supuesto 
que los proyectos de ley son susceptibles de mejoras; para 
eso son las propuestas de modificación, que nada impide 
realizar en la discusión particular. 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. — En realidad, pienso que debía 
haber emitido mi opinión personal a este respecto, ya que 
no puedo hablar en nombre de los miembros informantes 
puesto que estamos separados, digamos, por un espacio 
bastante amplio 


, En cuanto a la modificación que había señalado el 
señor senador García Costa, en primer término, respecto 


de añadir la expresión “amenace”, no tengo inconveniente 


en aceptarla, sin perjuicio de compartir lo que señalaba 
el señor senador Aguirre. Creo que, en cierto sentido, pue- 
de clarificar la cuestión; lo que abunda no daña. 


En lo que refiere a agregar el concepto de los dere- 
chos y libertades reconocidos implícita o explicitamente 
por la Constitución y señalar la referencia a los artículos 
72 y 332, tampoco tengo inconveniente. 


De manera que si los miembros informantes admiten 
esos agregados, creo que podríamos votar el articulo. 


Por otro lado, debo decir que no estoy de acuerdo 
con la exclusión que señalaba el señor senador Aguirre, 
en lo que dice relación a todos los actos de la Corte Elec- 
toral. En ese sentido, pediría que se votara separadamente, 
por supuesto si hay opinión favorable; el Senado es libre 
de sus decisiones. En lo que refiere a mi posición perso. 
nal, soy contrario a ello, porque implica transformar a la- 
Corte Electoral en una isla frente al derecho de amparo. 
Creo que no existen razones, ni fundamentos fácticos o 
jurídicos para que así ocurra. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — El tema específico de 
la Corte Electoral al que alude el señor senador Batalla es 


_de difícil resolución en este ámbito. De ahí que prefirié- 


ramos devolverlo a Comisión para que sea analizado. 
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Pero hay otro tema pendiente que es mucho más com. 
plejo aún: el concepto de acto jurisdiccional que tiene una 
importancia cardinal. Si tenemos un sentido amplio, ex- 
tensivo, del concepto de acto jurisdiccional, dejamos fuera 
de la acción de amparo cualquier actividad de los jue- 
ces, aún aquellas dictadas fuera de sus competencias, pues- 
to que puede, aún fuera de éstas, dictar resoluciones que, 
en un sentido amplio, se considerarán actos jurisdiccio- 
nales, 


Dada la importancia práctica del tema habría que 
afinar el concepto de acto jurisdiccional. A mi entender, 
debe ser ciertamente reducido, y vinculado a las senten- 
cias, definitiva o interlocutorias, pero no alcanzando a los 
de impulso procesal. 


El señor Presidente sabe bien de las dificultades con 
que tropezaríamos en este ámbito, si comenzásemos a im- 
provisar acerca de cómo se debe definir el acto jurisdic- 
clonal para que esa definición no tenga un alcance que 
supere las necesarias previsiones de una acción de amparo. 
Naturalmente que la Comisión ha trabajado muy bien; 
como en otras referencias que he hecho simplemente estoy 
solicitando aclaraciones o agregados. Lo cierto es que 
estos dos temas son delicados, tanto el relativo a la Corte 
Electoral, como el relativo al concepto amplio o restricto 
de acto jurisdiccional. Tal vez me equivoque y se les 
pueda encontrar solución en una rápida discusión, pero 
sé que son dificiles dada la precisión del lenguaje que 
exigen, y por lo conceptual que contienen. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Respecto de este tema del acto 
jurisdiccional, quiero decir que las definiciones a que hizo 
referencia el señor senador García Costa, contenidas en 
el diccionario jurídico de Henri Capitan —asimismo po. 
dríamos leer las que establece Sayagués Laso en su Tra- 
tado— tienen que ver con sentencias, porque éstas son 
lo típico de la actividad jurisdiccional. Pero toda la ac- 
tividad procesal es jurisdiccional, porque no existen más 
que tres categorías de actos —y podríamos decir cuatro, 
si tomamos en cuenta el acto constituyente— que son: 
legislativas, jurisdiccionales y administrativas. 


Es elaro que los actos que se dictan durante los pro- 
cesos, por razones obvias, no son legislativos; y además, no 
son administrativos, porque si lo fueran serían susceptibles 
de impugnación con recursos administrativos y, más tarde, 
ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo. 


A nadie se le puede ocurrir tal cosa, que es un verda. 
dero dislate jurídico. Los actos que dicta un Juez en el 
curso de un proceso son todos, del primero hasta el úl- 
timo absolutamente jurisdiccionales; y de eso no puede 
caber ninguna duda. Pero si esa es la duda, que se agre- 
gue una pequeña frase diciendo que no procede el recur- 
so de amparo contra todos los actos dictados en el curso 
de los procesos judiciales o jurisdiccionales. 


¡De ese modo terminaríamos el problema, e impediría. 
mos que el asunto volviera a Comisión, ya que si lo hi- 
ciera, detendríamos el trámite de todo el proyecto y, ade- 
más, el trabajo de ésta. 
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SEÑOR BATLLE. — Pido la palabra para una con- 
sulta a la Mesa. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Batlle. 


SEÑOR BATLLE. — Estamos discutiendo el artículo 
19 desde hace ya bastante tiempo -y, sin ninguna duda, 
hay algunas cosas delicadas para considerar antes de pa- 
sar a la votación. 


Hago la siguiente consulta reglamentaria. Se han ex- 
puesto casi todas las posiciones a propósito de los temas 
que trata el artículo 1% ¿No podríamos cerrar la discu- 
sión relativa a esta disposición y continuar con el tema? 
Llevamos una hora de trabajo y considero que en el lapso 
que va de esta sesión a la próxima podriamos elaborar 
un texto sustitutivo del artículo 1% Si cerramos la dis- 
cusión del artículo 19 y continuamos la consideración del 
proyecto podremos ir viendo cuánto adelantamos y cuáles 
son los puntos que pueden tener acuerdo. Me parece que 
de ese modo progresariamos, porque de cualquier manera, 
quienes tenemos ciertas objeciones -—algunas bastante 
fundadas— no podemos, al mismo tiempo que estamos con- 
siderando este proyecto de ley, redactarlo. De ese modo, 
sí, incurriríamos en un apresuramiento notorio puesto que 
estaríamos haciéndolo en forma prácticamente improvisa. 
da, redactando un artículo sustitutivo que limite, en la 
medida en que creemos se debe hacer, o que precise en 
la medida en que entendemos se debe precisar, el área 
en la cual se movería el instituto de amparo fijado por 
el artículo 12. 


Concretamente, pregunto si desde el punto de vista 
reglamentario, no habrá posibilidad de cerrar la discusión 
de este artículo 1% y continuar adelante en la considera- 
ción de los demás. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Creo que esa, en buena 
medida, era la proposición del señor senador García Costa. 


Si los señores senadores me permiten —muchas veces 
he resistido la tentación de bajar de la Mesa e intervenir 
en la discusión, pero como el señor senador Ricaldoni ha 
estado haciendo uso de la palabra muy frecuentemente y 
el señor senador Ortiz está escribiendo, no quise solicitar 
a ninguno de los dos que me sustituyeran— en dos minu- 
tos, quisiera manifestar, qué actos jurisdiccionales son to- 
dos los que realizan los Jueces, con la única excepción de 
la jurisdicción voluntaria, que es unánimemente reconoci- 
da como una actividad administrativa cumplida en sede 
jurisdiccional. Pero todo lo que los Jueces realizan en los 
procesos contenciosos son actos jurisdiccionales; desde la 
sentencia, que es el máximo acto jurídico o jurisdiccional, 
hasta cualquier providencia de mero trámite. De manera 
que me parece que están excluidos todos los actos juris. 
diccionales. 


Y creo, además, que esta es una excelente solución, 
porque el recurso de amparo está pensado, en la doctrina 
y en la legislación extranjera, para casos distintos de 
aquellos que están amparados por la actividad jurisdic- 
cional. Creo que sería un contrasentido y un absurdo que 
en medio de un proceso civil, penal o de la naturaleza 
que fuera, se pudieran deducir recursos de amparo, por. 
que contra cada acto del proceso están previstos otros 
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recursos: de reposición, de apelación, de nulidad, etcétera. 
Es decir, hay todo un mecanismo procesal expresamente 
regulado desde siglos y, en nuestro país, desde hace más 
de un siglo, 


No es para el juicio, de cualquier materia que fuere, 
que se prevé acción de amparo sino, que fundamental- 
mente, para los actos o hechos de la administración del 
resto de las actividades estatales, también de los particu- 
lares que no tienen una regulación tan precisa como la 
tiene el juicio entre partes. 


En fin, volvamos al tema inicial. Hay una moción en 
el sentido de continuar considerando el artículo 2% y si. 
guientes y, como este proyecto de ley seguramente no será 
aprobado en la sesión de hoy, se podría traer un texto sus- 
titutivo del artículo 1% en la próxima sesión, redactado 
por parte de quienes han formulado objeciones al actual. 


¿Están de acuerdo los señores senadores? 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Ello implicaría 
el aplazamiento del artículo 19, pero no un cierre de la 
discusión. ¿Es así? 


SEÑOR PRESIDENTE, — Si, señor senador. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la mo- 
ción formulada. 


(Se vota:) 
—23 en 24, Afirmativa. 
Léase el artículo 29. 


(Se lee) 


9) FUNCIONARIOS DE LA CAMARA 
DE SENADORES 


SEÑOR FERREIRA. — Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FERREIRA. — Deseo, muy brevemente, plan- 
tear una inquietud a la Mesa y no sé si será necesario 
formular una moción al respecto. 


Es de conocimiento público que en el día de hoy los 
funcionarios que han concurrido a la Casa lo han hecho 
superando las dificultades originadas por el paro de trans- 
porte. Por ello quería consultar a la Mesa si existiría al- 
guna posibilidad de hacer gestiones para ver si es posible 
—teniendo en cuenta que falta una hora para la finali. 
zación de la sesión—— conseguir algún medio de trasporte, 
quizás un ómnibus, a través de algún servicio del Estado, 
para llevar a sus domicilios a los funcionarios, en primer 
lugar porque, como dije, el servicio de transportes es casi 
nulo y, en segundo término, porque si bien afortunada. 
mente han sido pocos, ha habido algunos casos de inci- 
dientes contra unidades que se encuentran en circulación, 
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poniéndose con ello en riesgo la integridad fisica de los 
pasajeros que viajan. 


Más que como una moción, plantearía esto como una 
inquietud, a efectos de que la Mesa pudiera tomar las 
providencias del caso, cuando aún falta una hora para 
que la sesión termine. 

SEÑOR PRESIDENTE. — Se me informa, señor se. 
nador, que los funcionarios sin locomoción propia prácti. 
camente ya se han retirado de la sede del Poder Legis- 
lativo. 


10) CRUZADA NACIONAL CONTRA 
EL CANCER. Rectificación de trámite. 


SEÑOR SINGER. — Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Para una moción de orden 
ticne la palabra el señor senador. 


SEÑOR SINGER. — Voy a solicitar nuevamente una 
rectificación Gel trámite del proyecto que hemos presen. 
tado a principios del mes de abril por el cual se organiza 
una Cruzada Nacional Contra el Cáncer. 


La Mesa, con buen criterio y de acuerdo con la pro- 
puesta que habiamos formulado anteriormente, previa 
conversación con el señor Presidente y con la Secretaría, 
derivó dicho preyecto de ley a la Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social, integrada con dos miembros 
de la de Constitución y Legislación. Pero es notorio que 
la sesión de hoy viene avalando la existencia de dificuL 
tades, cuando se trata de integrar Comisiones con miem. 
bros de la de Constitución y Legislación, debido a que los 
integrantes de esta Comisión están sobrecargados de tra- 
bajo. 


Creo que esto es algo que todos los señores senadores 
tienen muy claro: desde 1985 —es decir, desde que comen- 
zó el presente Periodo Legislativo— esta Comisión ha 
tenido a estudio una importante cantidad de asuntos y 
ha debido realizar un esfuerzo muy grande trabajando, 
por lo menos, dos dias a la semana. Por lo tanto, qui- 
tarle miembros para que integren otras Comisiones crea 
dificultades y, por consiguiente, traba también el trata. 
miento de los proyectos. 


En la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social hay dos miembros que son abogados de reconocida 
formación jurídica: su Presidente, el señor senador Zu- 
marán, y el señor senador Tourné. Por lo tanto, lo que 
tiene que ver con el asesoramiento en esta materia va a 
estar, dentro de la Comisión de Asuntos Laborales y Se. 
guridad Social, amparada por la presencia de estos dos 
compañeros. 


Por esta razón, señor Presidente, solicito que se rec. 
tifique el trámite y que el proyecto de ley sobre Cruzada 
Nacional contra el Cáncer se destine a la Comisión de 
Asuntos Laborales y Seguridad Social, Formulo moción en 
ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la moción del señor senador Singer 
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en el sentido de que el proyecto de ley sobre Cruzada 
Nacional contra el Cáncer se destine a la Comisión de 
Asuntos Laborales y Seguridad Social. 


(Se vota:) 


—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


11) ACCION DE AMPARO, Su regulación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa el tratamiento del 
asunto que figura en primer término del orden del día. 


En consideración el artículo 2%. 
SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: creo que la 
observación que voy a formular es de menor importancia 
que las que se han hecho con respecto al artículo 12. 
Coincido con la solución que figura en el último párrafo 
del artículo 2%, en cuanto a facultar a rechazar sin sus- 
tanciar el recurso de amparo, cuando fuere manifiesta. 
mente improcedente. 


Pregunto si en opinión de los señores miembros in- 
formantes, no sería del caso establecer también, cuando 
quedara firme esa decisión judicial rechazando sin sustan.- 
clar el recurso de amparo, la condena preceptiva para el 
recurrente. 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR BATALLA. — Sefñior Presidente: con las limi 
taciones expuestas por mí en intervenciones anteriores, 
declaro que no tengo inconveniente y que, en cierto sen- 
tido, me parece correcto que quien solicita el recurso an- 
te el Poder Judicial, siendo manifiestamente improcedente 
su planteo, reciba la sanción en las costas y costos. 


SEÑOR AGUIRRE. — No hay costos, señor senador, 
porque no hay contraparte. 


SEÑOR MARTINEZ MORENO. — No los hay, porque 
es de oficio. 


SEÑOR BATALLA. — Entonces, la condena sólo sería 
en costas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El texto que venia de la 
Cámara de Representantes establecía que “la acción de 
amparo sólo procederá cuando no existan otros medios 
judiciales o administrativos que permitan obtener el mis. 
mo efecto o cuando, si existieren, resultaren por las cir- 
cunstancias claramente ineficaces para la protección del 
derecho...”. El texto que propone la Comisión dice: “La 
acción de amparo sólo procederá cuando no existan otros 
medios judiciales o administrativos que permitan obtener 
el mismo resultado previsto en el articulo 8%...”. El ar- 
tículo 8% prevé que el cumplimiento de lo dispuesto debe- 
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Yá hacerse en el término de 24 horas. Me parece que esta 
es una modificación demasiado precisa, Se me ocurre que 
se trata de una circunstancia demasiado exigente. Creo 
que bastaría con que el resultado se obtuviera después de 
las 24 horas, para que cupiera la acción de amparo, en 
lugar de la medida o de la providencia normalmente pre- 
vista por el Derecho. Pregunto a los señores senadores si 
no consideran que esta modificación constituye una exa. 
geración. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Me parece que en esto hay una 
confusión. Creo recordar que esta modificación a la re. 
dacción del artículo se introdujo a raíz de un plantea- 
miento formulado por el señor senador Ortiz. 


El señor senador Ortiz —y si la memoria me falla, 
él me podrá rectificar— ante el texto que venía de la 
Cámara de Representantes, decía: “Se habla de obtener 
el misino efecto. ¿Cuál es el mismo efecto? No está claro”. 
Entonces, le deciamos cuál es el efecto del amparo. El 
efecto úel amparo es el que determina la sentencia y lo 
que puede determinar la sentencia está dicho en el ar- 
tículo 8%. Pueie determinar una orden concreta a una 
autoridad o 2 un particular, que es quien ha lesionado 0 
restringido el derecho cuyo amparo se solicita. En la sen- 
tencia se determina, precisamente, lo que debe o no debe 
hacer la autoridad o el particular para restablecer la si- 
tuación a lo que en el Derecho Internacional se deno- 
mina “statu quo ante”, es decir, a la situación de hecho 
que se daba antes de la agresión a ese derecho. En el 
artículo 8% también se establece un plazo de 24 horas 
para el cumplimiento de lo dispuesto, porque, de lo con- 
trario, la lesión continúa. 


Creo que el artículo 22 no dice que el medio judicial 
o administrativo tenga que producir el mismo resultado 
en 24 horas, sino que, por ese medio judicial o adminis- 
trativo, se pueda restablecer el derecho ya lesionado o ha- 
cer cesar la amenaza de lesión sobre ese derecho. En mi 
concepto, la referencia al artículo 8% significa que ese 
medio O recurso judicial o administrativo puede producir 
el mismo efecto que la setencia: impedir la lesión del 
derecho. 


El señor senador Ortiz me dice que está de acuerdo 
conmigo. Creo que este es el sentido de la modificación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si es ese el sentido de la 
modificación, creo que quedaría más claro decir que per- 
mitan obtener el mismo resultado previsto en el apartado 
b) del artículo 8%, con lo que eliminamos la duda con 
respecto a las 24 horas, porque no hay recurso adminis- 
trativo o judicial que se resuelva en ese lapso. 


SEÑOR AGUIRRE. — No hay problema en estable- 
cerlo así. Creo que liene razón el señor Presidente, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa. 
labra, se va a votar el artículo 22 con la modificación 
indicada. 


(Se vota:) 


—22 en 22, Afirmativa, UNANIMIDAD. 
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Léase el artículo 39. 

(Se lee) 

—En consideración. 

SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. —. Como los actos adminis- 
trativos no pertenecen a la materia de ningún Juzgado 
Letrado, deseo preguntar a los señores miembros infor- 
mantes cómo se interpreta el alcance de esta atribución 
de competencia en el caso de los actos administrativos. 
Por cierto que puede existir una interpretación lógica, pe- 
ro formulo la pregunta porque no la percibo en lo inme- 
diato. Se habla aquí para definir competencias de la 
materia que corresponda al acto, hecho u omisión, pero 
los actos administrativos no son materia de los Juzgados 
Letrados, y por ende queda el interrogante de cuál es la 
competencia en su caso. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Con respecto a una materia 
conexa —no exactamente sobre lo que está preguntando 
el señor senador Garcia Costa— formulé una pregunta 
en Comisión al profesor Cassinelli Muñoz y creo que la 
respuesta que entonces recibí esclarece en cierta medida 
el problema. 


Interrogué al conocido Catedrático de Derecho Cons- 
titucional acerca de si darle competencia a los Jueces 
Letrados de Primera Instancia no significaba usurpar 
competencias al Tribunal de lo Contencioso-Administrati- 
vo, efectuando algún razonamiento, en algún aspecto, si- 
milar al del señor senador García Costa, respecto de los 
actos administrativos comprendidos en la competencia del 
“Tribunal de lo Contencioso-Administrativo. 


El doctor Cassinelli Muñoz me contestó en una forma 
que me clarificó totalmente el panorama. Me respondió 
que la función jurisdiccional en la Constitución de la 
República, es, en principio, competencia del Poder Judi. 
cial; los demás órganos jurisdiccionales, cuando están 
previstos en la Constitución, ejercen función jurisdiccio- 
nal por vía de excepción. El Tribunal de lo Contencioso. 
Administrativo no tiene competencia general en materia 
administrativa, sobre los actos administrativos, sino que 
sólo tiene competencia jurisdiccional para conocer de la 
acción de nulidad de los actos administrativos. 


Es decir que conoce sobre los actos administrativos, 
al solo efecto de confirmar su regularidad jurídica o de 
anularlos. Toda otra acción contenciosa, referida al fun- 
cionamiento de la Administración y a los actos que ésta 
dicta, no son competencia del Tribunal de lo Contencio- 
so-Administrativo. Por ejemplo, las acciones contenciosas 
o de otro carácter por responsabilidad de la Administra. 
ción, por hechos cometidos por ésta, actualmente son de 
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competencia de Juzgados que creo se denominan “Juzga- 
dos Letrados de Primera Instancia en lo Contencioso-Ad. 
ministrativo”; competencia que definimos en un proyecto 
de ley que suscribimos junto con el señor senador Bata- 
Ma y que creo que luego fue sancionado y entró en vi. 
gencia. 


Entonces, en respuesta a la pregunta del señor senador 
García Costa, creo que podemos decir que cuando se trata 
de actos administrativos los Jueces competentes son aque- 
llos a los que he aludido. 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. — Voy a leer parte de la versión 
taquigráfica de la sesión de la Comisión de Constitución 
y Legislación, a la que asistió, como integrante del Ins 
tituto de Derecho Público, el doctor Cassinelli Muñoz. 


Respondiendo a una pregunta formulada por el señor 
senador Aguirre —que en ese momento actuaba como 
Presidente de la Comisión—- con referencia a este tema 
el Profesor Cassine!li Muñoz señaló lo siguiente: “Perso- 
nalmente siempre sostuve -——inclusive sobre la competen- 
cia que actualmente tiene por ley el Tribunal de suspen- 
der la ejecución del acto— que es de dudosa constitucio. 
nalidad. Digo esto porque la Constitución le atribuye al 
Tribunal, a texto expreso y en forma excepcional respec- 
to de las reglas de principio, que la función jurisdiccio- 
nal corresponde al Poder Judicial y, por lo tanto, tam- 
bién la acción de nulidad; ni siquiera le atribuye otras 
acciones contencioso-administrativas, que conoce el dere. 
cho comparado —como la acción de cumplimiento— y s0. 
lamente le comete la acción de nulidad. Las demás ae- 
ciones en que están en juego actos administrativos, por 
ejemplo, dictar un acto administrativo con una acción de 
condena a ejecutar, le competen al Poder Judicial. Es 
decir que el tema de los actos administrativos, por si 
mismo, no es propio ni exclusivo dei Tribunal de lo Con- 
tencioso-Administrativo; sí lo es solamente una acción, 
que es la de nulidad y, eventualmente, con mayoría es- 
pecial, el Contencioso de Reparación. 


Estos son los únicos puntos en los cuales puede ac- 
tuar, constitucionalmente, el Tribunal de lo Contencioso- 
Administrativo u órganos inferiores de su jurisdicción. 


Por consiguiente, la regla de principios sigue siendo 
ia de que el competente en materia de actos administra. 
tivos es el Poder Judicial y en las acciones cautelares so- 
bre ejecución o no ejecución del acto, cuando está en trá. 
mite su impugnación administrativa. Por ejemplo, cuando 
todavía no se puede iniciar la acción de nulidad, para mí, 
no cabe ninguna duda que incumben al Poder Judicial, 


Actualmente, de acuerdo con la Ley de la Judicatura, 
sería competencia de los jueces civiles; cuando existian 
jueces de Hacienda, a ellos les competía”. 


Creo que esta respuesta del doctor Cassinelli Muñoz 
disipará la duda que planteaba el señor senador Garcia 
Costa. 


SEÑOR BATLLE. — Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. -——- Tiene la. palabra el señor 
senador, 


SEÑOR BATLLE..— Teniendo. en euenta la natura- 
leza de la acción, parecería que la respuesta. que se. ha 
dado a la objeción formulada por el señor senador Gar- 
cía Costa es correcta. 


De cualquier manera, la competencia que establece el 
artículo 32 refuerza aún más nuestra idea acerca de la 
necesidad de analizar con: cuidado el artículo. 1%, porque 
en el caso de admitirse que algunas disposiciones que tie. 
nen que ver con cuestiones electorales pueden ser objeto 
de un recurso de amparo, estaríamos ante la competencia 
de los jueces letrados, resolviendo asuntos de carácter 
glectoral, 


Sin perjuicio de reconocer los actos de carácter ad- 
aministrativo que pudieran ser objeto. de una acción de 
amparo, creo que la necesidad de limitar en esa área. la 
naturaleza de la posible acción se hace mucho más evi. 
dente a la luz de lo que establece el artículo 3%. Pero, con 
respecto a lo señalado anteriormente, me parece bien que 
intervengan los jueces letrados aunque se trate de asun. 
tos que, en última instancia, puedan o deban ser. dirimi- 
dos ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA, — El tema de la competencia 
fue muy discutido en Comisión entre los miembros de la 
misma y, también, en presencia «de los integrantes de los 
institutos de Derecho Procesal y Derecho Público. 


Entendimos que mo debíamos dejar librada ni al -le- 
sionado ni al accionante la eventual competencia en ma- 
beria de recursos de amparo, porque, entonces, podían es- 
tablecerse mecanismos que regulgran..en forma. distinta 
un mismo acto en función de que ocurriera en determi. 
nada fecha y de que la acción se planteara ante determi- 
nado juzgado. En definitiva, llegamos a la solución que 
se establece en el proyecto. 


Evidentemente, el problema se hace menor cuando 
fijamos un. plazo perentorio para la presentación. Ya no 
es posible que el accionante opte por una determinada 
competencia o sede judicial, por cuanto dispone de un 
plazo breve, de apenas treinta días. Tendrá dos o tres juz- 
gados —en el caso de turnos semanales en los cuales 
pueda plantear su acción. 


El problema cobraba sí, mayor importancia si se tra. 
taba, como en el texto aprobado por la Cámara de Re. 
presentantes, de una acción que prácticamente no tenía 
límite en el tiempo, que podía ser planteada en cualquier 
momento. De esa manera, era posible, para el aceionante, 
esperar el turno en el que supiera —por antecedentes— 
que se le iba a otorgar la razón. 


Quería hacer simplemente este aporte, como. un. ele- 
mento más para la mejor comprensión del texto que está 
2 consideración del Senado, 


CAMARA DE SENADORES 


25.357 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si mo se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 3%. 


(Se wvota:) 

23 en 23, Afirmativa. UNANIMIDAD, 

Léase el artículo 4% 

(Se lee) 

En eonsideración. 

SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — En primer lugar, qui- 
siera hacer una precisión, con la cual descuento que los 
señores miembros informantes estarán de acuerdo: €n. 
tiendo que las expresiones: “imposibilitado de ejercerla”, 
y: “si estuviere impedido por justa causa”, comprenden 
la ignorancia del hecho. Si así no fuera, y se interpreta 
que la ignorancia del hecho ne se halla ínsita en esas fra. 
ses, deberá entonces establecerse a texto expreso -ese ex. 
remo. En una forma o de otra vale la pena el precisarlo. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE... — Puede interrumpir el se- 
for senador: 


SEÑOR AGUIRRE. — Una de las razones por las 
£uales dimos esta. redacción al artículo y .previmos el im- 
pedimento por justa causa —de acuerdo con los principios 
generales— £omo uno de los casos en los cuales. no le 
correría el plazo al titular de la acción, fue precisamente 
la que acaba de señalar el señor senador García Costa. 
Una persona puede encontrarse de viaje o, sin llegar 4 
eso, hallarse en Montevideo, ser lesionada. en su derecho 
de prepiedad en el departamento de Artigas y enterarse 
del hecho sesenta días o seis meses más tarde, 


Es decir que esa circunstancia se tuvo en considera- 
«gión en la Comisión. El señor senador García Costa de. 
searía que se dijera en forma .expresa. 


No tendría inconvenientes en ello, siempre que se 
encuentre una fórmula, pero le puedo asegurar que, de 
acuerdo con el pensamiento de la Comisión, la hipótesis 
que está planteando el señor senador está comprendida 
en la redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE. —. Puede continuar el señor 
senador García Costa. 


SEÑOR BATALLA. — ¿Me - permite una interrup. 
clón? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 
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SEÑOR, BATALLA. — Deseo, simplemente, ratificar 
lo expresado por el señor senador, Aguirre ya que fue. ese 
el criterio seguido por la Comisión, Además, debo señalar 
que el segundo párrafo de este artículo fue.uno de los 
agregados modificativos —quizás uno de los más impor- 
tantes— que la Comisión introdujo al proyecto aprobado 
por la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Puede continuar el señor 
senador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Señor Presidente: me 
basta con que haya quedado de relieve en la discusión le- 
gislativa el alcance que se da a las expresiones “imposi. 
bilitado de ejercerla” e “impedido por justa causa”, com. 
prendiendo en ambas la ignorancia de los hechos. Quiere 
decir pues que si el titular de la acción desconoce los he- 
chos, no le corren los plazos previstos. 


Pasaudo a otro aspecto, el previsto en el primer pá. 
rrafo del artículo 4?, por el que se autoriza a deducir la 
acción a cualquier persona. A mi juicio resulta demasiado 
amplio el alcance de la expresión “cualquier persona”. 
En los hechos, eso significa que, aún sí los afectados por 
los actos que dan lugar a la acción de amparo no la ejer- 
cen porque estiman que sus derechos no han sido lesio. 
nados, igualmente habilitamos la posibilidad de que ter- 
ceros lo hagan en su nombre, o invocando sus derechos 
no ejercidos. Repárese que el titular puede incurrir deli- 
beradamente en una aceptación tácita, o consentimiento 
del acto que aparentemente le lesiona y, sin embargo, au- 
torizamos a un tercero a deducirlo en su nombre, realizan. 
do así una defensa de un derecho que el interesado pre- 
firió no defender, por las razones que fuera y que sólo 
a él conciernen. 


Me pregunto por qué no referimos el tema al sistema 
del Código de Procedimiento Civil, en el que se instituye 
el llamado procurador oficioso, legislando sobre aquellos 
que pueden comparecer en juicio por un tercero. Voy a 
leer el artículo en cuestión para conocimiento, no de los 
abogados que actúan en el Senado sino para quienes qui. 
zás no lo conozcan. Expresa dicha norma que se puede 
comparecer en juicio —obviamente, no por poder, porque 
de esa forma estaría compareciendo la misma persona— 
por los parientes en línea recta, suegro o yerno, por los 
colaterales hasta el cuarto grado, o afines hasta el se- 
gundo, por el socio o comunero en el asunto en el que 
están ligados, o por el que indebidamente hubiera sido 
reducido a prisión. Este último caso no interesa en este 
análisis porque allí entra en juego el recurso del habeas 
corpus. 


Como se puede apreciar, se trata de un alcance bas- 
tante amplio por el que se autoriza a comparecer a defen. 
der derechos de terceros cuando ellos no lo hayan hecho. 
De la manera que se propone en el proyecto se habilita 
a cualquiera a hacerlo, y en este caso es de oportunidad 
recurrir a la referencia hecha por el señor senador Batlle 
sobre abusos en el instituto de amparo. En efecto: con 
esta expresión tan amplia habilita la labor de personas 
que se “dedican” —aunque lo digo entre comillas— a 
presentar acciones de amparo por terceros que no las in. 
terponen, Quienes estamos en el ámbito de la política sa. 
bemos que eso puede, fácilmente, dar lugar a algo que 
se denomina, y con acierto demagogia. Con esta amplitud 
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puede cualquiera. comparecer por: los. habitantes de una 
zona del país que según él mismo no se están defendiendo 
adecuadamente contra la violación de sus derechos, y 
hacerlo por ellos, interponiendo acción de amparo para 
que el Estado, un particular, el Municipio, o cualquier 
Ente Autónomo deba volver. atrás. 


Reitero que, a mi juicio, podríamos guiarnos por el 
sistema vigente del Código de Procedimiento Civil, - que 
€es bastante amplio y. ofrece posibilidades. A esos efectos, 
en lugar de decir “cualquier persona”, se puede recordar 
la norma diciendo “las personas mencionadas y con el 
alcance establecido en el artículo tal del Código de Pro. 
cedimiento Civil”. 


Dejo planteada esta sugerencia, porque con esta la- 
titud tan grande, corremos el riesgo de que comparezcan 
terceros en representación de los eventuales damnificados, 
no para defender los derechos de estos últimos, sino en 
procura de otros objetivos. 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATLLE, — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR BATALLA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se 
fñor senador. 


SEÑOR BATLLE. — Estimo que si todos los intere. 
sados vamos a intervenir en la discusión y en cada opor- 
tunidad el miembro informante debe responder nuestras 
preguntas, podemos caer en un pico a pico, y luego en una 
*“redondilla”, como sucede en el “truco”. 


En función de la economía del tiempo, sugiero que 
que quienes tengan alguna objeción, la planteen para que 
el miembro informante las responda en una sola inter. 
vención. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Batalla. 


SEÑOR BATALLA. — Deseo explicar por qué se op- 
t6 por una determinada fórmula y las razones que tuvo 
la Comisión para aconsejar el texto propuesto. 


El hecho es el siguiente. La doctrina, el propio Men. 
saje del Poder Ejecutivo y, naturalmente, quienes hemos 
examinado la acción de amparo a nivel de ambas Cáma. 
ras, entendemos que el recurso de amparo constituye el 
equivalente al habeas corpus en materia de derechos hu. 
manos, de libertades y derechos, con excepción de la li. 
bertad física y corporal, que está garantizada, justamente, 
por el recurso de habeas corpus. Como la regulación consti. 
tucional de este recurso dice que es una figura que puede 
ser interpuesta por cualquier persona la Comisión enten. 
dió, modificando el texto enviado por el Poder Ejecutivo 
y el aprobado por la Cámara de Representantes, que ha. 
blaban de terceros, que este concepto podia ser discutible 
y por eso optó por la expresión “cualquier persona”. 
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Es posible que, en algún aspecto, desde el punto de 
vista de la instrumentación del recurso, resulte aconseja. 
ble limitarlo en la forma sugerida por el señor senador 
García Costa. Pero el criterio seguido por la Comisión fue 
el de otorgar en su accionamiento una regulación similar 
a la que figura-en el artículo 17 de la Constitución con 
respecto al “habeas corpus”, en la medida en que se defien. 
den los derechos humanos establecidos constitucionalmente. 


Ese fue el fundamento y, naturalmente, me afilio a 
esa tesis. Sin embargo, admito que pueda plantearse una 
posición más limitada, estableciendo que no todos los ter- 
ceros pueden actuar en esa materia. Si bien la Comisión 
optó por un criterio, entendemos que en este tema hay 
un espectro muy amplio de opiniones, y todas ellas son 
igualmente respetables, 


SEÑOR BATLLE, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATLLE. — En virtud de la manera cómo 
se ha considerado el artículo 4% y de las modificaciones 
introducidas al texto sancionado por la Cámara de Re- 
presentantes, creo que el Cuerpo padece una confusión. 


«;, En el artículo originalmente venido de la Cámara de 
Representantes, se establece que cuando existe la posibi- 
lidad de ejercer la acción, un tercero puede deducirla en 
su nombre. Presumo que la razón que tuvo la Cámara de 
Representantes para actuar de esta forma es porque en 
éste caso se reconoce implícitamente la situación de aquél 
que se menciona en el segundo párrafo del artículo 4% 
del proyecto que está considerando el Senado, y no corre- 
ría el término al titular del derecho o libertad lesionados, 
que estuviera impedido por justa causa. 


El segundo párrafo del artículo 4% a consideración del 
Senado corrige el proyecto inicialmente sancionado por 
la Cámara de Representantes, que habilita a un tercero 
cualquiera a deducir esa acción. 


La Cámara de Representantes consideró que existien- 
do la posibilidad de que un tercero cualquiera pudiera 
deducir la acción no había porqué incorporar la disposi. 
ción por la cual no corria el plazo en el caso de que es- 
tuviera impedido por justa causa, 


Precizamente esa es la razón que me lleva a afirmar 
que €s innecesaria la expresión del parágrafo primero, 
donde se autoriza a cualquier persona, y aún la correc- 
ción que incorpora el señor senador García Costa, porque 
en el artículo 19 se establece con total claridad que no 
corresponde la acción de amparo cuando proceda la in- 
terposición del recurso de “habeas corpus”. 


Pienso que lo correcto sería dejar el artículo 42 tal 
como está redactado, eliminando la potestad de dedu- 
Ciria a cualquier persona, que nos va a abrir el camino 
a un conjunto de situaciones muy particulares, aun cuan- 
do se modifique por la disposición que sugiere el señor 
senador Garcia Costa, puesto que la dificultad está re- 
suelta en el inciso segundo in fine del artículo 49. 


Finalmente debo agregar que me parece que el plazó 
de 30 días que se fija es excesivo. Si estamos hablando 
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de una acción de amparo ante una situación dé urgencia 
y de inmediatez en la intervención del que sufre o se 
siente lesionado por una amenaza, como lo establece ex- 
plícitamente el artículo 42 cuando dice: “derecho o liber- 
tad leslonados o amenazados” —seguramente esa debió 
haber sido una de las razones por las cuales el señor 
senador García Costa hablaba de incorporar la expresión 
“amenaza” al artículo 12-—- si eso opera como una Iazón 
de urgencia para actuar y si se ha establecido todo un 
procedimiento con el fin de reconocer ese apuro para 
proteger una libertad, me parece que es excesivo estable. 
cer un plazo de 30 días. En ese plazo la lesión producida 
está finiquitada. De modo que estamos abriendo un pro- 
cedimiento en el cual inducimos al actor a pensar que 
esta acción tiene otro sentido, ya que el plazo procesal de 
30 días que se fija es muy prolongado. 


Considero que es innecesaria la expresión “deducirla 
por cualquier persona” que aparece en el párrafo primero 
del artículo 4%, perque ese aspecto está contemplado en 
el párrafo segundo in fine. 


SEÑOR RICALDONI. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — El artículo 4% debería. ser 
objeto del mismo tratamiento que el primero. 


En primer iugar, advierto que hay una contradicción 
entre este artículo 4% y lo que establece el primero, por. 
que este último da el derecho de deducir la acción de 
amparo a cualquier persona, mientras el artículo 4? dice 
que la acción de amparo debe ser deducida “por el titu- 
lar del derecho o libertad lesionados o amenazados”, que 
no es cualquier persona, sino aquélla que tiene una rela. 
ción directa con la lesión o la amenaza. Vale decir, que 
no existe ccincidencia o coherencia entre el principio 
del artículo 12 y el del 4%. 


Pienso que ya que vamos a estudiar nuevamente el 
artículo 19%, lo más correcto sería armonizarlo con lo que 
establece el artículo 4%. 


En segundo término, la extensión “a cualquier per- 
sona” que se establece para subrogar al titular del dere. 
cho me parece excesiva. En el caso del “habeas corpus” 
a que se refiere el articulo 17 de la Constitución —al que 
hacía mención el señor senador Batalla— estamos ante 
la presencia de un daño real o presunto pero que se 
considera que ya se ha producido, como es la privación 
de la libertad; en cambio aquí no estamos ante esa hipó- 
tesis, sino ante otra: ante el daño que se podría producir 
a criterio del que ejerce el derecho de amparo. 


Entiendo que está bien que no se ponga ningún tipo 
de vallas al derecho de cualquier persona para interponer 
el recurso de “habeas Corpus”, porque ahí se está en pre. 
sencia de una efectiva privación de un bien jurídico de 
importancia porque tiene rango constitucional. Pero aquí 
estamos ante hipótesis que frecuentemente son distintas, 


No me animo a decir que la persona que subrogara al 
impedido por justa causa sea solamente el titular de un 
interés directo, personal y legitimo, como lo establece el 
artículo 309 de la Constitución, porque de alguna manera 
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sería impedir que Apareciera cualquier persona para sus- 
tituir al impedido por justa eausa. 


Estimo que si se postergara la aprobación de este 
artículo podríamos buscar íma fórmula intermedia entré 
la del artículo 17 de la Constitución, que se refiere ai 
“habeas corpus” y la del artículo 309 de la Carta, relativo 
a quiénes son los que pueden plantear la demanda de 
nulidad anté el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo: 


Deseo señalar mi coincidencia respecto a que él plazo 
de 30 días en muchos casos puede resultar excesivo. Me 
parece que debería ser menor. También se debería dejar 
blen en claro que se trata de un plazo de £aducidad; 
quizá, se podría establecer expresamente: só pena de ta. 
ducidad, debe ser interpuesta dentro de determinado pla- 
ZO. 


Creo que interpreto el sentir de algunos de los miern. 
bros. de este Cuerpo al sugerir que este articulo séa exa- 
minado nuevamente y que se intente traer una redacción 
alternativa, a efectos de considerar en forma conjunta 
los artículos 1% y 49. 


SEÑOR BATLLE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATLLE. — En primer lugar, debo señalar 
Que la disposición que citó el señor senador García Costa 
está vigente; por lo tanto, no es necesario incorporarla, 
porque al estar vigente en el Código rige también eñ 
éstos casos. 


En segundo término, debo hacer constar que el señor 
Presidente me ha recordado puesto que de estos temas 
sabe muchísimo más que nosotros, porque es Catedrático 
en Derecho Procesal— que el plazo que se da pará apelar 
en materia administrativa es de 10 días, mientras que 
acá estamos otorgando 30 días para algo excepcional, co- 
mo es un daño que lesiona, restringe, amenaza o altera 
con ilegitimidad manifiesta los derechos y las libertades. 


Me parece que hay un desfase entre uno y otro me- 
canismo, uno es muy extenso o el otro muy corto. Si se 
trata de una acción urgente, el plazo debe estar en rela. 
ción con ese carácter. Repito que 30 días es un plazo de- 
maslado prolongado para algo que requiere ponerse en 
movimiento rápidamente, dada la urgencia y el daño ex- 
tremos que se está infiriendo a los derechos y libertades 
de una persona, 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Deseo señalar que lo que 
establece el artículo 4%, así como el plazo, fue objeto 
de discusión en Comisión. 


En este momento sólo deseo aportar un elemento ins. 
trumental que tengo en mi poder y que quizá fue el que 
determinó que nosotros hayamos establecido ese plazo, 
Este material procede del Instituto de Derecho Adminis: 
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trativo, el qué -nóos hizo Hegar las observaciones que le 
merecía el proyecto del Peder Ejecutivo. 


Dice el Instituto de Derecho Administrativo dirigién- 
dose al señor Decano dé la Facultad de Derecho y solici: 
tando la autorización del caso para hacer llegar estas 
observaciones. Dice que: “si el Consejo dé la Facultad 
lo estimare del caso, podría comunicarse esta Opinión A 
la Cámara de Senadores donde se encuentra a estudio 
el proyecto. Profesor Daniel Hugo Martins. Presidente”. 
Con fecha 12 de junio de 1985 entró a la Facultad y, 
posteriormente, en una de sus visitas, el doctór Martins 
nos lo hizo llegar a la Comisión. 


Con respecto al plazo, el Instituto Uruguayo de Dere- 
cho Administrativo, dice lo siguiente: “El plazo de cadu- 
cidad para deducir la acción de amparo es demasiado bre- 
ve. Quince días abarcan la: ausencia del domicilio por li- 
cencia anual, por un viaje corto y no siendo días hábiles, 
el plazo puede acortarse excesivamente, si media la sema- 
na de turismo o de carnaval, en las que los locales iñ- 
dustriales y estudios juridicos permanecen cerrados. 


Para el “mandado de seguranca” se prevén ciento 
veinte días. La solución dada por la Ley Orgánica del 
Tribunal de jo Contencioso Administrativo para la acción 
de nulidad parece ser la correcta: sesenta días corridos, 
que se interrumpen por las ferias judiciales y sémána de 
turismo”. 


Como se habian propuesto un plazo de quince dias y 
otro de sesenta, fuimos por una especie de calle del me- 
dio y pusimos treinta días, teniendo en cuenta las dis. 
tintas consideraciones que se formularon en la Comisión. 


El Instituio agrega que: “Habria que hacer una. pre- 
cisión más, el plazo no debería correr —como dice el pro- 
yectado artículo 42— “a partir de la fecha en que se pro- 
dujo el acto u omisión” sino a partir de la fecha en que 
la omisión, el acto o el hecho, o sus efectos fueron co. 
notidos”. 


La Comisión, también por consideraciones que cons- 
tan en la versión taquigráfica, prefirió dejar el texto en 
la forma en que se encuentra. 


Es todo por ahora, señor Presidente, y creo haber 
aportado el motivo por el que se puso este término, des. 
pués de oír en la opinión del Instituto de Derecho Admi. 
nistrativo, que, como lo he dicho, nos la hizo llegar, Esa 
es una de las razones por las que se prefirió el plazo de 
que se trata. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: quiero expre. 
sar que, contra lo que se ha dicho en Sala, no existe 
ninguna contradicción entre el artículo 19 y el 49, 


E] artículo 1%, en términos de generalidad, establece 
quienes tienen legitimación activa para ser titulares de 
la acción de amparo, sin referencia a ninguna situación 
concreta. Además, limita esa definición de quienes están 
legitimados en forma activa para actuar procesálmente 
en esta materia, al regquérir que esás personas sean vícti. 
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mas —si es que cabe expresarse asi de actos, emisiones 
o hechos de las autoridades estatales o. paraestatales, así 
tomo de particulares, que lesioner, restrinjan o alteren 
£us derechos y libertades reconocidas, y no simples terce- 
ros nó perjudicados en sus derechos. 


Congruentemente con ello, el artículo 4%, refiriéndo- 
se al ejemplo concreto de una determinada acción de 
ámbparo, se dice con razón que quien puede ejercerla es el 
titular del derecho o libertad lesionado o amenazado. No 
hay incongruencia ni contradicción entre un artículo y 
el otro. Por el contrario, existe una perfecta congruencia 
y el artículo 4? completa, si se quiére, a] artículo 1% 


Respecto al problema de que pueda deducir la acción, 
en lugar del titular del derecho o libertad lesionado, cual. 
quier persona, ya explicó el señor senador Batalla que 
esto no lo propició por si la Comisión, sino que viene del 
proyecto del Poder Ejecutivo, que decía que la acción 
podría deducirláa en su nombre, es decir en nombre del 
titular, un tercero, sin más especificaciones. Se consideró 
que iba a traer problemas en la práctica delimitar cuál 
era el concepto de tercero y por eso se puso “cualquier 
persona”. No me niego a considerar lo que propone el se- 
fñor senador Garcia Costa, ya que, en definitiva, como 
están vigentes las normas del Código de Procedimiento 
Civil, y si son sustituidas por las del nitevo Código Gene- 
rál del Proceso igual esta materia está regulada, habria 
una solución. Pero aclaro por qué existe ésta expresión 
en el artículo 4%. 


En cuanto al plazo, el señor senador Cersósimo aca- 
ba de expresar cuáles fueren las razones para establecer 
30 días. Quiero recordar que la Cámara de Representantes 
había eliminado todo plazo, lo cual le pareció absoluta- 
mente excesivo a la Comisión, porque podía interponerse 


un recurso de amparo dos años después de los hechos que * 


supuestamente hubieran lesionado un derecho. Entre los 
dos criterios extremos —el de los 15 días propuesto por 
el Poder Ejecutivo y el más ámplio de 60, que sugería 
el Instituto de Derecho Administrativo— la Comisión 
optó por el camino del medio y puso 30 días. Creo que no 
es un argumento definitorio decir que en materia de in- 
terposición de recursos administrativos hay un plazo de 
10 días. Lo que ocurre es que ese plazo está determinado 
por la Constitución de la República, y siempre se ha en- 
tendido que es muy exiguo si no se le ha modificado, es 
porque, para hacerlo, hay que reformar la Constitución. 
Pero quizá el día que se haga una reforma de la Consti. 
tución, como decía Justino Jiménez de Aréchaga, en más 
de cuatro dias y para más de cuatro años, habría que 
modificar este plazo. 


En definitiva, pienso que es razonable el plazo fijado 
en este artículo, pero tampoco hágo una cuestión funda- 
mental de este asunto. Si se quiere reducir en algo el 
plazo, no me voy a oponer. 


SEÑOR BATLLE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATLLE. — Hago moción concreta en el sen- 
tido de que el articulo 4% en su inciso primero, diga so- 
lamente: “La acción de amparo deberá ser deducida por 
él titular del derecho o libertad lesionados o amenaza- 
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dos”, eliminando el resto. Propoñgo esto. basándome en la 
sugerencia formulada por el señor senador García Costa, 
en el sentido de que esto está vigente, y el mecanismo 
que señala el Código también se aplica a esta acción de 
amparo, sin necesidad de reiterarla en el artículo 4%. 


Con respecto al plazo, en su momento vamos á propo- 
ner que se modifique el establecido en el proyecto y se 
lleve a 15 dias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso' de la 
palabra, se va a votar el artículo 4% con el texto que vie. 
ne de la Comisión. 


SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite, señor Presi- 
dente, antes de someterlo a votación? 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR RICALDONI. -— Creo que, al menos por ta- 
zones reglamentarias, primero corresponde votar la mo. 
ción que formulé en el sentido de postergar la votación 
de este articulo. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene razón, señor sena. 
dor. 


Se va a votar la moción de orden formulada per el 
señor senador Ricaldoni, en el sentido que no se vote el 
artículo 4% y se prosiga la discusión, con el mismo alean- 
ce con que se postergó la votación del artículo 10. 


(Se vota:) 

—-16 én 23. Afirmativa. 
Léase el artículo 5%. 
(Se lee) 


—En consideración. 


Aclaro que al final del artículo, en lugar de “a la de- 
manda”, debe decir “con la demanda”. 


(Apoyados) 
SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR RICALDONI .— Simplemente quiero refe. 
rirme a una cuestión de redacción. 


El artículo establece: “...en cuanto corresponda, 1n- 
dicándose, además, los medios de prueba a utilizarse... .”, 
Tendría que decir “a utilizar”. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 5% con las correcciones 
hechas en Sala. 


(Se vota:) 


—20 en 23. Afirmativa. 
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Léase el artículo. 69. 
(Se lee:) 
En discusión. 
GARCIA COSTA. --— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Ante este artículo me 
surge una interrogante: ¿Cómo se practica una notifica- 
ción telefónica, y cómo queda constancia eficaz de la mis- 
ma? Sabíamos que a veces los jueces dan órdenes telefó. 
nicas a la autoridad policial, que luego se refrendan por 
escrito, pero una notificación telefónica escapa al uso Ju- 
dicial y no sé si a la posibilidad técnica concreta. 


SEÑOR BATLLE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATLLE. — He pedido la palabra para inte- 
rrogar al señor Presidente. 


El tema planteado por el señor senador Garcia Costa 
és realmente sustantivo, porque no quedaría constancia de 
que el individuo ha recibido la comunicación telefónica, 
por lo que puede no concurrir a la audiencia alegando no 
haberla recibido. Por tal motivo, recurro al conocimiento 
del señor Presidente en materia procesal. 


SEÑOR PRESIDENTE. — En nuestro Derecho no 
existe la comunicación o notificación telefónica, y por eso 
surge la duda del señor senador García Cósta. Lo que se 
está pensando es si podría introducirse ese elemento para 
este caso, pero plantea la dificultad señalada por los seño- 
res senadores García Costa y Batlle: el Juez deja cons- 
tancia de que se comunicó telefónicamente, pero el sujeto 
manifiesta que no fue él quien atendió el teléfono y que 
no se enteró de la citación. No existe manera de dirimir 
esa diferencia, 


SEÑOR GARCIA COSTA, — Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Creo que lo propuesto 
podría reemplazarse por el telegrama colacionado que sí 
es de uso común. El mismo refiere la notificación a la 
actividad de funcionarios públicos en ejercicio de su fun- 
ción, y queda una constancia plena de la entrega al des. 
tinatario. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 
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- SEÑOR ORTIZ. —- Este tema fue planteado en la Co: 
misión por el doctor Viera quien manifestó: “Mi propo- 
sición es de que se presente la demanda dentro de las 24 
horas siguientes: No se traía de una típica medida caute: 
lar de amparo sino que tiene mucha similitud con una me- 
dida cautelar, en el sentido de que la urgencia es necesa. 
ria, De manera que como ocurre para un pedido de em- 
bargo, así también tiene que suceder en este caso. Ade: 
más, el actuario deberá notificar de inmediato el día y 
hora de la audiencia y lo hará personalmente o por teléfo. 
no, dejando constancia en autos, como ocurre en otros 
países. Se supone que el actuario es depositario de buena 
fe”. Es decir que se admitía la comunicación telefónica en 
razón de una urgencia, porque hay un responsable, el ac- 
tuario, que manifiesta haber notificado por teléfono, aun- 
que lógicamente se trata de un ser humano. 


SEÑOR BATLLE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATLLE. — Señor Presidente: sé que re. 
glamentariamente no corresponde que vuelva a hacer uso 
de la palabra, pero en este proyecto se plantea una im- 
portante defensa de los derechos y libertades y los estas 
mos dejando librados a] teléfono, sabiendo que éste anda 
bastante mal y que no siempre es posible la comunicación 
a través de él incluso porque: muchos no lo poseen. Para 
defender al implicado en la causa, aunque no se trate 
del que solicita la acción de amparo, sino de aquél con. 
tra quien se va a ejercer la misma —quisiera saber por- 
qué siempre se plensa en el Estado y nunca en los parti. 
culares—... 


(Campana de orden) 


12) SE LEVANTA LA SESION 


. SEÑOR PRESIDENTE. — Lamento interrumpirlo se. 
ñor senador, pero habiendo llegado el término reglamen- 
tario, queda levantada la sesión. 


(Así se hace a la hora 21, presidiendo el doctor Ta. 
tigo y estando presentes los señores senadores Aguirre, 
Batlle, Cassina, Cersósimo, Cigliuti, Fá Robaina, Flores 
Silva, Forteza, García Costa, Gargano, Martínez Moreno, 
Mederos, Ortiz, Pozzelo, Ricaldoni, Rodríguez Camusso, 
Terra Gallinal, Tourné y Traversoni). 
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